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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Carolina Tohá Morales.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 52ª y 53ª, ambas ordinarias, en 29 y 30 de septiembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que formula observaciones al proyecto, iniciado en moción del Honorable señor Orpis, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica (boletín N° 5.699-03) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula la tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil, con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (boletín Nº 4.523-15).



--Queda para tabla.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio, enviado en nombre del Honorable señor Horvath, en cuanto a las medidas aplicables en el ámbito de su competencia para enfrentar los problemas existentes en las comunas y localidades situadas entre Coihaique y Villa O`Higgins.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables señor Bianchi y señoras Alvear y Matthei, mediante la cual inician un proyecto de ley que incorpora en el Estatuto Administrativo el derecho del funcionario de ausentarse del trabajo en caso de grave enfermedad de su cónyuge, conviviente o hijo menor de edad.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables señores Gazmuri y Naranjo, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República derogar el 12 de octubre, “Día de la Raza”, como feriado nacional y otorgar esta calidad al 24 de junio, como “Día de los Pueblos Originarios”(boletín N° S 1.203-12) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En relación con la Cuenta, el Honorable señor Bianchi solicita recabar el acuerdo de la Sala a fin de que se envíe un oficio a la Presidenta de la República con el propósito de pedir su patrocinio para la moción, de la cual es autor Su Señoría junto con las Senadoras señoras Alvear y Matthei, que inicia un proyecto de ley tendiente a incorporar en el Estatuto Administrativo el derecho del funcionario de ausentarse del trabajo en caso de grave enfermedad de su cónyuge, conviviente o hijo menor de edad.
El señor NOVOA (Presidente).- Si no existen objeciones, así se hará.



--Acordado.

ACUERDO DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en forma unánime, acordaron hoy celebrar sesiones extraordinarias de Sala el 3 y el 4 de noviembre próximo, de 11 a 14, suprimiendo las sesiones ordinarias que deberían realizarse esos días. Lo anterior, con el propósito de permitir el uso del Hemiciclo durante toda esa semana en la tarde por parte de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

V. FÁCIL DESPACHO

CONVENIO MULTILATERAL IBEROAMERICANO

DE SEGURIDAD SOCIAL

El señor NOVOA (Presidente).- En virtud de lo anunciado ayer, corresponde tratar en Fácil Despacho el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social, adoptado en Santiago el 10 de noviembre de 2007, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6395-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 43ª, en 19 de agosto de 2009.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 54ª, en 6 de octubre de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es mantener la continuidad de la historia previsional de los cotizantes que hayan prestado servicios en uno o más de los Estados Partes de la Comunidad Iberoamericana, a fin de que puedan acceder a una pensión.



La Comisión acogió el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Gazmuri, Pérez Varela, Pizarro y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe consignar que la aprobación requiere los votos conformes de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, como la tabla incluye asuntos que requieren quórum especial, sugiero a la Mesa que nos aboquemos ahora al debate y nos pronunciemos una vez que se cuente con el número necesario de votos.



En todo caso, quiero destacar que la iniciativa en examen reviste una gran trascendencia, porque se trata, ni más ni menos, de despachar un Convenio que, en el fondo, permite la continuidad en la previsión que los migrantes puedan registrar, en un momento determinado, en los Estados Partes.



La finalidad no es reemplazar convenios bilaterales, que son distintos -constituye una complementariedad de los que Chile ha suscrito con distintos países, el último de ellos Colombia, en materia de seguridad social-, sino simplemente acoger el concepto de la continuidad previsional.



El tema es tan importante, que será considerado como primer punto en la Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado que se efectuará en Portugal.



Entonces, me parece que Chile debe dar el ejemplo, por lo que pido que la Sala respalde el proyecto de acuerdo cuando la Mesa lo ponga en votación.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Se tocarán los timbres, entonces, por requerirse quórum calificado.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (26 votos afirmativos), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.

VI. ORDEN DEL DÍA


REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde tratar el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 4). 


--Los antecedentes sobre el proyecto (3436-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 85ª, en 22 de enero de 2008.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 50ª, en 15 de septiembre de 2009.

Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 77ª, en 9 de diciembre de 2008.


Gobierno (nuevo), sesión 86ª, en 14 de enero de 2009.


Gobierno (segundo), sesión 36ª, en 29 de julio de 2009.

Mixta, sesión 56ª, en 7 de octubre de 2009.

Discusión:



Sesiones 78ª, en 10 de diciembre de 2008 (vuelve a Comisión); 91ª, en 3 de marzo de 2009 (queda pendiente su discusión general); 92ª, en 4 de marzo de 2009 (se aprueba en general); 37ª, en 4 de agosto de 2009 (queda para segunda discusión); 39ª, en 5 de agosto de 2009 (se aplaza su votación); 40ª, en 11 de agosto de 2009 (queda pendiente la discusión particular); 44ª, en 1° de septiembre de 2009 (queda pendiente su votación); 45ª, en 2 de septiembre de 2009 (se aprueba en particular).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se suscitó ante el rechazo de una de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional, referida a la regulación de la administración de las áreas metropolitanas, la que sería ejercida por los gobiernos regionales.



La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la divergencia, propuso, por la unanimidad de sus miembros presentes, remitir a la ley orgánica constitucional respectiva la regulación de las áreas metropolitanas y el establecimiento de las condiciones y formalidades que permitan conferir esta última calidad a determinados territorios.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado en el que se transcribe la proposición reseñada, la cual requiere para su aprobación el pronunciamiento conforme de tres quintos de los Senadores en ejercicio, es decir, 23 votos favorables.



Por último, cabe consignar que, en sesión del día de ayer, la Cámara de Diputados aprobó el texto propuesto.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, lo importante de lo que acordó la Comisión Mixta es que por primera vez se establece en nuestro ordenamiento constitucional la existencia de áreas metropolitanas. En consecuencia, se ha logrado el objetivo que se fijó el conjunto de la Sala en el sentido de darle a la Carta Fundamental una proyección mayor, a efectos de expresar que en nuestro país se está registrando un fenómeno de conurbación creciente, de generación de áreas metropolitanas cada vez más complejas de gobernar.



Por lo tanto, quienes participamos en la Comisión Mixta recomendamos la aprobación del informe, porque conforma un paso muy importante, gracias al esfuerzo de la Comisión de Gobierno, que he presidido durante cierto tiempo, en el sentido de establecer por primera vez en la Constitución la necesidad de regular, a través de la ley orgánica respectiva, la existencia de las llamadas “áreas metropolitanas”.

)---------------(

El señor NARANJO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, pido excusas por referirme a otro tema, pero en su momento no alcancé a plantearlo. 



Como Presidente de la Comisión de Agricultura, solicito que se amplíe hasta el martes 13 de octubre, a las 11, el plazo para presentar indicaciones acerca del proyecto de ley que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios. Ello obedece a un acuerdo unánime de la Comisión.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la solicitud.



--Así se acuerda. 

)---------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, al Gobierno le parece completamente adecuada la fórmula que propone la Comisión Mixta, porque el texto anterior establecía que la administración de las áreas metropolitanas iba a estar en manos de los gobiernos regionales y ello suscitaba distintas controversias, en la medida en que había opiniones diferentes en cuanto a cómo debía organizarse dicho manejo.



Aquí hay dos ideas en juego. La primera es que existan áreas metropolitanas y que la ley establezca las condiciones y formalidades para que tal calidad sea reconocida. Y eso ya es un paso delante de mucha importancia, puesto que el concepto queda establecido en la Carta.



Y la segunda dice relación a que la forma como ellas se administran queda entregada a la ley, como ha dicho el Senador señor Núñez, lo que también parece significativo, porque lo que hace el texto constitucional es simplemente abrir la puerta para que el legislador pueda regular ese punto después, con la debida calma y en posesión de todos los antecedentes concretos. Es posible que exista una fórmula única, o bien, que sean varias. En algunas áreas que presenten ciertas condiciones se podría aplicar una modalidad determinada; en otras, una diferente, en fin. Eso lo precisará la ley orgánica constitucional. Lo importante es que aquí se abre la puerta -repito- para establecer una nueva realidad jurídica.



Si el Senado le da su aprobación al informe, como lo hizo la Cámara de Diputados por una abrumadora mayoría -casi por unanimidad-, quedaría despachado este proyecto de ley, que tanta controversia suscitó en un momento y que ahora está llegando al final de su tramitación en una forma plenamente satisfactoria.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal como lo expresaron el Senador señor Núñez y el Ministro señor Viera-Gallo, el actual artículo 123 de la Constitución no consagra las áreas metropolitanas, sino que simplemente dispone que entre los municipios debe establecerse una coordinación administrativa. Textualmente, señala que “La ley establecerá fórmulas de coordinación para la administración de todos o algunos de los municipios”, etcétera.



¿Qué se incorporó en el debate en la Comisión del Senado y que fue aprobado originalmente? Primero, establecer las áreas metropolitanas; segundo, su administración por los gobiernos regionales, y tercero, la preeminencia en esta materia de las atribuciones de los gobiernos regionales sobre las de los municipios involucrados. 



Esos fueron los tres conceptos aprobados por el Senado. Y ahí se produjo la diferencia con la Cámara de Diputados. 



¿Qué señala ahora la Comisión Mixta? Que tanto la determinación de las áreas metropolitanas como su administración van a ser reguladas por la ley orgánica constitucional respectiva. Es decir, se reconoce la existencia de dichas áreas, pero toda la definición respecto de su administración y lo que se entiende por ellas queda radicado en la normativa orgánica sobre gobiernos regionales. 



Creemos que la solución tendiente a superar la controversia es satisfactoria. La Cámara la aprobó por amplia mayoría, y no tengo la menor duda de que lo mismo ocurrirá aquí, en el Senado. 



Con ello se da un paso gigantesco en todo lo relativo a la descentralización del país, a los convenios de programación y a la elección de los consejeros regionales y del presidente del consejo regional. 



Sin embargo, tendremos que seguir insistiendo en cuanto al artículo 114, referido al traspaso de facultades, que es el gran tema que, a mi juicio, queda pendiente para lograr una verdadera descentralización en el país. 



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más inscritos para intervenir, y son muy pocos los señores Senadores que se han pronunciado. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Al parecer, son bastantes.

El señor PIZARRO.- ¡No vaya tan apurado, señor Secretario!

El señor BIANCHI.- Pido la palabra para fundamentar el voto, señor Presidente. 

El señor NOVOA (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, más allá del análisis in extenso sobre las áreas metropolitas realizado por los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, quiero recoger lo expresado por el Honorable señor Orpis al final de su intervención en el sentido de que hoy la Cámara Alta da un enorme paso en pos de una verdadera descentralización y regionalización de nuestro país. 



No tan solo tendremos la posibilidad de elegir a los consejeros regionales mediante votación popular; no tan solo habrá un presidente del consejo regional, sino que también se producirá, sin lugar a dudas, un traspaso de competencias, materia que nos hubiese gustado que quedara tal como se propuso en su momento, aunque ello no fue factible. Podrá traspasarse una o más competencias a los gobiernos regionales, pero será el Presidente de la República quien determine la forma y el modo en que deberá llevarse a cabo dicho proceso. 



El estudio de la iniciativa significó una ardua labor para la Comisión de Gobierno, donde se produjo un gran debate que en definitiva permitió cumplir en alto porcentaje las aspiraciones que teníamos los Senadores representantes de Regiones. 



Así que solo me resta agradecer la disposición final del Ejecutivo y el trabajo mancomunado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fundamentalmente el realizado por su Secretario y por cada uno de los funcionarios que la integran. 



He dicho. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (25 votos a favor y uno en contra), y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez.



Votó por la negativa el señor Kuschel.

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la manifestación favorable expresada por el Honorable señor Ruiz-Esquide respecto del informe recién aprobado. 

REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA,

MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA.

INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor NOVOA (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 5). 



--Los antecedentes sobre el proyecto (4716-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:



En segundo trámite, sesión 35ª, en 9 de julio de 2008.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 31ª, en 7 de julio de 2009.


Informes de Comisión:



Constitución, sesión 5ª, en 31 de marzo de 2009.



Constitución (segundo), sesión 15ª, en 6 de mayo de 2009.



Constitución (complementario de segundo), sesión 17ª, en 13 de mayo de 2009.



Constitución (nuevo complementario de segundo), sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.


Mixta, sesión 56ª, en 7 de octubre de 2009.


Discusión:



Sesiones 7ª, en 7 de abril de 2009 (queda pendiente su discusión general); 8ª, en 8 de abril de 2009 (se aprueba en general); 17ª, en 13 de mayo de 2009 (queda para segunda discusión); 19ª, en 19 de mayo de 2009 (se aplaza su votación); 21ª, en 20 de mayo de 2009 (vuelve a la Comisión de Constitución); 25ª, en 10 de junio de 2009 (queda para segunda discusión); 26ª, en 16 de junio de 2009 (se aprueba en particular).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre el Senado y la Cámara de Diputados se suscitó por el rechazo de esta última a la mayoría de las enmiendas introducidas por nuestra Corporación. 



El informe de la Comisión Mixta contiene la proposición que resuelve las divergencias, la que principalmente consiste en: 



1) Consagrar la obligación del Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Diputados, los Senadores y las demás autoridades y funcionarios que la ley orgánica constitucional respectiva señale de efectuar declaración de intereses y de patrimonio en forma pública. 



2) Establecer que la ley orgánica constitucional aludida regulará los casos en que las autoridades mencionadas delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan un conflicto de interés en el ejercicio de su función pública, así como la enajenación de todo o parte de dichos bienes. 



3) Determinar que aquellos candidatos que resulten derrotados en una elección primaria solo quedarán impedidos de presentarse como candidatos en la elección asociada a esa primaria. 



4) Hacer aplicable a los Ministros de Estado las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 58 de nuestra Carta Fundamental. 



Cabe señalar que esta proposición fue acordada en forma unánime, con excepción de la referida a las incompatibilidades aplicables a los Ministros de Estado, que contó con los votos a favor de los Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez, y los votos en contra de los Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans. Asimismo, la supresión de la norma que prohibía presentar reformas constitucionales dentro de los 90 días anteriores a una elección fue aprobada con la abstención del Senador señor Espina. 



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que en sus últimas columnas consigna las normas del proyecto de reforma constitucional que se propone aprobar y el texto de la Carta Fundamental que resultaría de aprobarse las enmiendas sugeridas. 



Finalmente, se debe tener presente que, para su aprobación, los números 1 y 2 del artículo único requieren el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, y los números 3, 4 y 5, de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, como expresó el señor Secretario, el informe de la Comisión Mixta fue aprobado prácticamente en forma unánime por todos sus miembros y lo mismo ocurrió en la Cámara de Diputados. 



Me referiré en forma muy breve a cada una de las ideas contenidas en la preceptiva. 



En primer lugar, se establece que las declaraciones de patrimonio e intereses son públicas. Ello, porque el Tribunal Constitucional, en un fallo de hace algunos años, dejó la situación en la ambigüedad, pues, a pesar de hallarse en la Contraloría, las declaraciones no se podían publicar en la página web y quien deseara conocerlas debía dirigirse al organismo contralor, lo cual se encontraba completamente fuera del espíritu de la respectiva ley. 



Para evitar tal situación, se clarifica que las declaraciones de intereses y de patrimonio serán públicas. 



Segundo, queremos enviar un proyecto de ley, con suma urgencia, para sancionar a los funcionarios que, una vez finalizado su desempeño en el cargo, no presenten su declaración conclusiva, correspondiente al término de su período, porque en la actualidad la omisión de tal trámite no tiene sanción. 



Entonces, si un funcionario emite su declaración al inicio de su gestión, pero no cuando cesa en el ejercicio del cargo, será imposible saber si hubo enriquecimiento ilícito. 



Como son muchísimos los funcionarios del actual Gobierno que se van a ir...

El señor ALLAMAND.- ¡Muchos...!

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Muchísimos, no digo todos. 



Y como esperamos que se vayan con las manos limpias, nosotros somos los primeros interesados en que haya una sanción para quienes no presenten su declaración de intereses y de patrimonio al dejar el cargo. 



Luego, se establece el fideicomiso ciego. 



Aquí se debe reconocer algo muy importante: que en la discusión parlamentaria se llegó a un acuerdo que, a mi juicio, es plenamente satisfactorio, consistente en disponer que en determinadas situaciones no bastará simplemente con la declaración de patrimonio e intereses, sino que además ciertas autoridades -las que se enumeran y las que señale la ley- tendrán que entregar la administración de su patrimonio o de parte de él a un tercero con el cual se establezca una “muralla china” de incomunicación. Pero, aparte de eso, se dispone que en ciertos casos -siguiendo la ley española- se obliga a tales personas a enajenar bienes específicos. Porque no basta con entregar la administración del patrimonio a un tercero si la persona posee una cuota accionaria en la administración de determinadas empresas que después puede resultar incompatible con el ejercicio de su cargo.



En la legislación peninsular, eso se prevé para los superintendentes. Por ejemplo, para el Superintendente de Valores, para el de Isapres, etcétera. No quiero mencionar casos criollos.



En lo que se refiere a las elecciones primarias, para cumplir un fallo del Tribunal Constitucional, se consagra una reglamentación donde los partidos o agrupaciones de partidos pueden optar por el sistema. Pero, si lo hacen, el resultado es vinculante y quien pierde la primaria no puede presentarse al cargo en la respectiva elección.



Hay cierta latitud para que el partido del que gane las primarias, en casos que la ley tendrá que calificar muy bien, pueda cambiar de parecer por alguna circunstancia sobreviniente.



El Gobierno presentó a la Cámara de Diputados un proyecto que reglamentará esta materia, el cual se halla a la espera de la aprobación de esta reforma para continuar su tramitación. Y fue elaborado principalmente por institutos, tanto de la Concertación como de la Alianza por Chile.



La tercera idea corresponde a determinadas prohibiciones que se establecen a los Ministros, lo que en realidad constituía un vacío en la Constitución. En concreto, se hacen aplicables a los Ministros algunas de las incompatibilidades que hoy día afectan a los parlamentarios.



Esas son, en general, las ideas contenidas en el informe, señor Presidente. Hubo otras que después fueron quedando en el camino durante el debate parlamentario, quizás para bien, quizás para mal -eso puede discutirse-, pero, en todo caso, la iniciativa conforma un paquete suficiente para aumentar la probidad tanto del sector público como de la intersección entre la vida de los negocios y las fortunas personales con el ejercicio de las funciones públicas.



Muchas gracias.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, solo quiero realizar un comentario al pasar.



Creo que el señor Ministro ha sido particularmente afortunado en la metáfora que construyó relativa a la “muralla china” como separación entre patrimonio y el dueño del mismo para los casos específicos que contempla la ley.



La “muralla china” ha quedado solo como un símbolo, y podrá ser fácilmente vulnerada por otros medios de comunicación hoy en boga. Por lo tanto, desgraciadamente, con este tipo de legislación ocurrirán los peores presagios en nuestro país.



Acá, bien sabemos, no hay forma posible de convertir un fideicomiso en completamente ciego; a lo máximo, tuerto. Y, por otra parte, si hasta el secreto mejor guardado en cualquier sitio se puede ventilar y hacer público con suma facilidad, mucho peor será respecto de este tipo de información, que el morbo colectivo hará de conocimiento público en el más breve plazo.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quisiera llamar la atención de Sus Señorías con respecto al artículo 60 de la Carta, norma que aborda una materia a la cual se refirió el ex Senador Edgardo Boeninger, quien ayer fuera homenajeado por las distintas bancadas, lo cual agradezco emocionadamente.



Su última participación en la Cámara Alta tuvo lugar en la Comisión Mixta el 4 de agosto. Ese día fue invitado para hablar de un tema que me parece de la máxima importancia y que ya hemos debatido en otros momentos en esta Sala: la incompatibilidad entre el ejercicio de la profesión de abogado y la tarea parlamentaria.



Señor Presidente, Honorables colegas, en el Parlamento se puede acusar a un ministro de la Corte Suprema; en el Senado debemos ratificar o no la propuesta que el Presidente de la República formula para el nombramiento de magistrados del Máximo Tribunal; en esta Corporación también se debe aprobar la designación de un miembro del Tribunal Constitucional.



Aquí, claramente, puede haber un grave conflicto de intereses. Y por eso quiero destacar algunos aspectos planteados por el ex Senador Edgardo Boeninger en la última oportunidad en que visitó la Cámara Alta.



Él nos habló de la necesidad de asegurar que los parlamentarios no se distraigan por el ejercicio de tareas ajenas al quehacer legislativo. Explicó que la OCDE -donde queremos incorporarnos como país- ha definido tres tipos de conflictos de interés:



Primero, el conflicto de interés real: cuando un agente público posee un determinado interés privado que puede influir en sus decisiones públicas por encontrarse dentro del ámbito de sus competencias.



Segundo, el conflicto de interés potencial, que supone la existencia de un interés privado que en el futuro puede constituir un conflicto de intereses.



Y, tercero, el conflicto de interés aparente, que cubre aquellas hipótesis en que existe un interés personal, que no necesariamente influirá en el ámbito de decisiones del agente público, pero que podría dar lugar a que terceros consideren que puede hacerlo.



¿Acaso -me pregunto- el ejercicio de la profesión de abogado puede enfrentar un conflicto de intereses al momento de elegir ministros de la Corte Suprema?



Por cierto que sí.



Por eso, en momentos en que las encuestas nos dan los últimos lugares en la evaluación que nuestros compatriotas hacen de nuestra actividad, me parece importante que nosotros, en aras de la transparencia, seamos estrictamente rigurosos en esta materia. De hecho, se nos otorga una dieta, que es la que corresponde a un Ministro de Estado. Y estos deben tener dedicación exclusiva a sus funciones, exceptuadas las labores de docencia. Esa es la misma prohibición que, a mi juicio, debiésemos tener los parlamentarios.



Por tal motivo, existiendo igual razón en términos laborales y remuneracionales, resulta exigible -así lo sostuvo el ex Senador Boeninger- la misma dedicación exclusiva.



Por ello, junto con el Diputado señor Burgos presentamos una indicación para agregar un nuevo inciso al artículo 60 de la Constitución Política, que señalaba lo siguiente:



“La función parlamentaria se ejercerá en régimen de dedicación exclusiva, y es incompatible con el desempeño de actividades privadas, sin perjuicio de las actividades docentes que pueda desarrollar el parlamentario”.



Y esto, señor Presidente, no es una novedad, porque recogimos el precepto de la legislación española.



No puede ser que en esta reforma constitucional, que pretende introducir estándares de transparencia para todos, en los sectores público y privado, nosotros, los parlamentarios, hagamos una excepción y no tengamos la misma norma establecida para los Ministros en cuanto a la dedicación exclusiva de funciones, salvo en lo que respecta al ejercicio de labores de docencia.


 
Quiero decirlo con mucha claridad en esta Sala. Porque cuando hablamos de transparencia, los parlamentarios somos los primeros que debemos dar señales de ella. Y no me parece adecuado hacer una excepción a las prohibiciones que rigen para los Ministros de Estado, en circunstancias de que a nosotros se nos aplica la misma norma en materia de dieta. 



Lamentablemente, en la Comisión Mixta la indicación que presentamos con el Diputado señor Burgos fue rechazada.



Sin embargo, para la historia de la ley, quiero decir que ojalá -esta Sala puede reparar la situación- encaremos este asunto, a los efectos de tener la tranquilidad de que aprobamos una reforma constitucional conforme a la cual los parlamentarios nos sometamos a las mismas reglas de transparencia de los Ministros de Estado, habida consideración de que la Carta Fundamental nos otorga la misma dieta.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, dentro de las numerosas materias que aborda esta reforma constitucional, el artículo 19 establece un sistema de primarias en los distintos partidos políticos, el que quedará regulado en una ley orgánica. Y en la Comisión de Gobierno estamos analizando un proyecto de ley vinculado con tales asuntos. 



Sin embargo, quiero plantear la siguiente reflexión: en parte, la política ha caído en descrédito porque las candidaturas se designan a partir de acuerdos cupulares. Y, muchas veces, quien no tiene acceso a las esferas superiores de un partido termina completamente marginado de los procesos preelectorales y de la elección popular. 



En algunos casos, la poca renovación en la actividad política se vincula con este fenómeno: muchos quisieran participar en elecciones a distinto nivel; pero, al serles restringidos los espacios, quedan marginados. Otros se desvinculan antes de que comience el proceso mismo.



Señor Presidente, voy a aprobar el informe de la Comisión Mixta, pero señalando claramente que, a mi entender, el sistema de primarias no solo debe depender de la directiva de los partidos, sino también de sus militantes, para que, a partir de determinados quórums, puedan exigirlas en sus conglomerados. Es decir, que la decisión pertenezca a la instancia de una colectividad política; pero, además, que las primarias puedan hacerse efectivas, a nivel nacional o regional, a la luz del consenso de cierto número de adherentes.



Con mecanismos de esta naturaleza se producirá la renovación efectiva de la actividad pública, con lo que ya no se observaría el fenómeno que se advierte en la actualidad, cuando muchas veces, por falta de espacios, las personas se marginan de los procesos o presentan candidaturas independientes.



En la medida en que existan garantías de que los mecanismos internos asegurarán una efectiva participación en elecciones populares de distinto nivel, consolidaremos la democracia interna de los partidos. Con instancias de esta naturaleza, daremos un espacio real a quienes quieran ejercer cargos de elección popular.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, encuentro toda la razón a la Senadora señora Alvear. Considero absolutamente incompatible ejercer en un estudio de abogados y después participar en la elección de algún integrante de la Corte Suprema. 



Sencillamente, no puede ser. 



No sé cómo podría reponerse una disposición de la naturaleza que mencionaba la Honorable colega: si a través de un veto o mediante un nuevo proyecto de reforma constitucional. 



Lamento, señor Presidente, que esta norma se haya caído en la Comisión Mixta.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, como estamos en la etapa de la transparencia total y aquí se trata de generar un hecho político importante, me referiré a la posibilidad de que una ley orgánica regule las primarias para la elección de postulantes a ciertos cargos. 



Veo con mucho cariño este afán de limitar las actividades políticas. Y una cosa que habría que restringir es la reelección. Deberíamos ponernos de acuerdo todos y evitar lo que está pasando: la permanencia en las funciones parlamentarias por años y años. Eso no se pone en discusión ni se firma un proyecto, que es lo que cabría hacer. Pero no para regir en cuatro o siete años más, sino para las reelecciones próximas. Porque cuando uno piensa en décadas, está mirando a futuro.



Entonces, cuando hablemos de transparencia y de introducir cambios, pongámonos de acuerdo en una modificación profunda vinculada con que las repostulaciones deberían ser limitadas, lo que tendría que ser firmado por cada uno de los parlamentarios en ejercicio. Pero no para el futuro. 



¡Por favor, aquí estamos viendo lo que significará esta elección y, probablemente, la próxima!



Por eso, al analizar el problema de fondo, comprobaremos que esta reforma es indispensable si queremos una real renovación. 



Estimo muy importante que una ley orgánica constitucional establezca un procedimiento para las primarias. Estas son fundamentales, porque permiten competir dentro de normas correctas y no impuestas por determinadas circunstancias. Si eso sale adelante, va a democratizar realmente al país. Sería un gran avance de esta reforma constitucional. 



El Ministro señor Viera-Gallo ha dicho que la iniciativa que regula el sistema de primarias está en trámite en la Cámara de Diputados, pero que se va a aprobar con prontitud. Eso es muy importante para modificar el mecanismo de elecciones dentro del sistema político.



Señor Presidente, termino insistiendo en que ojalá seamos capaces de apoyar un proyecto de ley que establezca la limitación de la reelección en el Parlamento, asunto de fondo que no hemos abordado con la fuerza requerida. En la Cámara Baja se perdió un proyecto de esta naturaleza. Bueno, repongámoslo en el Senado si queremos realmente modificar la política.

El señor GAZMURI.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, solicito tomar la votación.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.


En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, suscribo con entero entusiasmo las palabras del Senador señor Gómez. 



En la Sala se encuentra una figura política que, reuniendo todas las condiciones para ello, ha rehuido su reelección senatorial: el Honorable señor Núñez. 



¡El Senador señor Arancibia levanta la mano, con toda razón! Le doy mis excusas. 



Lo de las primarias en los partidos es importante. Pero creo más relevante colocar un tope a la repostulación. Imaginemos una primaria entre un parlamentario -Diputado o Senador- con tres o cuatro períodos de ejercicio y con 16, 18 ó 20 años de experiencia, contra una persona que desea ser candidato por primera vez. Es evidente que, especialmente en esa instancia, habría un fuerte desequilibrio.



De manera que lo que tendríamos que acordar -por cierto, no para la próxima elección, porque ya los candidatos se hallan inscritos y es imposible tramitarlo en menos de 60 días (tenemos que hablar las cosas en serio para que no parezca broma y la opinión pública no nos siga faltando el respeto)- es un cambio efectivo que posibilitase crear las condiciones reales para tener nuevas figuras en el Congreso Nacional. No me cabe duda alguna de que constituiría un tope a las reelecciones sucesivas.



Se trata de una tarea pendiente, pero hasta ahora no se han dado las circunstancias para aprobarlo. Se produjo una votación en la Cámara de Diputados en ese sentido. Lamentablemente el resultado fue negativo, lo que indica a las claras que todavía no se ha creado la suficiente conciencia respecto de este punto y, en mi opinión, ello es un dato clave de la situación. 



El Senador señor Romero ha levantado su mirada desde enfrente para indicar que, teniendo él todas las condiciones para postularse, no lo hizo.



No obstante, el que no haya un mecanismo institucional no posibilita transformar esto en una práctica permanente y normal. La no repostulación de una persona depende única y exclusivamente de su voluntad,  corriendo el riesgo, además, de que ello sea mal interpretado, con múltiples razones, y visto de mil maneras: “No se atrevió”. “Está desgastado”, en fin. O sea, la propensión de la opinión pública a un gesto de esa naturaleza conlleva el peligro de que su decisión no se entienda con claridad.



Por lo tanto, desde el punto de vista de la renovación del Parlamento, se necesita efectivamente un acuerdo que permita la vigencia de un mecanismo institucional que ponga coto a las sucesivas reelecciones.



En consecuencia, en este punto, yo por lo menos suscribo por completo lo señalado por el Senador señor Gómez, en cuanto a que se requiere una cláusula de carácter institucional.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, junto con adherir a lo expresado por los Honorables señores Escalona y Gómez, deseo recordar que en su oportunidad, junto con el entonces Senador señor Bitar, presentamos un proyecto que durmió, lamentablemente, el sueño de los justos. ¡Nunca fue tratado siquiera por la Comisión respectiva!



En el texto de esa iniciativa, planteábamos cómo se regeneran -por cierto, esta materia no solo le preocupa al Parlamento chileno; también es debatida por otros en  el mundo- los mecanismos de sucesión permanente en los organismos públicos y en las entidades relacionadas con la administración de la democracia y su orientación.



En consecuencia, resulta muy importante que las palabras expresadas tanto por el Senador señor Gómez como por el Honorable señor Escalona no queden en el olvido, y que se alcance un acuerdo político -ojalá dentro de un plazo histórico breve-, para los efectos de mejorar los sistemas de renovación de la dirigencia política en todos sus niveles.



Pienso que el proyecto de ley en análisis en la Comisión de Gobierno apunta indirectamente a ese objetivo. Vamos a discutir lo concerniente a la utilización de las primarias vinculantes para la nominación de los futuros candidatos en todas las etapas de elección popular. Por cierto, de haber acuerdo, también deberíamos incorporar -como lo hicimos en otras materias en la Comisión de Gobierno- alguna disposición que permita a la Sala pronunciarse en su momento a favor de la idea de fijar límites a la reelección.



Sé que se trata de un tema discutible, pero es bueno para democracias jóvenes como la nuestra, después de tanto tiempo de estar suspendida.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, con respecto al punto que súbitamente ha entrado al debate, yo siempre he tenido dudas acerca de su racionalidad.



Es cierto que en el discurso queda muy bien -viste- el tener una actitud de desprendimiento en cuanto a la permanencia en determinadas instituciones de representación popular como el Senado, la Cámara de Diputados. Pero yo me pregunto con qué derecho queremos restar facultades a la soberanía popular. Es ella, en definitiva, la que debe determinar quiénes integran los órganos de representación ciudadana existentes en el país.



Si se va a legislar a este respecto, tal vez sería conveniente exigir estándares superiores a quienes cumplan determinado número de años ejerciendo el cargo de representación popular correspondiente, en caso de una primaria. Pero no me parece adecuado suprimir la posibilidad de que la ciudadanía decida quién la represente, con independencia del tiempo que pueda llevar una persona ejerciendo una misma función.



De todos modos, señor Presidente, es bueno al menos instalar el debate. A eso no me niego en absoluto. Y creo que, si se estima necesario establecer una disposición de tales características, al fin tendremos la oportunidad de expresar todos los puntos de vista que surjan sobre el particular, lo cual es perfectamente legítimo.



En verdad, ignoro cómo se da esta situación en el Derecho Comparado. Me parece que el Senador señor Núñez se ha paseado por esta materia, porque habló con gran propiedad acerca de ello. Pero -según entiendo- Parlamentos de muy viejo cuño, cargados de tradiciones y que se han desenvuelto con sabiduría a lo largo de siglos, todavía mantienen el derecho de las personas que integran estos cuerpos colegiados a permanecer en los cargos mientras cuenten con la confianza de la ciudadanía, porque en ella radica la soberanía popular.



Entonces, el debate no es tan sencillo como pareciera cuando se formula el planteamiento en términos genéricos.



Pues bien, ya asoma la controversia. ¡Bienvenida sea en el momento en que se presente!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, comparto lo último señalado por el Honorable señor Ávila.



El punto en cuestión lo hemos venido discutiendo desde que volvió la democracia a Chile. En los primeros años, también debatimos en el Senado si debía o no fijarse un límite de tiempo; hacer alguna referencia a una o dos elecciones, etcétera.

El señor LONGUEIRA.- ¡Desde 1973!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No, antes de ese año se había analizado.



Señor Presidente, debo declarar con toda sinceridad que algunas cosas terminan por hastiarme. Lo digo con franqueza. Me refiero a la insistencia brutal de que debe renovarse todo, sea bueno o malo, sin importar si quien viene sea peor que el que está. ¡No! ¡Hay que renovar!



¿Y cómo hacerlo? Algunos sostienen la tesis de la alternancia. Otros, la de que no se pueda estar más de uno o dos períodos.



Señor Presidente, quiero ser muy claro en mis palabras, porque no las repetiré. No deseo seguir cansando al Senado con esto. Pero vale la pena discutirlo alguna vez.



Siempre he sido partidario de que parte de la soberanía popular radique en un Senado nacional. Ello tiene que ver con el respeto que debe existir entre el Poder Legislativo y el Ejecutivo, para que el peso de este no sea excesivo, quienesquiera que los integren. 



De otra forma, se produce lo que conocemos: frente a cualquier problema, los Diputados, los Senadores, el Subsecretario, el Ministro, todos, quieren en un momento determinado resolver el tema del “puente del ala”. Y esto causa confusión de poderes y derechos.



Hay experiencias en esta materia.



El propio Parlamento de Colombia fue como el nuestro y ahora su Senado es nacional. Y según lo que ellos nos han dicho personalmente de su funcionamiento, parece no ser tan desafortunado. 



Voy a seguir insistiendo en ese planteamiento, porque es la única manera de hacer equivalencia entre el peso de un Ejecutivo muy fuerte -sobre la base de nuestra Constitución- y el Congreso Nacional.



En esa misma línea, estoy dispuesto -como sostuvo el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra- a conversar sobre la permanencia en el cargo. Pero, con toda franqueza, nunca voy a aceptar la tesis de que alguien tenga que irse antes por ley. Es la democracia la que debe definir lo que hay que hacer.



Señor Presidente, yo soy el miembro más antiguo en el Senado. Y no volveré a postular nunca más. Me quedan cuatro años y -repito- no seré candidato de nuevo. 



Con esa misma sinceridad, puedo señalar que no se debieran colocar trabas para que una persona continúe o no continúe como parlamentario. Es la sociedad, la comunidad electoral, la que debe decir: “Este señor sigue o no sigue, porque es bueno o malo”. Eso es lo razonable si deseamos agotar a fondo el debate sobre el sentido más profundo de la democracia.



Por la misma razón, he sostenido que no cabe aceptar la alternancia en el poder como tesis per se, por antidemocrática. El país es el que debe expresarse: “Se va la Concertación y llega la Alianza, o al revés”. Pero que haya alternancia porque esa es la manera de mejorar las cosas, ¡no!



Tampoco es admisible la tesis del cambio pueril que en alguna oportunidad se planteó. Ante la pregunta de qué proceso de cambio se quería llevar adelante, la respuesta fue: “Voten por mí y no por el otro candidato”. No es así como se discuten las ideas para hacer un cambio de fondo.



Resumiendo el punto, a mi juicio, estamos planteando temas más bien rígidos que no corresponden a lo que deberíamos abordar.



A continuación, señor Presidente, me referiré a las primarias.



Aquí se ha producido una especie de santificación de las primarias: ¡Se efectúan primarias o no hay ninguna elección digna, ni responsable, ni clara, ni trasparente! 



Pero hay muchas maneras de hacer las cosas trasparentes. En el país se han probado todas las formas. 



Hace muchos años tales asuntos eran resueltos por la Junta Nacional o el Consejo de los partidos políticos. Hoy estamos considerando dar suficientes garantías para que los independientes -porque las cifras son bajas- puedan ser candidatos.



Pero ¿por qué solo primarias? ¿Qué justificación hay? 



Ello solo demuestra que no estamos en condiciones de hacer operables los mecanismos de los partidos, sin los cuales no hay democracia.



Legislemos para que los partidos funcionen bien, con ética interna, y favorezcan la participación. Podemos presentar miles de indicaciones en esa materia, como lo han hecho otros países para mejorar la condición de sus colectividades políticas. De lo contrario, estaremos eludiendo el problema o resolviéndolo prácticamente con la filosofía de don Otto: viendo si reemplazamos el sofá o si lo vendemos.



Señor Presidente, con toda franqueza, llamo al Senado, sin más antecedente que haber sido compañeros durante tantos años, a discutir de una vez por todas acerca de estos asuntos, a fin de concordar una visión tranquila y serena respecto de lo que se debe hacer a futuro.



El Honorable señor Gómez sostuvo que deberíamos definir la materia ahora, para que no aparezca que estamos trabajando a futuro, cuando ya ninguno de nosotros esté en el Parlamento. Okay, estoy dispuesto a que abordemos tal reforma incluso para que rija la elección que se realizará en cuatro años más.



Pero, por favor, no sigamos con ese asunto tan absurdo de renovar para cambiar. ¡Hay que cambiar para renovarse, no al revés!



Además, respetemos el derecho de la ciudadanía de decidir sobre sus candidatos a Presidente y a parlamentario.



Y mantengamos, de una vez por todas, la tesis central de la ciudadanía y de la democracia efectiva. No cabe llamar a una alternancia porque parece que así debe ser. Aquí no existen reglas claras ni pueden ser rígidas.



En lo personal, seguiré planteando mi tesis sobre un Parlamento con mayores atribuciones. No me gusta el exceso de facultades presidenciales. Cuando el Presidente es muy bueno, o la Presidenta, todo está bien; pero si se elige mal, ¡Dios sabe dónde nos puede llegar! Ya hemos tenido conflictos en el país por esta misma causa.



Por ello, señor Presidente, voy a votar a favor. 



Aquí hay una mayoría substancial para aprobar el proyecto en cualquier condición. No iré en contra de aquella. Pero quiero dejar constancia de mi punto de vista sobre tales materias.



No veo por qué debemos ser tan exquisitos en sentenciar: “O primarias o nada”.



Insisto en la idea del Senado nacional. Estimo que es una forma de superar las actuales diferencias existentes entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo.



Asimismo, sigo pensando en que solo la ciudadanía fija el límite para que un Senador o un Diputado continúen como tales. 



Por último, debemos volver a discutir esos aspectos pero llegando a una conclusión, a un acuerdo. Si no, permanentemente los estaremos debatiendo. Todo ello termina en que pareciera que nuestras conductas no tienen arreglo y que no somos capaces de alcanzar un consenso, con lo cual desprestigiamos las formas en que nos relacionamos entre nosotros. Porque eso de plantear que se vayan pronto algunos redundará en contra de los Senadores que continuarán en el Parlamento.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, para ser franco, debemos reconocer que hay distintos sistemas para ver qué autoridades pueden ser reelectas, por cuánto tiempo y en qué condiciones.



El período presidencial actual es -que yo sepa- el más corto en la historia de Chile: cuatro años. Considerando que la Presidenta Bachelet tiene hoy día 76 por ciento de aprobación de la ciudadanía y que estamos ad portas -dentro de 70 días- de una nueva elección presidencial, no cabe ninguna duda de que, si pudiera ser candidata, sería reelecta, incluso sin candidato al frente.



Lo señalo, porque así lo indican todas las encuestas de opinión realizadas por los más variados institutos, centros de estudios o sociedades que se dedican a medir la percepción pública.



Sin embargo, nuestra Constitución, en el período presidencial más corto, impide la reelección. Hago presente que, por ejemplo, los Estados Unidos de América, con igual tiempo para gobernar, contempla la posibilidad de reelegir por una vez a su Presidente.



Por lo tanto, siendo francos, a la ciudadanía no se le permite expresar su aprobación o rechazo respecto de la principal autoridad del país, en este caso específico, de una candidata, que saldría rápidamente reelecta el próximo 13 de diciembre.



Eso demuestra que tal asunto no es una cuestión de principios, sino de sistema y de concepción, pero también de consecuencia.



Seamos sinceros.



Durante los últimos años, en América Latina ha habido una larga discusión sobre la pretensión y los logros de varios Gobernantes que han hecho modificaciones constitucionales para ser reelegidos en forma sucesiva. Ello, con un importante porcentaje de rechazo de la opinión pública internacional a la aprobación que la propia ciudadanía ha hecho a tal reforma.



En consecuencia, esta no es una cuestión de valores que se encuentre clavada en la suerte del destino o en la verdad absoluta y total de la Ciencia Política.



Creo que podría ser una buena práctica que, así como se impide la reelección del Presidente de la República en la Constitución, también los parlamentarios estuvieran sujetos a una norma similar, en razón de que habría una debida consecuencia entre un cargo y los demás.




En eso estamos en deuda: en colocarnos dentro de un solo sistema, que sea armónico desde el punto de vista político.



Por otra parte, señor Presidente, escuché con mucha atención lo que señaló la Senadora señora Alvear acerca de la posibilidad de litigar por parte de quienes somos parlamentarios. 



Quiero decir francamente -ya que me iré- que en el  momento de asumir como Senador renuncié a los patrocinios y poderes de todas las causas que tramitaba en tribunales, incluyendo aquellas voluntarias; es decir, las que no son litigios.



Procedí así porque me parece que un parlamentario tiene una imagen de presión, por lo menos respecto de los tribunales de justicia, que resulta demasiado fuerte como para pensar que un juez puede actuar con independencia, fundamentalmente en el caso de los Senadores, quienes debemos designar Ministros de la Corte Suprema y del Tribunal Constitucional.



En consecuencia, consideré lógico separar aguas absolutamente entre la facultad para nombrar autoridades y el ejercicio profesional como abogado.



Digo lo anterior, señor Presidente, porque tengo una duda existencial sobre la presente reforma.



Efectivamente, con la supresión de las tres palabras: “contra el Fisco”, en el inciso segundo del artículo 60, quedaba absolutamente limitado para los parlamentarios el ejercicio de la profesión de abogado ante los tribunales de justicia ordinarios o especiales.



El punto es que, no habiéndose aprobado esta reforma, abrigo una gran duda en cuanto a la disposición VIGESIMOQUINTA transitoria que se agrega en el número 5 del artículo único, que dice: “La modificación introducida en el inciso segundo del artículo 60, entrará en vigencia transcurridos ciento ochenta días a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.



Entiendo que el artículo 60 no ha sido modificado y que, en consecuencia, la aludida disposición sería ineficaz.



Me da la impresión de que es así. Puede que yo esté equivocado y medie alguna razón especial para incluir dicha norma. Me gustaría que se aclarara, solo para los efectos de que no cometamos un error, dado que el informe se vota como un todo y su aprobación implicaría también la de dicha disposición transitoria.

El señor NOVOA (Presidente).- Su Señoría, en la parte pertinente del boletín comparado figura la enmienda al inciso segundo del artículo 60. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí. En la letra a) del número 4 se suprime la expresión “contra el Fisco”.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (29 votos), dejándose constancia de que se cumplió con los quórums constitucionales requeridos, y queda despachado el proyecto.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.
)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una moción de los Senadores señor Gómez, señora Alvear y señores Bianchi, Escalona y Vásquez, por medio de la cual inician un proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de los parlamentarios (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
CREACIÓN DE MINISTERIO DEL DEPORTE Y DE LA JUVENTUD
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5697-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 9ª, en 14 de abril de 2009.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 50ª, en 15 de septiembre de 2009.


Discusión:



Sesión 51ª, en 16 de septiembre de 2009 (vuelve a Comisión de Gobierno).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en sesión de 16 de septiembre pasado la Sala acordó volver la iniciativa a la Comisión para un nuevo primer informe, autorizando su discusión tanto en general cuanto en particular.



Dicho órgano técnico, en la Cuenta de la sesión de ayer, comunicó que la unanimidad de sus integrantes estimó oportuno solicitar que la Sala se pronunciara acerca de la idea de legislar sobre la materia.



El objetivo principal de la iniciativa es crear el Ministerio del Deporte y de la Juventud, que contará con una Subsecretaría del Deporte y con una Subsecretaría de la Juventud.



El Ministerio será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas al deporte y la juventud.



La Comisión de Gobierno de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag), en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe tener presente que la iniciativa, si Sus Señorías la aprueban en general, deberá ser informada también por la Comisión de Hacienda en el trámite de discusión particular.



Finalmente, es menester señalar que los artículos 2°, 4°, 6°, numerales 1), 7), 9), 16), 17) y 18); el artículo 7°, numeral 8), y el artículo 10 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren, para su aprobación, el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en mi calidad de titular de la Comisión de Gobierno, debo informar que a petición de la Sala procedimos a tratar nuevamente la iniciativa. Pero nos pareció absurdo que se nos solicitara discutirla en general y en particular a la vez, en circunstancias de que no sabíamos -y no lo tenemos claro todavía- si el Senado se pronunciará a favor o en contra de la idea de legislar.



La Comisión discutió con latitud el proyecto. 



Allí surgieron las mismas inquietudes que han expresado varios señores Senadores. Por tal motivo, nos dimos a la tarea de conversar no solo con otros parlamentarios, sobre todo de la Cámara de Diputados, donde ya se aprobó el texto en general y en particular, sino también con representantes de casi todas las instituciones deportivas y juveniles existentes en Chile. Lamentablemente, una de ellas no compareció ante la Comisión: la ANFA, entidad muy relevante del fútbol amateur. Todas las demás que puedan imaginar vinieron a dialogar con nosotros.



Así llegamos a la conclusión de que el proyecto tenía validez, tanto en sí mismo como por otras experiencias en el mundo relativas a Ministerios que abarcan los aspectos juvenil y deportivo.



Sin duda, ninguno de nosotros ha dejado de considerar que hay materias que, una vez que se apruebe la idea de legislar -si así lo estima la Sala-, deberemos examinar en particular con mucha capacidad de análisis y reflexionando con visión de futuro, en especial en lo concerniente a la estructura institucional que se crea y a la manera como habrán de participar en ella las Regiones, habida consideración de que hace algunos instantes aprobamos una de las reformas constitucionales más significativas sobre descentralización y regionalización.



Asimismo, tenemos claro que en el texto propuesto no se obliga a la institucionalidad a revisar los planes y programas de educación física de los colegios; que es preciso estudiar mecanismos que aseguren efectivamente la participación de un conjunto muy grande de entidades de carácter juvenil que existen en el país y que, sin embargo, actualmente no se sienten representadas en las instituciones públicas; que debemos velar en este proyecto por que se utilicen adecuadamente los recursos fiscales, por cuanto -como ya expresó el señor Secretario- va a pasar por la Comisión de Hacienda, dado que irroga gastos, y debemos tener la precaución de que estos se lleven a cabo de manera apropiada.



En consecuencia, ninguno de los miembros de la Comisión de Gobierno ha dejado de pensar que, una vez aprobada la presente iniciativa    -si así lo estima la Sala-, deberemos entrar a analizar modificaciones de carácter particular y discutirlas con el Ejecutivo en su momento.



Por lo tanto, una vez más, tal como lo hicimos en una anterior oportunidad, insto a mis colegas Senadoras y Senadores a que voten favorablemente la idea de legislar, a los efectos de que podamos seguir legislando sobre una materia particularmente significativa, delicada, compleja como es la creación de una Secretaría de Estado, no solo desde el punto de vista estrictamente formal sino de una entidad dedicada al deporte y la juventud.



Nada menos ni nada más.



Por esa razón, señor Presidente, dado que no reuniremos el quórum suficiente en esta ocasión y seguramente continuaremos la discusión del proyecto durante la próxima sesión, espero que en aquella oportunidad podamos aprobar una iniciativa de ley tan importante como esta.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, atendido el hecho de que en este momento no se registra el quórum suficiente para la aprobación del proyecto, pido segunda discusión.

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme, Su Señoría.



Entonces, vamos a agotar la primera discusión, tal como lo hacemos frecuentemente.



Tal vez la señora Ministra desea intervenir ahora o prefiere hacerlo en la próxima sesión cuando se realice la segunda discusión.

La señora TOHÁ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Seré muy breve, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora TOHÁ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, si vamos a efectuar el debate en la próxima sesión, me parece mejor esperar ese momento cuando estén todos los señores Senadores presentes.



Asimismo, agradezco la disposición de la Mesa en cuanto a postergar la discusión, porque se trata de un proyecto muy importante.

El señor NOVOA (Presidente).- Muy bien, señora Ministra.



En la primera discusión, tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, a modo de sinopsis de lo que será mi intervención en el momento en que abordemos la discusión general de esta iniciativa, opino que la Cartera a crear se ocupará de los “huérfanos institucionales”. Es decir, aquellas instancias que no encajan bien donde están y, por lo tanto, ha de encontrárseles un mejor lugar en el aparato general del Estado.



Lo único malo -y se lo manifesté a la señora Ministra- es que no veo compatibilidad entre el deporte y la juventud. Si bien se les puede buscar una cierta relación, producen una impresión equívoca.



No me gusta. Lo anuncio ahora y lo repetiré hasta la saciedad.



Ojalá podamos encontrar la fórmula de dejar al deporte dentro del ámbito de las competencias y atribuciones que tendrá el nuevo Ministerio. Esta es una actividad que, por sí sola, reclama un lugar en el aparato del Estado y una preocupación preferente.



Por otro lado, el tema de la juventud tiene su historia.



Surge por las modalidades tan especiales de desarrollo que ha exhibido el país en las últimas décadas. Parecía atractivo otorgarle una connotación especial, darle un dulce a un segmento etario a fin de que se viera representado en algunas políticas públicas.



Sin embargo, la verdad es que la juventud se halla presente en cada una de las funciones del Estado; debería ser parte de las políticas generales de la nación y no estar puesta en la vitrina especial que se le quiere construir.



Señor Presidente, estas son reflexiones al pasar. Confío en que podamos profundizarlas el día del próximo debate. Y las hago fundamentalmente para formular un último llamado -si se lo quiere denominar así- a la señora Ministra, en términos de hacer los esfuerzos por que depuremos el contenido institucional de la iniciativa.



El Presidente de la Comisión de Gobierno dice que asistieron todas las instituciones deportivas menos la ANFA. ¡Bueno! Estamos hablando de la Asociación Nacional de Fútbol Amateur, esto es, la agrupación que reúne el mayor número de miembros en el país, que mantiene una actividad permanente a lo largo del territorio nacional y posee una orgánica que funciona con muchas críticas, desde luego, por cuanto carece de una legislación apropiada o un organismo rector que se ocupe de ejercer una cierta fiscalización de los recursos que ella maneja, los cuales, sumando chauchas y pesos, terminan siendo cuantiosos. Y siempre se escuchan en los clubes, principalmente de las diversas comunas, críticas al comportamiento de los dirigentes en todos los niveles.



Entonces, falta que allí el Estado meta mano desde la perspectiva de su facultad reguladora y fiscalizadora.



Por último, no es admisible que un proyecto como el que nos ocupa salga a la luz sin contar con el punto de vista tan relevante como es el de la ANFA. Será preciso hacer los esfuerzos necesarios por buscar el parecer de esa organización tan importante y recoger la opinión que le merece esta iniciativa.



En fin, señor Presidente.



¡Será, entonces, hasta la próxima!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, he preferido intervenir de inmediato. No quiero extenderme demasiado en mi exposición.



Espero que los modestos puntos de apreciación que vaya a expresar...

El señor ÁVILA.- ¡Nunca serán modestos, Honorable colega!

El señor ESCALONA.-...puedan ayudar a influir en el pensamiento del Honorable señor Ávila, debido a que Su Señoría hace un alegato esencialmente de carácter institucional.



Sin embargo, lo que no resiste análisis es la situación institucional vigente. 



La verdad es que no comprendo cómo todos aquellos que eran parlamentarios en el momento en que se legisló sobre esta materia -en esa legislatura yo aún no ocupaba un escaño en el Congreso- estuvieron dispuestos a incluir CHILEDEPORTES en el Ministerio Secretaría General de Gobierno. ¡Es decir, la Cartera encargada de las comunicaciones y de la vocería es la autoridad política directa del Instituto Nacional de Deportes, es decir, de CHILEDEPORTES! 



¡Eso me parece una irracionalidad completa!

El señor ÁVILA.- ¡Absolutamente!

El señor ESCALONA.- Por lo tanto, sobre teorías institucionales mucho se puede hablar y seguramente numerosos errores es posible cometer.



En todo caso, equívoco más grande que ese, no creo.



Por otra parte, con relación al Instituto Nacional de la Juventud, este se encuentra completamente mal ubicado, ya que depende del Ministerio de Planificación, que algunos lo entienden y consideran como una Cartera social. ¡Pero no es esa su realidad institucional y no reviste ese carácter!



Cualquiera de los principales Ministerios vinculados al ámbito social son mucho más poderosos que el de Planificación. ¡Tienen más recursos, cuentan con plantas de funcionarios, diseñan y elaboran las políticas públicas y, además, las ejecutan en áreas como educación, salud, vivienda, agricultura! Por ejemplo, en lo que se refiere a políticas sociales relativas al agro, trabajan todos los institutos que dependen del Ministerio de Agricultura.



O sea, no es dable pensar que el Ministerio de Planificación es un Ministerio social.



Entonces, ¿qué hace allí el Instituto Nacional de la Juventud?



Algo similar trata de resolver ahora el Gobierno al enviar un proyecto que modificará la ubicación de la Comisión Nacional para el Desarrollo Indígena, sacándola del Ministerio de Planificación, porque evidentemente allí está mal instalada.



Por consiguiente, Senador Ávila, conociendo la brillantez y lucidez de su punto de vista, estimo que la situación institucional de hoy resulta manifiestamente equivocada.



En consecuencia, estos dos grandes actores de la vida social del país, como son la juventud y el deporte, quedarán en una ubicación institucional quizá no perfecta, pues no creo que alguien haya inventado una fórmula mágica para solucionar estos problemas. Pero no me cabe ninguna duda de que se encontrarán mucho mejor situados institucionalmente en el Ministerio que se creará, con estas dos grandes vertientes o estos dos grandes brazos: las áreas del deporte y de la juventud.



Ello no resolverá por completo los dilemas institucionales, porque en efecto se trata de sectores con muchas singularidades. Son muy transversales, porque los jóvenes se encuentran en todas partes; y el deporte es practicado por las diferentes generaciones, desde los niños hasta los adultos mayores.



Todos sabemos que son áreas muy difíciles de clasificar. Pero pienso que quedarán mucho mejor ubicadas en esta nueva propuesta institucional que en el organismo donde se encuentran en la actualidad.



Por lo señalado, votaré a favor del proyecto. Me parece que ayuda mucho a mejorar la situación en que se hallan las áreas mencionadas. Y, además, estimo que es un muy buen broche de oro al impulso que está teniendo la actividad deportiva en nuestro país en el curso de los últimos meses, y que espero se corone definitivamente la próxima semana con Chile en Sudáfrica 2010.



He dicho.

El señor GARCÍA.- ¡Un discurso de la esperanza...!

El señor ÁVILA.- ¡Pasaremos, entonces, de “chancho en misa” a “conejo en procesión”...!

El señor NOVOA (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.





--El proyecto queda para segunda discusión.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

_______________



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ALLAMAND:



Al señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, a fin de que se informe sobre DISPONIBILIDAD DE TERRENO PARA INTEGRANTES DE COMITÉ DE ADELANTO LOS ROBLES, PANGUIPULLI (Región de Los Ríos).


De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Justicia, requiriéndole PATROCINIO PARA PROYECTO SOBRE MARCO LEGAL DE DEFENSORÍA LABORAL.



Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole RECURSOS DE FONDO SOLIDARIO I DE SERVIU DE MAGALLANES PARA NUEVAS POSTULACIONES EN DUODÉCIMA REGIÓN.


Del señor GIRARDI:



A los señores Secretario Ministerial de Salud y Director de la CONAMA de la Región Metropolitana, con el objeto de pedirles PARALIZACIÓN DE FAENAS EN EMPRESA MOLYMET DE SAN BERNARDO E INSTRUCCIÓN DE SUMARIO SANITARIO.
_______________

El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:47.

Manuel Ocaña Vergara,
Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 357

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 52ª, ORDINARIA, EN MARTES 29 DE SEPTIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Agricultura, Presidente de la Comisión Nacional de Energía y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Marigen Hornkohl, señor Marcelo Tokman y señora Ana Lya Uriarte, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cuarenta y ocho y cuarenta y nueve, ambas especiales, y cincuenta ordinaria, todas del día 15 de septiembre del año en curso, y de la sesión cincuenta y uno ordinaria, del día 16 de este mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_______________

CUENTA

Mensajes



Cuarenta y seis de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con los ocho primeros, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.169, que establece normas sobre otorgamiento de premios nacionales, integrando al jurado un miembro del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (Boletín N° 3.900-04).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que determina el Estatuto del Periodista (Boletín Nº 4.822-13).



5.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



6.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, que modifica el artículo 225 del Código Civil, en lo relativo al cuidado personal de los hijos (Boletín N° 5.197-07).



7.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14).



8.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, en lo relativo a precursores químicos, y proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis y Espina, que obliga a inscribirse en un registro especial a las personas naturales o jurídicas que transporten precursores químicos (Boletines números 6.431-07 y 6.463-07, refundidos).


Con los cinco siguientes, hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Unión Latina, suscrito en París, el 15 de febrero de 1994 (Boletín N° 1.229-10).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (Boletín N° 4.087-10).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (Boletín N° 4.915-19).



4.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Núñez y Pizarro, en materia de declaración de culpabilidad por una acusación constitucional (Boletín N° 5.850-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Servicio Electoral (Boletín N° 6.139-06).



Con los dieciocho siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en trámite de Comisión Mixta, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



5.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



7.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (Boletín N° 5.697-29).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones pueda hacer uso de su licencia médica (Boletín N° 5.709-06).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (Boletín Nº 5.947-12).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).



15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la responsabilidad legal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (Boletín N° 6.423-07).



16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria (Boletín N° 6.477-05).



17.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el voto de los habitantes de la localidad de Chaitén en las elecciones presidenciales y parlamentarias 2009 (Boletín N° 6.542-06).



18.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad (Boletín N° 6.582-11).



Con los quince últimos, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana (Boletín N° 5.406-15).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



9.- Proyecto de ley que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (Boletín N° 5.887-06).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga derecho a sala cuna al trabajador (Boletín N° 6.199-13).



11.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (Boletín N° 6.232-07).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica  (Boletín N° 6.244-07).



13.- Proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (Boletín N° 6.252-09).



14.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en materia de tenencia de animales domésticos (Boletín N° 6.265-14).



15.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 26 y 27 de septiembre del presente año, ambas fechas inclusive, para participar en la IIª Cumbre de Países Sudamericanos y Africanos (ASA), en Isla Margarita, República Bolivariana de Venezuela.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo del Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que regula el secreto profesional en las obras audiovisuales (Boletín N° 5.987-04), e informa, además, la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, conforme lo establece el artículo 70 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que perfecciona el acceso a la Sala Cuna para los hijos de mujeres trabajadoras (Boletín N° 5.166-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2) Proyecto de ley que otorga la nacionalidad por gracia a Michel Edouard Bourguignat Girard (Boletín N° 6.583-17).



3) Proyecto de ley que otorga la nacionalidad por gracia a Joseph Alfred León Sirvin (Boletín N° 6.635-17).



-- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



4) Proyecto de ley que autoriza construir monumento en honor a la vida y obra del ex Diputado señor Raúl Barrionuevo, en la ciudad de Caldera (Boletín N° 5.550-24).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cinco primeros, remite copia autorizada de igual número de acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 474 del Código del Trabajo; 23 y 24 del decreto ley N° 3.063, Ley de Rentas Municipales; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, Ley de Isapres, y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2005.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres siguientes, envía copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 124 y 125 del Código de Minería, y 8°, inciso quinto, de la ley N° 18.097, Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras; 416 del Código Procesal Penal, y del encabezamiento y del número 16 del artículo 220 de la ley N° 18.175.



-- Se toma conocimiento.



Con el noveno, remite copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de ley que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe (Boletín N° 6.010-12).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Tres del señor Contralor General de la República:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, referido a los medicamentos que se entregan en la Ilustre Municipalidad de Combarbalá.



Con el segundo, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la situación que afecta a una estudiante de Medicina de la USACH.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en lo concerniente a la existencia de un problema en materia de remuneraciones de la funcionaria que indica de la Ilustre Municipalidad de Taltal.



Cuatro del señor Ministro del Interior:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios dirigidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de los problemas existentes en el transporte marítimo subsidiado en el tramo Quellón-Puerto Chacabuco, en la denominada Ruta Cordillera, entre la X y XI Regiones, y en relación con el proyecto turístico que se llevará a cabo en los Campos de Hielo Patagónico Norte y Sur.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a la conectividad de la comuna de Chaitén.



Con el cuarto, responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la publicidad de las denominadas “leyes secretas”.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas, con los que responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la construcción de un nuevo puente sobre el río Aysén, en el sector de Puerto Duma, comuna de Puerto Aysén; respecto de las necesidades en infraestructura de las localidades situadas entre Coyhaique y Villa O’Higgins, y en relación con el embancamiento del río Ibáñez a consecuencia de las cenizas volcánicas del volcán Hudson.



Del señor Ministro de Salud, con el que contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición del Honorable Senador señor Orpis, relativo a las medidas a tomar para enfrentar los problemas de contaminación por plomo y arsénico que afectan a algunos sectores de la ciudad de Arica.



Del señor Ministro de Agricultura subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, en relación con la plaga de la mosca del fresno, que ha afectado a las plantaciones de olivos en la Región de Arica y Parinacota.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de la posibilidad de que el Comité “La Ilusión” pueda acceder a un terreno de propiedad fiscal en la Isla Teja, comuna de Valdivia.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la instalación de empresas termoeléctricas en la comuna de Penco, VIII Región.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, por el cual responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la posibilidad de que el Comité de Desarrollo “Para Ti”, de Chillán Viejo, pueda obtener una frecuencia de FM comunitaria.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región Metropolitana, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referido al cumplimiento del deber de supervigilancia de la Dirección de Obras de la Ilustre Municipalidad de Providencia respecto del permiso de edificación de la construcción que señala.



Del señor Superintendente de Salud, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, respecto de la forma de enfrentar algunas situaciones de negligencia médica.



Del señor Director Nacional de Aduanas, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la exportación a Estados Unidos, como producto chileno, del bacalao de profundidad extraído en Uruguay y Argentina.



Del señor Director Nacional de la CONADI, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Ávila, referido a la muerte del señor Jaime Facundo Mendoza Collío, recientemente ocurrida en la IX Región.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Penco, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la instalación de empresas termoeléctricas en la comuna de Penco, VIII Región.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el cual contesta un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a la posibilidad de que la comuna de Quintero cuente con una unidad permanente de esa Institución.



Dos del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de las estadísticas de accidentes de tránsito ocurridos en la ruta F-30-E, que une el sector costero norte de la V Región.



Con el segundo, informa el calendario de las Cuentas Públicas que realizará la Institución en las 160 comunas del país que tienen una Comisaría.



Del señor Presidente del Consejo General del Colegio de Abogados, con el que expresa la necesidad de buscar una solución legislativa para enfrentar los problemas derivados de la anulación de juicios tributarios, conocidos y fallados por Tribunales Tributarios incompetentes.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Mociones



Moción de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, por medio de la cual inician un proyecto de ley que concede la nacionalidad por gracia al sacerdote señor Frederick Joseph Hegarty Keane (Boletín N° 6.713-07).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, García, Gómez, Kuschel y Longueira, por medio de la cual inician un proyecto de ley que tipifica como delito la conducta de señalar un domicilio falso para eludir el cumplimiento de las obligaciones contractuales (Boletín N° 6.714-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Moción del Honorable Senador señor Naranjo, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica orgánicamente los delitos contra la integridad sexual (Boletín N° 6.716-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

- - -



Durante el transcurso de la sesión, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha rechazado las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario, creada por la ley N° 20.135, y crea bonificación adicional para los funcionarios municipales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.541-05), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Hacienda para que integren la referida Comisión Mixta.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente expresa que se ha solicitado fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08), hasta las 12 horas del día de mañana miércoles 30 de septiembre en curso, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.

Así se acuerda.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Tratar solamente en general, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios, con informe de la Comisión de Agricultura (Boletín N° 6.580-01). Dicha iniciativa figura en el número 8 del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy.


2) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 5 de octubre próximo, a las 12 horas, al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (Boletín N° 5.947-12).

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios, con informe de la 

Comisión de Agricultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios, que tiene el Boletín N° 6.580-01.



Añade que su objetivo principal es establecer, por un lapso de 12 años, un sistema de incentivos para contribuir a la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios en reemplazo del Sistema de Recuperación de Suelos Degradados.


La Comisión de Agricultura discutió el proyecto en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Larraín, Naranjo y Vásquez.



Corresponde tener presente que la iniciativa, durante su estudio en particular, también debe ser analizada por la Comisión de Hacienda.


Agrega que el artículo 14 tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que para su aprobación requiere del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -



Puesto en discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo.


Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 32 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 14 del proyecto.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Letelier, Horvath, Larraín, Coloma, Girardi y Muñoz Barra.



Concluida la votación, el señor Presidente otorga la palabra a la señora Ministra de Agricultura.
- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 5 de octubre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Establécese, por un lapso de 12 años, contados desde la vigencia de esta ley, un sistema de incentivos para contribuir a la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios, cuyos objetivos serán la recuperación de los suelos agropecuarios deteriorados y la mantención de los niveles de mejoramiento alcanzados, el que se regirá por las siguientes normas.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:



a) Suelos agropecuarios: corresponde a aquellos suelos de uso preferentemente agropecuario actual o potencial. Le corresponderá al reglamento establecer qué suelos se considerarán de uso preferentemente agropecuario para estos efectos;



b) Predio: aquella superficie destinada preferentemente a la producción agropecuaria, cualquiera sea su ubicación. Se incluyen en esta definición, aquellos bienes inmuebles o derechos reales sobre dichos bienes, de los que sean dueños las comunidades indígenas, los asignatarios de goces individuales y los titulares de otros derechos reales de uso de conformidad con la ley Nº 19.253;


c) Sustentabilidad: capacidad de los suelos para mantener sus condiciones físico químicas fundamentales, necesarias para sostener los procesos de producción agropecuaria, sin sufrir deterioros que los imposibiliten para su uso por generaciones futuras, en razón de lo cual, requieren de la aplicación de medidas apropiadas para su recuperación, conservación y mantención;



d) Recuperación de suelos agropecuarios: se refiere a aquellas medidas destinadas a reparar el o los déficit químicos, físicos o biológicos que tenga un suelo determinado para llevarlos al piso mínimo técnico para enfrentar adecuada y sosteniblemente el proceso productivo. Estos déficit se definirán por parámetros técnicos específicos que serán establecidos en el reglamento para cada práctica o subprograma;



e) Mantención de suelos agropecuarios: se refiere a aquellas prácticas que se implementen en suelos que ya hayan alcanzado los niveles mínimos técnicos que se definan y que de no mediar un apoyo adicional, estarían en riesgo de retrotraerse a su situación primitiva de degradados y no poder cumplir adecuadamente su rol productivo. Para este apoyo adicional por parte del Estado, se establecerá un acuerdo de voluntades entre éste y el agricultor o agricultora, para garantizar los niveles mínimos técnicos que se hayan alcanzado. En el reglamento se establecerán los mínimos y máximos técnicos para las prácticas de mantención y el plazo durante el cual se podrán ejecutar;



f) Compromiso agroambiental: es el que se establece entre el agricultor o agricultora, y el Estado, representado para estos efectos por alguna de las instituciones ejecutoras, por un período de hasta cinco años, para el otorgamiento de subsidios destinados a implementar determinadas prácticas de manejo que tengan un claro objetivo de protección ambiental y cuya ejecución implique un mayor costo y/o una disminución de renta al agricultor o agricultora. Le corresponderá al reglamento determinar las prácticas, sus características y los requisitos exigibles a los usuarios para acceder a este tipo de incentivos;



g) Pequeño productor o productora agrícola: persona que tenga esta calidad de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 18.910, Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, aquel productor o productora agropecuario con un ingreso máximo por ventas de 2.400 unidades de fomento al año, los integrantes de las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, y los integrantes de las comunidades indígenas regidas por la ley N° 19.253;



h) Mediano productor o productora agrícola: persona que tenga esta condición por tener un nivel de ventas anuales superior a las 2.400 unidades de fomento y que no exceda las 12.000 unidades de fomento, e


i) Pueblos indígenas: los señalados en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.253.



Artículo 3°.- El sistema de incentivos consistirá en una bonificación estatal de los costos netos de las prácticas de manejo, recuperación y mantención de suelos, y otras que propendan a desarrollar una actividad agropecuaria agroambientalmente sustentable. Además, tratándose de los pequeños productores o productoras agrícolas a que se refiere el literal g) del artículo 2° de esta ley, se podrán bonificar los costos de la asistencia técnica destinada a apoyarlos en la elaboración y ejecución de sus planes de manejo.



Las actividades o programas específicos a bonificar, los porcentajes de los costos netos que serán objeto de este incentivo, la forma y oportunidad para la fijación de las tablas de costos, las formalidades de los compromisos agroambientales, el contenido y procedimiento de aprobación de los planes de manejo, la certificación por terceros habilitados de hechos que constituyan presupuestos para el otorgamiento de los incentivos, el inicio anticipado de las labores bonificables y las demás modalidades de operación de los incentivos, se establecerán en el reglamento.



Los valores de las prácticas y labores que se bonificarán, serán fijados en una Tabla de Costos que se establecerá en forma anual mediante resolución del Subsecretario de Agricultura, la que deberá contar con la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Esta Tabla de Costos deberá considerar las particularidades de las zonas y sectores donde se despliegue el Programa al interior de cada Región y, cuando corresponda, las prácticas y labores propias de los pueblos indígenas identificadas por éstos en el plan de manejo, en la medida que sean coherentes con los objetivos del Programa. Esta Tabla de Costos podrá ser siempre modificada, cuando las condiciones del mercado o del sector agropecuario así lo ameriten.



Del mismo modo el reglamento establecerá la posibilidad de realizar concursos especiales para favorecer determinados sectores o zonas al interior de cada Región.



Artículo 4°.- Los incentivos se otorgarán a través del Instituto de Desarrollo Agropecuario y de la Subsecretaría de Agricultura.



Los incentivos se otorgarán mediante concursos públicos, en los que podrán participar los pequeños y medianos productores o productoras agrícolas cuando se trate de prácticas que tengan por objeto la recuperación de suelos agropecuarios. Respecto de aquellas prácticas que tengan por objeto la mantención de suelos agropecuarios, sólo podrán postular los pequeños productores o productoras agrícolas.


Los concursos se administrarán descentralizadamente en cada Región, por los Directores Regionales del Instituto de Desarrollo Agropecuario, en el caso de quienes cumplan los requisitos para ser considerado pequeño productor o productora agrícola de acuerdo a la presente ley, y por los Secretarios Regionales Ministeriales de Agricultura, en el caso de los medianos productores o productoras agrícolas y de aquellos pequeños productores o productoras agrícolas que no cumplan los requisitos para poder ser atendidos por el Instituto de Desarrollo Agropecuario. Los Secretarios Regionales Ministeriales podrán, en la forma que determine el reglamento, entregar la gestión de los concursos a través de la celebración de convenios.



Los Directores Regionales del Instituto de Desarrollo Agropecuario y Secretarios Regionales Ministeriales antes mencionados, estarán asesorados para estos efectos por un Comité Técnico Regional, integrado por personeros del sector público agropecuario y del sector privado relacionado con la actividad, incluidos los pueblos o comunidades indígenas a que se refiere esta ley, cuando corresponda, en la forma que determine el reglamento.



Excepcionalmente, en casos de emergencia agrícola o catástrofe, declaradas por la autoridad competente, emergencias calificadas por el Instituto de Desarrollo Agropecuario de conformidad con la ley Nº 19.810, dicho Servicio podrá otorgar los incentivos directamente, en la forma que disponga el reglamento, a quienes, de acuerdo con su ley orgánica, tengan la calidad de pequeños productores o productoras agrícolas.



Con el objeto de integrar el principio de igualdad de oportunidades en la gestión del instrumento de fomento que contempla esta ley, el reglamento y las bases de los concursos deberán incorporar medidas que propendan a favorecer el acceso a los incentivos que establece la ley a las mujeres y a los integrantes de pueblos indígenas, pudiendo considerar para ello la realización de concursos especiales.


Artículo 5°.- Los interesados en optar al incentivo deberán presentar ante la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura o ante el Instituto de Desarrollo Agropecuario, según corresponda, un plan de manejo, el que deberá ser aprobado por tales organismos.



Los planes de manejo se confeccionarán por operadores acreditados. Tendrán esta calidad las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro de Operadores que tendrán a su cargo tanto la Subsecretaría de Agricultura como el Instituto de Desarrollo Agropecuario. Bastará la inscripción en uno de estos registros para adquirir la calidad de operador acreditado.



Podrán inscribirse en el Registro de Operadores y mantenerse con su inscripción vigente las personas naturales o jurídicas que cumplan con los siguientes requisitos:



a) Poseer un título profesional o técnico en el ámbito agropecuario, otorgado por una institución del Estado o reconocida por éste;



b) Rendir una prueba de suficiencia en las especialidades que se desea acreditar;



c) Mantener la vigencia de su acreditación cada dos años, a través de una prueba de suficiencia y acreditación de participación en capacitaciones, y



d) Aceptar un sistema de evaluación de desempeño, basado en los resultados de encuestas que recojan la opinión de los usuarios, junto con los antecedentes de planes de manejo presentados rechazados, cuestionados y aprobados.


En el caso de las personas jurídicas, los requisitos señalados en las letras a) y b) deberán cumplirlos quienes dirijan los respectivos programas técnicos.



Si en alguna Región o localidad no existieren operadores interesados en confeccionarlos, la elaboración de los planes de manejo estará a cargo de funcionarios habilitados de la Subsecretaría de Agricultura o del Instituto de Desarrollo Agropecuario, según proceda.



Artículo 6°.- Los laboratorios que practiquen los análisis necesarios para la obtención de los incentivos, deberán acreditar, en la forma que disponga el reglamento, que cuentan con las instalaciones necesarias, las metodologías y con el personal profesional idóneo para efectuarlos. Una vez acreditados, los laboratorios pasarán a formar parte de un Registro Público, a cargo de la Subsecretaría de Agricultura, para los efectos de su fiscalización.


Artículo 7°.- Podrán postular a los incentivos a que se refiere esta ley, aquellas personas que sean propietarias, usufructuarias, arrendatarias, comodatarias, comodatarias precaristas o simples precaristas. Quienes sean arrendatarios o comodatarios, deberán tener la autorización expresa del propietario, cuando la vigencia de sus contratos, contada a partir del año en que postulan a estos incentivos, sea menor al tiempo de vigencia del contrato que se fije en el reglamento.


En los casos de comodatarios precaristas o simples precaristas, deberán contar con un Certificado de Residencia de la autoridad correspondiente, que señale que usan el predio sin violencia ni clandestinidad y un Certificado de la Junta de Vecinos correspondiente u otra entidad con personalidad jurídica, que indique que son conocidos en el sector por su actividad agropecuaria, en los términos que se disponga en el reglamento.



Para los efectos de lo dispuesto en esta ley, tendrán también la calidad de propietarios, los integrantes de las comunidades hereditarias, en proporción a su cuota hereditaria; los integrantes de comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, por los goces individuales de los terrenos que posean en común y por los derechos reales de uso en común que les correspondan en conformidad con esta norma legal; los integrantes de las comunidades indígenas regidas por la ley Nº 19.253, por los goces individuales de  los terrenos que posean en común y por los derechos reales de uso en común que les correspondan en conformidad con esta ley; y, aquellas personas que hayan obtenido la inscripción de la resolución que les otorgó la posesión regular del predio en el Conservador de Bienes Raíces Respectivo, de acuerdo al procedimiento establecido en el decreto ley Nº 2.695, de 1979.



Artículo 8°.- Los incentivos que otorga esta ley serán compatibles con los establecidos en otros cuerpos legales o reglamentarios sobre fomento a la actividad agropecuaria y forestal, siempre que no se produzca por dicho concepto un doble beneficio respecto de un mismo interesado, predio y práctica.


Artículo 9°.- El reglamento determinará el monto máximo de los incentivos por beneficiario y el máximo de predios que éste puede postular a cada concurso. Asimismo determinará la forma como concurrirán al mismo cuando varios interesados lo soliciten respecto de un mismo predio.



Artículo 10.- Los interesados que hayan obtenido incentivos del sistema, sólo podrán postular nuevamente al beneficio por el mismo predio una vez que hayan cumplido totalmente el plan de manejo anteriormente aprobado.



Además, las bases de los respectivos concursos deberán considerar que el otorgamiento de puntajes sea inversamente proporcional al número de veces que el postulante haya percibido el beneficio con anterioridad, sea en virtud del sistema establecido por esta ley o por el decreto con fuerza de ley Nº 235, de 1999.


El reglamento fijará los parámetros técnicos que determinen la imposibilidad de que un mismo predio pueda volver a postular a cada programa, sea con fines de conservación o de mejoramiento, y el número máximo de veces que un mismo productor o productora puede acceder a los beneficios de esta ley.



Artículo 11.- Quienes se consideren perjudicados en el proceso de selección para la obtención de incentivos, tendrán derecho a solicitar la reconsideración de su situación ante el Secretario Regional Ministerial o ante el Director Regional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, según corresponda, en la forma que establezca el reglamento.



En tanto no se resuelvan tales recursos, no se entenderá a firme la lista de seleccionados.



Artículo 12.- Quienes no den cumplimiento al plan de manejo aprobado por causas que no constituyan fuerza mayor calificada por el respectivo Director Regional del Instituto de Desarrollo Agropecuario o Secretario Regional Ministerial, según corresponda, ni sean consecuencia de una catástrofe o emergencia agrícola declarada por la autoridad competente, no podrán postular a los beneficios de este cuerpo legal en los próximos dos concursos que se llamen con posterioridad al del incumplimiento.



En aquellos casos en que se justifique un cumplimiento parcial del plan de manejo, el incentivo se pagará proporcionalmente a lo ejecutado.



Artículo 13.- El que, con el propósito de acogerse a los incentivos que establece esta ley, proporcione antecedentes falsos o adulterados, o realice cualquier otro acto fraudulento tendiente a obtener indebidamente algunos de tales incentivos, será sancionado con una multa de hasta el 50% de lo solicitado por concepto de bonificación. Si el infractor hubiere percibido el incentivo, se le aplicará una multa de hasta el 200% del monto percibido.



Artículo 14.- El operador acreditado que confeccionare un plan de manejo utilizando maliciosamente antecedentes falsos o que elaborare un informe técnico sin considerar los resultados de los análisis practicados por un laboratorio acreditado y el que certificare falsamente hechos que constituyan presupuestos para el pago de los incentivos que establece este cuerpo legal, serán sancionados con una multa de 50 a 200 unidades tributarias mensuales.



El laboratorio acreditado que expidiere un certificado sin haber practicado el examen correspondiente o que consignare en él datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis practicado, será sancionado con una multa de doscientas unidades tributarias mensuales.



Los infractores a que se refieren los incisos precedentes serán sancionados, además, con la eliminación de los correspondientes registros.



Las multas establecidas en esta ley serán aplicadas por el juez de policía local correspondiente.



Artículo 15.- Los infractores a que se refieren los artículos 13 y 14 precedentes, podrán recibir una sanción menor o ser liberados de la misma, por el juez competente, si acreditaren haber actuado negligentemente.


Artículo 16.- La Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, además de las funciones que le confiere la ley Nº 19.147, llevará un Registro de los productores o productoras que accedan a los beneficios de este sistema.


Para efectos de la fiscalización de este sistema de incentivos, la Subsecretaría de Agricultura y el Instituto de Desarrollo Agropecuario deberán contratar externamente la realización de todas aquellas actividades que sean necesarias para verificar el cumplimiento de las normas que rigen este sistema.



Además, la Subsecretaría de Agricultura y el Instituto de Desarrollo Agropecuario encargarán la realización de estudios que evalúen las actividades realizadas y los resultados de la intervención del programa, y recomiende acciones para optimizar su impacto. La primera evaluación deberá realizarse al cabo de los seis primeros años y la segunda, al finalizar la vigencia del instrumento. Estos estudios serán publicados en la página web de los servicios mencionados en esta ley.


Artículo 17.- Los gastos que demande la aplicación de los incentivos a que se refiere esta ley, se imputarán a los recursos que, para estos efectos, se consignen anualmente en los presupuestos de la Subsecretaría de Agricultura  y del Instituto de Desarrollo Agropecuario, respectivamente.



Artículo 18.- El reglamento a que hace referencia esta ley, y sus modificaciones, deberá ser dictado por el Ministerio de Agricultura y suscrito además, por el Ministerio de Hacienda.


Artículo transitorio.- Los planes de manejo que, de acuerdo a las normas del decreto con fuerza de ley Nº 235, de 1999, se encontraren aprobados al 15 de noviembre de 2009, podrán ser pagados con posterioridad a esa fecha por el Servicio Agrícola y Ganadero o por el Instituto de Desarrollo Agropecuario, según corresponda, con cargo a los recursos contemplados para estos efectos en la ley de presupuestos para el año 2009.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que permite el voto de los habitantes de la localidad de Chaitén en las elecciones presidenciales y parlamentarias 2009, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el voto de los habitantes de la localidad de Chaitén en las elecciones presidenciales y parlamentarias del presente año, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.542-06.


Añade que su propósito principal es facilitar el sufragio de los ciudadanos inscritos en la ciudad de Chaitén para que puedan participar en las próximas elecciones de diciembre. Con tal objeto, habilita como lugares de votación las localidades de Puerto Montt, Castro, Ayacara y Villa Santa Lucía, y faculta al Director del Servicio Electoral para dictar las normas administrativas y dotar a los lugares de votación de los útiles y elementos necesarios para ese efecto.


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Destaca que la iniciativa reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que para su aprobación requiere del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- La votación y el escrutinio correspondientes a los electores de la Circunscripción Electoral de Chaitén, en las elecciones presidenciales y parlamentarias del año 2009, se realizarán de conformidad a lo dispuesto en los artículos 11 y 12 transitorios de la ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y en los artículos 20 a 22 transitorios de la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza el Servicio Electoral, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de 

la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Servicio Electoral, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.139-06.


Añade que las Comisiones informantes dejan constancia de que todas las normas del proyecto fueron objeto de indicaciones o de modificaciones.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió en particular una indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, la que resultó aprobada por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.


Dicha indicación fija la nueva planta del Servicio Electoral, adecuándola a las cinco plantas que establece el Estatuto Administrativo y fija los nuevos requisitos para el ingreso y promoción de las distintas plantas y cargos. Asimismo, se consagran las normas de encasillamiento del personal y se concede, por una sola vez, un bono para todos los funcionarios de planta y a contrata.



Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó diversas enmiendas al texto que despachó la Comisión antes mencionada.


Resalta que todas las modificaciones fueron acogidas por unanimidad, por lo que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión. Subraya que todas ellas tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación requieren del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.


Al respecto, destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.583, Orgánica Constitucional que fija la Planta del Servicio Electoral:



1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 1°, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Fíjase la Planta de Personal del Servicio Electoral que a continuación se indica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834:



Planta/Cargos           Grados  N° cargos



I. PLANTA DE DIRECTIVOS



JEFE SUPERIOR DEL SERVICIO



Director                       1C             1



Planta/Cargos            Grados  N° cargos



DIRECTIVOS AFECTOS AL TITULO VI LEY N° 19.882



Subdirector                    2°             1



Jefes de División           3°             3



Directores Regionales
   5°             8



Directores Regionales   6°             7



DIRECTIVOS DE CARRERA



Jefes Sub departamento 4°             8



Directivos                      7°             5



Directivos                      8°             5



Directivos                      9°             5



Directivos                     10°            6



Total Directivos                           49



II. PLANTA DE PROFESIONALES



Profesionales                 4°              2



Profesionales                 5°              2



Profesionales                 6°              2



Profesionales                 7°              2



Profesionales                 8°              2



Profesionales                 9°              2



Profesionales                10°             3



Profesionales                11°             3



Profesionales                12°             4



Total Profesionales                        22



III. PLANTA DE TECNICOS



Técnicos                         9°              3



Técnicos                       10°              3



Técnicos                       11°              3



Técnicos                       12°              3



Técnicos                       13°              3



Técnicos                       14°              3



Técnicos                       15°              3



Total Técnicos                                21



IV. PLANTA DE ADMINISTRATIVOS



Administrativos           10°              5



Administrativos           11°              5



Administrativos           12°              5



Administrativos           13°              6



Administrativos           14°             12



Administrativos           15°             10



Administrativos           16°             13



Administrativos           17°             15



Administrativos           18°             14



Total Administrativos                    85



V. PLANTA DE AUXILIARES



Auxiliares                   19°                5



Auxiliares                   20°                8



Auxiliares                   21°              12



Auxiliares                   22°              10



Total Auxiliares                             35



Total Planta                                  212”.



2) Agrégase el siguiente artículo 1° A, nuevo:



“Artículo 1° A.- Establécense los siguientes requisitos específicos para el ingreso y promoción en las plantas y cargos que a continuación se indican:



I.- PLANTA DE DIRECTIVOS.



Jefe Superior del Servicio:



Director, grado 1C: Abogado con más de diez años de título y no haber desempeñado cargos de representación popular o de dirigente de partido político en los cinco años anteriores a su designación.



Directivos afectos al Título VI de la ley N° 19.882:



- Subdirector, grado 2°: Abogado con más de diez años de título y no haber desempeñado cargos de representación popular o de dirigente de partido político en los cinco años anteriores a su designación.



- Jefes de División, grado 3°:



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.



- Directores Regionales, grado 5°:



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



- Directores Regionales, grado 6°:



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a tres años en el sector público o privado.



- Directivos De Carrera:



- Jefes Sub departamento, grado 4°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



- Directivos, grado 7°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a tres años en el sector público o privado.



- Directivos, grados 8° y 9°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a dos años en el sector público o privado.



- Directivos, grado 10°, alternativamente:



i) Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente, o, 



ii) Título Profesional de una carrera de a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a un año en el sector público o privado.



II.- PLANTA DE PROFESIONALES.



Profesionales, grado 4°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Profesionales, grados 5°, 6° y 7°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a tres años en el sector público o privado.



Profesionales, grados 8° y 9°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a dos años en el sector público o privado.



Profesionales, grados 10° y 11°, alternativamente:



i) Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente, o,



ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a un año en el sector público o privado.



Profesionales, grado 12°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente. 



III.- PLANTA DE TECNICOS.



Técnicos, grado 9°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de cuatro años en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación  y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a cinco años en el sector público o privado.



Técnicos, grados 10° y 11°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de tres años en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Técnicos, grados 12° y 13°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de dos años en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a tres años en el sector público o privado.



Técnicos, grado 14°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de un año en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a dos años en el sector público o privado.



Técnicos, grado 15°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación, y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a un año en el sector público o privado.



IV.- PLANTA DE ADMINISTRATIVOS.



Administrativos, grados 10° y 11°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Administrativos, grados 12° y 13°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a tres años en el sector público o privado.



Administrativos, grados 14° y 15°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a dos años en el sector público o privado.



Administrativos, grados 16° y 17°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a un año en el sector público o privado.



Administrativos, grado 18°: Licencia de Enseñanza media o equivalente.



V.- PLANTA DE AUXILIARES.



Auxiliares, grado 19°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Auxiliares, grado 20°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral no inferior a tres años en el sector público o privado.



Auxiliares, grado 21°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral no inferior a dos años en el sector público o privado.



Auxiliares, grado 22°: Licencia de Enseñanza media o equivalente.”.”.

Artículos 2º, 3°, 4°, 5° y 6°



Suprimirlos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Sustituirlas por los siguientes artículos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, transitorios, nuevos:



“Artículo primero.- El encasillamiento del personal se efectuará por resolución del Director del Servicio Electoral, dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley, comprenderá a los funcionarios en servicio en la fecha antes indicada, y se regulará conforme a las siguientes reglas:



a) En primer lugar, se encasillarán los titulares de cargos de la planta, de acuerdo al escalafón a que hace referencia el artículo 51 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, vigente a esa misma fecha.



b) Una vez practicado el mecanismo anterior, en las vacantes que queden, se encasillarán indistintamente, conforme al ordenamiento por grado resultante del proceso calificatorio vigente al momento del encasillamiento, los funcionarios a contrata asimilados a la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley y los asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, contenidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1977, del Ministerio de Hacienda; que se hayan desempeñado, en ambos casos, en dicha calidad sin solución de continuidad, a lo menos, durante los cinco años inmediatamente anteriores al encasillamiento y se encuentren calificados en lista número 1, de Distinción, o en lista número 2, Buena, en el último proceso calificatorio.



Para efectos del cómputo de los cinco años a que se refiere el párrafo anterior tratándose del personal a contrata asimilado al escalafón profesional y los asimilados a los grados correspondientes a los niveles de analista de sistema A o B del escalafón de Procesamiento de datos, también se considerará el tiempo servido por dichos funcionarios, ya sea en calidad de contrata o de titulares de cargos de planta de personal de la institución.



Artículo segundo.- El encasillamiento del personal en las plantas a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, se efectuará conforme a las siguientes reglas:



a) En la planta de directivos se encasillarán, de acuerdo al escalafón a que hace referencia el artículo 51 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, vigente a la fecha en que se practique dicho proceso, los funcionarios titulares pertenecientes a los escalafones de Jefe Superiores de Servicio; de Directivos Superiores; de Directivos y de Jefaturas A, establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley, según se indica:



i) Jefe Superior de Servicio, Director grado 1°C, se encasillará al actual Jefe Superior de Servicio, Director grado 1°C.



ii) Directivos afectos al Título VI de la ley N° 19.882:



- Subdirector, grado 2°, se encasillará al actual Directivo Superior, Subdirector, grado 2°.



- Jefes de División, grado 3°, se encasillarán los actuales Directivos Superiores y los Jefes de Departamento, grado 3°.



- Directores Regionales, grado 5°, se encasillarán los actuales Directores Regionales grado 5° y un Director Regional grado 6°.



- Directores Regionales, grado 6°, se encasillarán los restantes Directores Regionales grado 6°.



iii) Directivos de Carrera:



- Jefes de Sub departamento, grado 4°, se encasillarán los actuales Directivos Superiores, Jefes de Sub departamento grado 4° y a los actuales Directivos grado 5°.



- Directivos, grado 8°, se encasillarán cinco de las actuales Jefaturas A, Jefe grado 9°.



- Directivos, grado 9°, se encasillarán las restantes Jefaturas A, Jefes grado 9° y cuatro de las actuales Jefaturas A, Jefes grado 10°.



- Directivos grado 10°, se encasillarán las restantes Jefaturas A, Jefes grado 10°.



b) En la planta de profesionales se encasillarán los funcionarios  titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior,  que pertenezcan tanto al escalafón de profesionales  establecido en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley como aquellos que se encuentren asimilados a los grados correspondientes a los niveles de analista de sistema A o B del escalafón de Procesamiento de Datos.



c) En la planta de técnicos se encasillarán  los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan al escalafón de Contadores, establecido en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley. Asimismo, se encasillarán en esta planta los funcionarios titulares y a contrata, pertenecientes al escalafón de Oficiales Administrativos, que tengan título Técnico de Nivel Superior o equivalente otorgado por Establecimientos de Educación del Estado o reconocidos por éste y los funcionarios a contrata asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, que tengan título Técnico de Nivel Superior o Técnico de Nivel Medio de la Enseñanza Técnico Profesional, en ambos casos otorgados por Establecimientos de Educación del Estado o reconocidos por éste.



d) En la planta de administrativos se encasillarán  los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan a los escalafones de Jefaturas B; de Secretarias Ejecutivas, y de Oficiales Administrativos, establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley. Asimismo, se encasillarán en esta planta, los funcionarios a contrata asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, que no resulten encasillados en la planta de profesionales y de técnicos.



e) En la planta de auxiliares se encasillarán los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan a los escalafones de Mayordomos; de Chóferes y de Auxiliares establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley.



Artículo tercero.- No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, el encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:



- No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.



- No podrá significar disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.



- Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones que se produzca deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será absorbida por los futuros mejoramientos de remuneraciones, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla será imponible en los mismos términos que las remuneraciones que compensa.



- Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.



Artículo cuarto.- La planta de personal del Servicio Electoral fijada por el artículo 1°, numeral 1) de esta ley, y el encasillamiento a que se refieren las disposiciones transitorias precedentes, regirán a contar de la total tramitación de la resolución indicada en el artículo primero transitorio de la presente ley.



Artículo quinto.- Los requisitos establecidos en el artículo 1°, numeral 2) de la presente ley, no serán exigibles, para efectos del encasillamiento, a los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley.



A los funcionarios a contrata en servicio a la fecha antes señalada, y que mantengan dicha calidad, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, tampoco les serán exigibles los requisitos a que se refiere el inciso anterior.



Con todo, el personal señalado en el inciso anterior, deberá asimilarse a los grados de las plantas a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley.



Artículo sexto.- Los cargos de Jefes de Sub departamento grado 4°, pertenecientes a la planta de Directivos, a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, cuyos titulares  desempeñen funciones en las áreas de Administración, de Desarrollo de Sistemas y de Sistemas y Explotación, que queden vacantes por cualquier causa después del encasillamiento, se transformarán, por el solo ministerio de la ley, en cargos de profesionales grado 4°.



Lo dispuesto en el inciso anterior, se formalizará mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.



El Director del Servicio Electoral, mediante resolución exenta, individualizará a los funcionarios titulares de los cargos señalados en el inciso anterior dentro de los 30 días siguientes de finalizado el  proceso de encasillamiento.



Artículo séptimo.- Los funcionarios titulares de planta que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando cargos calificados, en la planta fijada  en el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, como de alta dirección pública y sean encasillados en ella, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.



Artículo octavo.- Publicada la presente ley, por medio de un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República, podrá modificarse la Glosa 02, letra e) del Programa 01 del presupuesto vigente del Servicio Electoral.



Artículo noveno.- Otórgase un bono especial, por una sola vez, al personal de planta y a contrata del Servicio Electoral que haya estado  en servicio en el mes de noviembre de 2008 y continúe en servicio a la fecha de pago del mismo. Este bono no será imponible ni tributable y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno. Se pagará en una sola cuota, en el mes siguiente al de publicación de la presente ley.



El monto del bono será de $200.000 (doscientos mil pesos) para todos los funcionarios señalados en el inciso anterior cuyas remuneraciones líquidas en el mes de noviembre de 2008  hayan  sido iguales o inferiores a $ 435.000 (cuatrocientos treinta y cinco mil pesos), y de $ 100.000 (cien mil pesos) para aquéllos cuyas remuneraciones líquidas, en dicho  mes, hayan sido superiores a dicha cantidad y no hayan excedido de $2.200.000 (dos millones doscientos mil pesos).



Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de aquéllas de carácter permanente correspondientes al señalado mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



Artículo décimo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta  ley durante el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Electoral. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá incrementar dicho presupuesto en aquella parte que no se pudiere financiar con sus recursos.”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 3º



Pasa a ser artículo tercero transitorio, con las siguientes enmiendas:



- Sustituir su encabezado por el siguiente:



“Artículo tercero.- No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, el encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:”.



- Eliminar, en el primer párrafo que sigue a su encabezado, la coma (,) que sucede a la frase “No podrá tener como consecuencia”.



- Suprimir, en el tercer párrafo que sigue a su encabezado, las comas (,) que anteceden y siguen a la expresión “al momento del encasillamiento”, e incorporar la expresión “que se produzca” entre los términos “remuneraciones” y “deberá”.

Artículo 4º



Pasa a ser artículo sexto transitorio, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero



Reemplazar la frase “la letra a) del inciso primero del artículo 2°, que” por “el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, cuyos titulares” e intercalar entre los términos “desempeñen” y “funciones” la palabra “actualmente”, y entre las expresiones “cualquier causa” y “se transformarán” la frase “después del encasillamiento,”.

Inciso segundo, nuevo



Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:



“Lo dispuesto en el inciso anterior, se formalizará mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.”.

Inciso segundo



Pasa a ser inciso tercero, eliminando el término “Nacional”, agregando la palabra “Electoral”, a continuación de la expresión “Servicio”, y suprimiendo los términos “a que se refiere el artículo 3°”.

Artículo 5º



Pasa a ser artículo séptimo transitorio, sustituyendo la expresión “los cargos que sean calificados como de alta dirección pública en la nueva planta que se fije en virtud de lo dispuesto en el artículo 1°” por “cargos calificados como de alta dirección pública, en la planta fijada en el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, y sean encasillados en ella”.

Artículo 6º



Pasa a ser artículo octavo transitorio, reemplazando la frase “Publicado que sea en el Diario Oficial el decreto con fuerza de ley que fije la nueva planta de personal del Servicio Electoral podrá” por “Publicada la presente ley”, e intercalando entre las expresiones “Presidente de la República”,” y “modificarse” la palabra “podrá”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero



Pasa a ser artículo noveno transitorio, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero



- Reemplazar la palabra “esté”, que sigue a la expresión “Servicio Electoral que”, por los términos “haya estado”.



- Sustituir la frase “a la fecha del pago de aquél” por “continúe en servicio a la fecha de pago del mismo”.



- Reemplazar el término “se”, que antecede a la palabra “pagará”, por la expresión “, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno. Se”.

Inciso segundo



- Agregar la expresión “del bono”, a continuación de la frase “El monto”.



- Intercalar “señalados en el inciso anterior”, entre los términos “todos los funcionarios” y “cuyas remuneraciones”.



- Sustituir la palabra “sean”, que sigue a la expresión “noviembre de 2008”, por “hayan sido”.



Reemplazar la expresión “el mismo mes, superen el monto arriba especificado y no excedan” por “dicho mes, hayan sido superiores a dicha cantidad y no hayan excedido”.

Artículo segundo



Pasa a ser artículo décimo transitorio, reemplazando la palabra “esos”, que sigue a la expresión “no se pudiere financiar”, por el término “sus”.

Artículos primero, segundo y quinto transitorios, nuevos



Incorporar los siguientes artículos primero, segundo y quinto transitorios, nuevos:



“Artículo primero.- El encasillamiento del personal se efectuará por resolución del Director del Servicio Electoral, dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley, comprenderá a los funcionarios en servicio en la fecha antes indicada, y se regulará conforme a las siguientes reglas:



a) En primer lugar, se encasillarán los titulares de cargos de la planta, de acuerdo al escalafón a que hace referencia el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, vigente a esa misma fecha.



b) Una vez practicado el mecanismo anterior, en las vacantes que queden, se encasillarán indistintamente, conforme al ordenamiento por grado resultante del proceso calificatorio vigente al momento del encasillamiento, los funcionarios a contrata asimilados a la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley y los asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, contenidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1977, del Ministerio de Hacienda; que se hayan desempeñado, en ambos casos, en dicha calidad sin solución de continuidad, a lo menos, durante los cinco años inmediatamente anteriores al encasillamiento y se encuentren calificados en lista número 1, de Distinción, o en lista número 2, Buena, en el último proceso calificatorio.



Para efectos del cómputo de los cinco años a que se refiere el párrafo anterior tratándose del personal a contrata asimilado al escalafón profesional y los asimilados a los grados correspondientes a los niveles de analista de sistema A o B del escalafón de Procesamiento de datos, también se considerará el tiempo servido por dichos funcionarios, ya sea en calidad de contrata o de titulares de cargos de planta de personal de la institución.



Artículo segundo.- El encasillamiento del personal en las plantas a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, se efectuará conforme a las siguientes reglas:



a) En la planta de directivos se encasillarán, de acuerdo al escalafón a que hace referencia el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, vigente a la fecha en que se practique dicho proceso, los funcionarios titulares pertenecientes a los escalafones de Jefe Superiores de Servicio; de Directivos Superiores; de Directivos y de Jefaturas A, establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley, según se indica:



i) Jefe Superior de Servicio, Director grado 1°C, se encasillará al actual Jefe Superior de Servicio, Director grado 1°C.



ii) Directivos afectos al Título VI de la ley N° 19.882:



- Subdirector, grado 2°, se encasillará al actual Directivo Superior, Subdirector, grado 2°.



- Jefes de División, grado 3°, se encasillarán los actuales Directivos Superiores y los Jefes de Departamento, grado 3°.



- Directores Regionales, grado 5°, se encasillarán los actuales Directores Regionales grado 5° y un Director Regional grado 6°.



- Directores Regionales, grado 6°, se encasillarán los restantes Directores Regionales grado 6°.



iii) Directivos de Carrera:



- Jefes de Sub departamento, grado 4°, se encasillarán los actuales Directivos Superiores, Jefes de Sub departamento grado 4° y a los actuales Directivos grado 5°.



- Directivos, grado 8°, se encasillarán cinco de las actuales Jefaturas A, Jefe grado 9°.



- Directivos, grado 9°, se encasillarán las restantes actuales Jefaturas A, Jefes grado 9° y cuatro de las actuales Jefaturas A, Jefes grado 10°.



- Directivos grado 10°, se encasillarán las restantes actuales Jefaturas A, Jefes grado 10°.



b) En la planta de profesionales se encasillarán los funcionarios  titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior,  que pertenezcan tanto al escalafón de profesionales  establecido en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley como aquellos que se encuentren asimilados a los grados correspondientes a los niveles de analista de sistema A o B del escalafón de Procesamiento de Datos.



c) En la planta de técnicos se encasillarán  los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan al escalafón de Contadores, establecido en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley. Asimismo, se encasillarán en esta planta los funcionarios titulares y a contrata, pertenecientes al escalafón de Oficiales Administrativos, que tengan título Técnico de Nivel Superior o equivalente otorgado por Establecimientos de Educación del Estado o reconocidos por éste y los funcionarios a contrata asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, que tengan título Técnico de Nivel Superior o Técnico de Nivel Medio de la Enseñanza Técnico Profesional, en ambos casos otorgados por Establecimientos de Educación del Estado o reconocidos por éste.



d) En la planta de administrativos se encasillarán  los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan a los escalafones de Jefaturas B; de Secretarias Ejecutivas, y de Oficiales Administrativos, establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley. Asimismo, se encasillarán en esta planta, los funcionarios a contrata asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, que no resulten encasillados en la planta de profesionales y de técnicos.



e) En la planta de auxiliares se encasillarán los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan a los escalafones de Mayordomos; de Choferes y de Auxiliares establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley.



Artículo quinto.- Los requisitos establecidos en el artículo 1°, numeral 2) de la presente ley, no serán exigibles, para efectos del encasillamiento, a los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley.



A los funcionarios a contrata en servicio a la fecha antes señalada, y que mantengan dicha calidad, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, tampoco les serán exigibles los requisitos a que se refiere el inciso anterior.



Con todo, el personal señalado en el inciso anterior, deberá asimilarse a los grados de las plantas a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley.”.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión las referidas enmiendas unánimes, concediendo el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez.



Cerrado el debate y sometidas a votación tales modificaciones, son aprobadas por 24 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Se abstiene el Honorable Senador señor Kuschel.
- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Girardi, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de dichas enmiendas.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.583, Orgánica Constitucional que fija la Planta del Servicio Electoral:



1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 1°, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Fíjase la Planta de Personal del Servicio Electoral que a continuación se indica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834:



Planta/Cargos 
            Grados       N° cargos



I. PLANTA DE DIRECTIVOS



JEFE SUPERIOR DEL SERVICIO



Director                           1C                  1



Planta/Cargos              Grados      N° cargos



DIRECTIVOS AFECTOS AL TITULO VI LEY N°19.882



Subdirector                      2°                  1



Jefes de División             3°                  3



Directores Regionales     5°                  8



Directores Regionales     6°                  7



DIRECTIVOS DE CARRERA



Jefes Sub departamento   4°                  8



Directivos                        7°                  5



Directivos                        8°                  5



Directivos                        9°                  5



Directivos                      10°                  6



Total Directivos                                  49



II. PLANTA DE PROFESIONALES



Profesionales                   4°                  2



Profesionales                   5°                  2



Profesionales                   6°                  2



Profesionales                   7°                  2



Profesionales                   8°                  2



Profesionales                   9°                  2



Profesionales                 10°                  3



Profesionales                 11°                  3



Profesionales                 12°                  4



Total Profesionales                             22



III. PLANTA DE TECNICOS



Técnicos                          9°                   3



Técnicos                        10°                   3



Técnicos                        11°                   3



Técnicos                        12°                   3



Técnicos                        13°                   3



Técnicos                        14°                   3



Técnicos                        15°                   3



Total Técnicos                                     21



IV. PLANTA DE ADMINISTRATIVOS



Administrativos             10°                   5



Administrativos             11°                   5



Administrativos             12°                   5



Administrativos             13°                   6



Administrativos             14°                 12



Administrativos             15°                 10



Administrativos             16°                 13



Administrativos             17°                 15



Administrativos             18°                  14



Total Administrativos
                           85



V. PLANTA DE AUXILIARES



Auxiliares                      19°                    5



Auxiliares                      20°                    8



Auxiliares                      21°                  12



Auxiliares                      22°                  10



Total Auxiliares                                    35



Total Planta                                         212”.



2) Agrégase el siguiente artículo 1° A, nuevo:



“Artículo 1° A.- Establécense los siguientes requisitos específicos para el ingreso y promoción en las plantas y cargos que a continuación se indican:



I.- PLANTA DE DIRECTIVOS.



Jefe Superior del Servicio:



Director, grado 1C: Abogado con más de diez años de título y no haber desempeñado cargos de representación popular o de dirigente de partido político en los cinco años anteriores a su designación.



Directivos afectos al Título VI de la ley N° 19.882:



- Subdirector, grado 2°: Abogado con más de diez años de título y no haber desempeñado cargos de representación popular o de dirigente de partido político en los cinco años anteriores a su designación.



- Jefes de División, grado 3°: 



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.



- Directores Regionales, grado 5°: 



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



- Directores Regionales, grado 6°: 



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a tres años en el sector público o privado.



Directivos de Carrera: 



- Jefes Sub departamento, grado 4°: 



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



- Directivos, grado 7°: 



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a tres años en el sector público o privado.



- Directivos, grados 8° y 9°: 



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a dos años en el sector público o privado.



- Directivos, grado 10°, alternativamente: 



i) Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente, o,



ii) Título profesional de una carrera de a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a un año en el sector público o privado.



II.- PLANTA DE PROFESIONALES.



Profesionales, grado 4°:



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Profesionales, grados 5°, 6° y 7°:



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a tres años en el sector público o privado.



Profesionales, grados 8° y 9°: 



Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a dos años en el sector público o privado.



Profesionales, grados 10° y 11°, alternativamente:



i) Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente, o,



ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a un año en el sector público o privado. 



Profesionales, grado 12°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente. 



III.- PLANTA DE TECNICOS.



Técnicos, grado 9°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de cuatro años en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación  y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a cinco años en el sector público o privado.



Técnicos, grados 10° y 11°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de tres años en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Técnicos, grados 12° y 13°, alternativamente: 



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de dos años en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a tres años en el sector público o privado.



Técnicos, grado 14°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Superior no inferior de un año en el sector público o privado, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a dos años en el sector público o privado.



Técnicos, grado 15°, alternativamente:



i) Título Técnico de Nivel Superior otorgado por un Establecimiento de Educación Superior del Estado o reconocido por éste, o,



ii) Título Técnico de Nivel Medio o equivalente otorgado por el Ministerio de Educación, y acreditar una experiencia como Técnico de Nivel Medio no inferior a un año en el sector público o privado.



IV.- PLANTA DE ADMINISTRATIVOS.



Administrativos, grados 10° y 11°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Administrativos, grados 12° y 13°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a tres años en el sector público o privado.



Administrativos, grados 14° y 15°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a dos años en el sector público o privado.



Administrativos, grados 16° y 17°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral en funciones administrativas, no inferior a un año en el sector público o privado.



Administrativos, grado 18°: Licencia de Enseñanza media o equivalente.



V.- PLANTA DE AUXILIARES.



Auxiliares, grado 19°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral no inferior a cuatro años en el sector público o privado.



Auxiliares, grado 20°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral no inferior a tres años en el sector público o privado.



Auxiliares, grado 21°: Licencia de Enseñanza media o equivalente y acreditar una experiencia laboral no inferior a dos años en el sector público o privado.



Auxiliares, grado 22°: Licencia de Enseñanza media o equivalente.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- El encasillamiento del personal se efectuará por resolución del Director del Servicio Electoral, dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley, comprenderá a los funcionarios en servicio en la fecha antes indicada, y se regulará conforme a las siguientes reglas:



a) En primer lugar, se encasillarán los titulares de cargos de la planta, de acuerdo al escalafón a que hace referencia el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, vigente a esa misma fecha.



b) Una vez practicado el mecanismo anterior, en las vacantes que queden, se encasillarán indistintamente, conforme al ordenamiento por grado resultante del proceso calificatorio vigente al momento del encasillamiento, los funcionarios a contrata asimilados a la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley y los asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, contenidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1977, del Ministerio de Hacienda; que se hayan desempeñado, en ambos casos, en dicha calidad sin solución de continuidad, a lo menos, durante los cinco años inmediatamente anteriores al encasillamiento y se encuentren calificados en lista número 1, de Distinción, o en lista número 2, Buena, en el último proceso calificatorio.



Para efectos del cómputo de los cinco años a que se refiere el párrafo anterior tratándose del personal a contrata asimilado al escalafón profesional y los asimilados a los grados correspondientes a los niveles de analista de sistema A o B del escalafón de Procesamiento de datos, también se considerará el tiempo servido por dichos funcionarios, ya sea en calidad de contrata o de titulares de cargos de planta de personal de la institución.



Artículo segundo.- El encasillamiento del personal en las plantas a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, se efectuará conforme a las siguientes reglas:



a) En la planta de directivos se encasillarán, de acuerdo al escalafón a que hace referencia el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, vigente a la fecha en que se practique dicho proceso, los funcionarios titulares pertenecientes a los escalafones de Jefe Superiores de Servicio; de Directivos Superiores; de Directivos y de Jefaturas A, establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley, según se indica:



i) Jefe Superior de Servicio, Director grado 1°C, se encasillará al actual Jefe Superior de Servicio, Director grado 1°C.



ii) Directivos afectos al Título VI de la ley N° 19.882: 



- Subdirector, grado 2°, se encasillará al actual Directivo Superior, Subdirector, grado 2°.



- Jefes de División, grado 3°, se encasillarán los actuales Directivos Superiores y los Jefes de Departamento, grado 3°.



- Directores Regionales, grado 5°, se encasillarán los actuales Directores Regionales grado 5° y un Director Regional grado 6°.



- Directores Regionales, grado 6°, se encasillarán los restantes Directores Regionales grado 6°.



iii) Directivos de Carrera:



- Jefes de Sub departamento, grado 4°, se encasillarán los actuales Directivos Superiores, Jefes de Sub departamento grado 4° y a los actuales Directivos grado 5°.



- Directivos, grado 8°, se encasillarán cinco de las actuales Jefaturas A, Jefe grado 9°.



- Directivos, grado 9°, se encasillarán las restantes actuales Jefaturas A, Jefes grado 9° y cuatro de las actuales Jefaturas A, Jefes grado 10°.



- Directivos grado 10°, se encasillarán las restantes actuales Jefaturas A, Jefes grado 10°.



b) En la planta de profesionales se encasillarán los funcionarios  titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan tanto al escalafón de profesionales establecido en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley como aquellos que se encuentren asimilados a los grados correspondientes a los niveles de analista de sistema A o B del escalafón de Procesamiento de Datos.



c) En la planta de técnicos se encasillarán  los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan al escalafón de Contadores, establecido en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley. Asimismo, se encasillarán en esta planta los funcionarios titulares y a contrata, pertenecientes al escalafón de Oficiales Administrativos, que tengan título Técnico de Nivel Superior o equivalente otorgado por Establecimientos de Educación del Estado o reconocidos por éste y los funcionarios a contrata asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, que tengan título Técnico de Nivel Superior o Técnico de Nivel Medio de la Enseñanza Técnico Profesional, en ambos casos otorgados por Establecimientos de Educación del Estado o reconocidos por éste.



d) En la planta de administrativos se encasillarán  los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan a los escalafones de Jefaturas B; de Secretarias Ejecutivas, y de Oficiales Administrativos, establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley. Asimismo, se encasillarán en esta planta, los funcionarios a contrata asimilados a grados y niveles del escalafón de Procesamiento de Datos, que no resulten encasillados en la planta de profesionales y de técnicos.



e) En la planta de auxiliares se encasillarán los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha del encasillamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, que pertenezcan a los escalafones de Mayordomos; de Choferes y de Auxiliares establecidos en la planta de personal del Servicio Electoral que regía con anterioridad a la publicación de la presente ley.



Artículo tercero.- No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, el encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:



- No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.



- No podrá significar disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.



- Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones que se produzca deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será absorbida por los futuros mejoramientos de remuneraciones, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla será imponible en los mismos términos que las remuneraciones que compensa.



- Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.



Artículo cuarto.- La planta de personal del Servicio Electoral fijada por el artículo 1°, numeral 1) de esta ley, y el encasillamiento a que se refieren las disposiciones transitorias precedentes, regirán a contar de la total tramitación de la resolución indicada en el artículo primero transitorio de la presente ley.



Artículo quinto.- Los requisitos establecidos en el artículo 1°, numeral 2) de la presente ley, no serán exigibles, para efectos del encasillamiento, a los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley.



A los funcionarios a contrata en servicio a la fecha antes señalada, y que mantengan dicha calidad, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, tampoco les serán exigibles los requisitos a que se refiere el inciso anterior.



Con todo, el personal señalado en el inciso anterior, deberá asimilarse a los grados de las plantas a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley.



Artículo sexto.- Los cargos de Jefes de Subdepartamento grado 4°, pertenecientes a la planta de Directivos, a que se refiere el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, cuyos titulares  desempeñen actualmente funciones en las áreas de Administración, de Desarrollo de Sistemas y de Sistemas y Explotación, que queden vacantes por cualquier causa después del encasillamiento, se transformarán, por el solo ministerio de la ley, en cargos de profesionales grado 4°.



Lo dispuesto en el inciso anterior, se formalizará mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.



El Director del Servicio Electoral, mediante resolución exenta, individualizará a los funcionarios titulares de los cargos señalados en el inciso anterior dentro de los 30 días siguientes de finalizado el proceso de encasillamiento.



Artículo séptimo.- Los funcionarios titulares de planta que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública, en la planta fijada en el artículo 1°, numeral 1) de la presente ley, y sean encasillados en ella, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.



Artículo octavo.- Publicada la presente ley, por medio de un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, podrá modificarse la glosa 02, letra e) del Programa 01 del presupuesto vigente del Servicio Electoral.



Artículo noveno.- Otórgase un bono especial, por una sola vez, al personal de planta y a contrata del Servicio Electoral que haya estado en servicio en el mes de noviembre de 2008 y continúe en servicio a la fecha de pago del mismo. Este bono no será imponible ni tributable y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno. Se pagará en una sola cuota, en el mes siguiente al de publicación de la presente ley.



El monto del bono será de $200.000 (doscientos mil pesos) para todos los funcionarios señalados en el inciso anterior cuyas remuneraciones líquidas en el mes de noviembre de 2008 hayan sido iguales o inferiores a $ 435.000 (cuatrocientos treinta y cinco mil pesos), y de $ 100.000 (cien mil pesos) para aquéllos cuyas remuneraciones líquidas, en dicho mes, hayan sido superiores a dicha cantidad y no hayan excedido de $2.200.000 (dos millones doscientos mil pesos).



Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de aquéllas de carácter permanente correspondientes al señalado mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



Artículo décimo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Electoral. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá incrementar dicho presupuesto en aquella parte que no se pudiere financiar con sus recursos.”.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, con el fin de establecer el derecho a un permiso para ausentarse del trabajo en caso de enfermedad o accidente grave del cónyuge del trabajador, con informe de la Comisión de Trabajo 

y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que procede continuar con la discusión del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código Laboral a fin de establecer el derecho del trabajador a un permiso para ausentarse de sus labores en caso de enfermedad o accidente grave de su cónyuge, y que tiene el Boletín N° 5.591-13.



Añade que en la sesión del día 16 del mes en curso, mientras se debatía la idea de legislar, el Comité Partido Unión Demócrata Independiente solicitó segunda discusión, terminando, en esa oportunidad, la primera.

- - -



En segunda discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señor Girardi.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 25 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Coloma y Bianchi, señora Alvear y señores Ávila, Novoa, Muñoz Aburto, Gómez, Sabag y García.



Concluida la votación, y a solicitud de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Orpis y Ruiz-Esquide, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de esta iniciativa.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del jueves 8 de octubre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 199 bis del Código del Trabajo:



“El mismo derecho concedido en los incisos anteriores se otorgará al trabajador cuyo cónyuge o conviviente requiera atención personal con motivo de un accidente grave o de una enfermedad terminal en su fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte.”.”.
______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre cambio de denominación del actual Edificio Diego Portales, ubicado en la comuna de Santiago, Región Metropolitana, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre cambio de denominación del actual Edificio Diego Portales, y que tiene el Boletín N° 4.926-24.


Añade que su propósito es denominar “Centro Cultural Gabriela Mistral” al citado inmueble.


Agrega que en la sesión del día 16 del mes en curso se efectuó la primera discusión de la iniciativa, oportunidad en la que el Comité Partido Socialista pidió segunda discusión de la misma.
- - -


En segunda discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, ofrecida la palabra por el señor Presidente ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, se produce el siguiente resultado: 11 votos a favor, 11 en contra, 4 abstenciones y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Cantero, Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Ruiz-Esquide y Sabag.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Letelier, Ávila, Cantero y Ruiz-Esquide.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar.



Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señores Prokurica, Coloma, Orpis, Zaldívar, Novoa y Pérez Varela.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores García, Larraín, Muñoz Barra y Núñez.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Núñez y Larraín.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gazmuri.


El señor Secretario General señala que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, se aprueba la iniciativa, en general y en particular a la vez, por 10 votos a favor, 7 en contra y una abstención (sumándose esta última a los votos a favor, en atención a lo estipulado en la citada norma reglamentaria).



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, García, Kuschel, Muñoz Barra, Novoa y Prokurica.



Se abstiene el Honorable Senador señor Larraín.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Denomínase “Centro Cultural Gabriela Mistral” al actual Edificio Diego Portales, ubicado en la comuna de Santiago de la Región Metropolitana, con la finalidad de perpetuar su memoria y honrar su nombre y su contribución a la conformación del patrimonio cultural de Chile y de las letras hispanoamericanas.”.

______________

Observación de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, formulada al proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo, con informe de la 

Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de la observación, en primer trámite constitucional, formulada por Su Excelencia la Presidente de la República al proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo, correspondiente al Boletín Nº 4.269-11.



Añade que el informe de la Comisión expresa que el veto tiene como objetivo fiscalizar el cumplimiento de la ley, en cuanto a permitir la utilización de instrumentos mercantiles distintos del cheque para garantizar el pago de la atención de salud, prohibiendo que dicho documento de pago sea exigido por los prestadores y que se entregue dinero en efectivo como garantía. La fiscalización se encomienda a la Superintendencia de Salud, la que ejercerá esta atribución por medio de la Intendencia de Prestadores de Salud. Además, los prestadores que infrinjan las disposiciones de la ley serán sancionados pecuniaria y administrativamente.



Resalta que la Comisión deja constancia de que la sujeción de la Superintendencia de Salud -para la aplicación de las sanciones- a los artículos 112 y 113 de la ley sobre sistemas de prestaciones de salud es solamente una remisión a normas procesales y en ningún caso a las atribuciones de la Superintendencia respecto a las Isapres.



Destaca que la observación fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, y en contra, del Honorable Senador señor Arancibia.



Finalmente, señala que, de conformidad al artículo 188 del Reglamento del Senado, la observación tendrá discusión en general y en particular a la vez, no procediendo dividir la votación.


La observación formulada por la Primera Mandataria es la siguiente:



“Incorpórase, en el artículo único, el siguiente numeral 4, nuevo:



“4.- Intercálase en el inciso primero del artículo 121, a continuación del numeral 10, el siguiente numeral 11, nuevo, pasando los actuales numerales 11 y 12 a ser 12 y 13, respectivamente:



“11.- Fiscalizar a los prestadores de salud en el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 141, artículo 141 bis, inciso séptimo del artículo 173 y artículo 173 bis, y sancionar su infracción.



La infracción de dichas normas será sancionada de acuerdo a su gravedad, con multa de diez hasta mil unidades tributarias mensuales.



Tratándose de prestadores institucionales, además de la multa, se le eliminará, si procediera, del registro a que se refiere el numeral 5 precedente, por un plazo de hasta dos años.



Tratándose de prestadores individuales, además de la multa, serán sancionados, si correspondiera, con suspensión de hasta ciento ochenta días para otorgar las Garantías Explícitas en Salud, sea a través del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional, así como para otorgar prestaciones en la Modalidad de Libre Elección del Fondo Nacional de Salud.



En caso de reincidencia dentro de un período de doce meses contado desde la comisión de la primera infracción, se aplicará una multa desde dos hasta cuatro veces el monto de la multa aplicada por dicha infracción.



Para la aplicación de estas sanciones, la Superintendencia se sujetará a lo establecido en los artículos 112 y 113 de esta ley.



Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en este numeral, la Superintendencia deberá implementar un sistema de atención continuo y expedito para recibir y resolver los reclamos que sobre esta materia se formulen.”.”.”.
- - -



En discusión la observación, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Girardi, Arancibia, García y Muñoz Barra.


En su intervención, el Honorable Senador señor García, a nombre del Comité Partido Renovación Nacional, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de este asunto.



Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta materia.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión, y que tiene el Boletín N° 6.454-07.



Añade que su principal objetivo es tipificar como delito los acuerdos celebrados entre agentes económicos para alterar el libre mercado tratándose de bienes y servicios de primera necesidad.


Asimismo, se establece que sólo la Fiscalía Nacional Económica podrá interponer la denuncia o querella correspondiente, y el Ministerio Público estará facultado para solicitar al juez de garantía que ordene la interceptación y grabación de las comunicaciones en que intervengan personas respecto de las cuales existan fundadas sospechas de haber participado o de estar participando en la ejecución del delito.


Por otro lado, se consagra la exención de la responsabilidad penal al imputado que hubiere prestado una colaboración sustancial en la investigación administrativa.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, en virtud de la autorización que le otorgó la Sala el 5 de mayo del año en curso, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.


En cuanto a la discusión en particular, el órgano técnico efectuó diversas modificaciones al texto original de la iniciativa, aprobando tres de ellas por unanimidad, y el resto, por mayoría.


En el informe se deja testimonio de la necesidad de perfeccionar el proyecto durante la discusión en particular, razón por la cual la Comisión acordó enviar su texto, una vez que la Sala lo apruebe en general, al Instituto de Jueces Hernán Correa de la Cerda, para recibir las observaciones de dicha entidad.


Debe tenerse presente que el artículo 3º ter, contenido en el número 1) del artículo 1º, y el artículo 2º del proyecto, revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación requieren del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -



Puesto en discusión en general el proyecto, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Espina.
- - -


A continuación, anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión en general de la iniciativa.

______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Horvath ha pedido que se dirijan, en su nombre, sendos oficios a los señores Contralor General de la República y Ministro de Salud, solicitando información sobre diversas materias relativas al Servicio de Salud de la XI Región.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios requeridos, en nombre del aludido Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 53ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 30 DE SEPTIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuarenta y ocho y cuarenta y nueve, ambas especiales, y cincuenta ordinaria, todas del día 15 de septiembre del año en curso, y de la sesión cincuenta y uno ordinaria, del día 16 de este mes, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha prestado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario, creada por la ley N° 20.135, y crea bonificación adicional para los funcionarios municipales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.541-05).



-- Queda para Tabla.



Con los tres siguientes, comunica que ha aprobado los proyectos de acuerdo aprobatorios de los Convenios que se indican a continuación:



1.- Entre los Gobiernos de Chile y Reino de Tailandia, para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y su protocolo (Boletín N° 6.450-10).



2.- Entre Chile y la Confederación Suiza para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y su protocolo (Boletín N° 6.452-10).



3.- Entre Chile y el Reino de Bélgica para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y su protocolo (Boletín N° 6.453-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda.



Con el quinto, informa que ha aprobado el proyecto de ley del Senado que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con las enmiendas que indica (Boletín N° 4.248-06).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de igual número de acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, Ley de Isapres, y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2005.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con los gastos originados por los viajes que algunos funcionarios públicos han realizado a las provincias de Neuquén, Chubut y Santa Cruz, República Argentina.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde dos proyectos de acuerdo adoptados por el Senado, uno a proposición de los Honorables Senadores señores Larraín, Romero, Allamand, Arancibia, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica, en cuanto al progresivo deterioro de la libertad de expresión en Venezuela, y otro, a proposición de los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, acerca del cierre de treinta y cuatro radio emisoras venezolanas.



Dos del señor Ministro de Agricultura subrogante, con los que contesta igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos a la morosidad en el pago de créditos de enlace para forestación otorgados por el BancoEstado y a la habilitación de viveros destinados a la forestación y programas de manejo de recursos forestales en la XI Región.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los servicios sanitarios rurales (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.252-09).



-- Quedan para Tabla.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Bianchi, con la cual inicia un proyecto de ley que dispone la existencia de un seguro de vida a favor de los dirigentes de las organizaciones comunitarias constituidas y establece la forma de su financiamiento.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Escalona, Frei, Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, en relación con la situación política que vive la República de Honduras (Boletín N° S 1.200-12).


-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Permiso Constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Girardi para ausentarse del territorio nacional a contar del día 30 de septiembre del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala para que el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario, creada por la ley N° 20.135, y crea bonificación adicional para los funcionarios municipales que indica (Boletín N° 6.541-05), sea discutido en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión.



Así se acuerda.

- - -



Luego, y a petición del Honorable Senador señor Girardi -quien se encuentra con permiso constitucional-, requiere igual asentimiento unánime para no tratar el primer punto de la Tabla del Orden del Día de esta sesión, esto es, la observación de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, formulada al proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo (Boletín N° 4.269-11).


Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, otorga la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien pide que se solicite el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de disponer la existencia de un seguro de vida a favor de los dirigentes de las organizaciones comunitarias constituidas y establecer la forma de su financiamiento, que fue declarada inadmisible por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor García, quien solicita que se disponga un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26), hasta las 12 horas del viernes 2 de octubre del año en curso, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

Así se acuerda.

- - -



Finalmente, recaba el asentimiento unánime de la Sala para dirigir oficio a S.E. la Presidente de la República -requerido por el Honorable Senador señor Cantero en la sesión ordinaria del día 29 de septiembre de este año-, pidiendo considerar el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que regule los honores públicos a los grandes servidores.


Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario, creada por la ley N° 20.135, y crea bonificación adicional para los funcionarios 

municipales que indica


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario dispuesta por la ley N° 20.135, y otorga una bonificación adicional a determinados funcionarios municipales, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.541-05.


Añade que la controversia entre ambas ramas del Congreso se suscitó por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados a las enmiendas que introdujo el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto despachado por aquélla.


La Comisión Mixta propone, en su informe, la manera de resolver las discrepancias, que, en síntesis, consiste en aprobar el inciso primero del artículo 1º tal como lo consideró la Honorable Cámara de Diputados, esto es, que la bonificación por retiro voluntario se otorgará a los funcionarios que entre el 1º de enero de este año y el 31 de diciembre del próximo tengan o cumplan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años, tratándose de mujeres.


Asimismo, dicho órgano técnico acordó sustituir el artículo 3º, ajustando su redacción, de suerte que se establece que las mujeres podrán impetrar el beneficio de la bonificación desde que cumplan 60 años y hasta los 120 días siguientes a que cumplan 65.



Destaca que la proposición de la Comisión Mixta fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes y ya fue aprobada por la Honorable Cámara de Diputados en sesión del día de hoy.



Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

Artículo 1º

Inciso primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 1º.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley Nº 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y por la ley Nº 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, que entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años de edad si son mujeres, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3º de la presente ley.”.
Artículo 3º



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 3°.- La bonificación a que se refiere el artículo 1º se concederá sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ella haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve, dentro de los 120 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del referido artículo. Con todo, tratándose de las mujeres podrán impetrar el beneficio desde que cumplan 60 años y hasta los 120 días siguientes a que cumplan 65 años de edad, siempre que dichas edades se cumplan a más tardar el 31 de diciembre de 2010.


Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.



El funcionario que  no cese en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señor Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 24 votos a favor y un pareo.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley Nº 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y por la ley Nº 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, que entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años de edad si son mujeres, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3º de la presente ley.


Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso anterior podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.


Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio de este mismo decreto ley, según corresponda.


Igualmente, podrán acceder a la bonificación a que se refiere el inciso primero de este artículo, los funcionarios municipales que obtengan o hayan obtenido, entre el 1 de enero de 2009 y 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, o que hayan cesado o cesen en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas por el inciso primero de este artículo para impetrar el beneficio.

Artículo 2°.- El departamento de personal o la unidad que desempeñe dichas tareas en el municipio respectivo, efectuará la verificación de los requisitos para acceder a la bonificación de retiro dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de presentación de la solicitud al beneficio.


Tratándose de los funcionarios a que se refiere el inciso cuarto del artículo anterior, la solicitud para impetrar el beneficio se deberá presentar al alcalde del municipio en el que hubieren cesado en funciones, en los plazos y condiciones que se señalan en el artículo siguiente.


En el curso del primer año de vigencia de la presente ley sólo se podrá conceder la bonificación hasta en un máximo de 1.600 cupos. Los restantes cupos así como los que no hubieren sido utilizados durante dicho período se podrán conceder el segundo año de vigencia de la presente ley.

El monto, base de cálculo, complemento, características, exigencias, restricciones, modalidades y procedimiento previstos en la ley N° 20.135, se aplicarán, en cuanto fueren procedentes, para el otorgamiento de la  bonificación a que se refiere este artículo.


Artículo 3°.- La bonificación a que se refiere el artículo 1º se concederá sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ella haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve, dentro de los 120 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del referido artículo. Con todo, tratándose de las mujeres podrán impetrar el beneficio desde que cumplan 60 años y hasta los 120 días siguientes a que cumplan 65 años de edad, siempre que dichas edades se cumplan a más tardar el 31 de diciembre de 2010.

Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.


El funcionario que no cese en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.


Artículo 4°.- Un reglamento expedido a través del Ministerio del Interior, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá el procedimiento y modalidades para la concesión de la bonificación, así como las normas de precedencia de las municipalidades para acceder a los anticipos a que se refiere el artículo tercero transitorio de esta ley y, en general, toda otra norma necesaria para la correcta aplicación del otorgamiento de la bonificación a que se refieren los artículos anteriores.


Artículo 5º.- Los funcionarios municipales a quienes se conceda la bonificación a que se refieren los artículos anteriores tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 527 Unidades de Fomento en el caso de los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de profesionales, directivos y jefaturas y de 395 Unidades de Fomento, para los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. Para estos efectos se tomará la unidad de fomento vigente a la fecha del pago del beneficio.


Los montos a que se refiere el inciso anterior son para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada trabajador si esta última fuere inferior.


Con todo, el máximo de horas semanales para calcular el valor de la bonificación adicional será de cuarenta y cuatro, y el personal que esté contratado por una jornada mayor o desempeñe funciones en más de un municipio con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas cuarenta y cuatro horas semanales.


Esta bonificación adicional, será de cargo fiscal y se pagará conjuntamente con la bonificación a que se refieren los artículos anteriores, cuando corresponda. No será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Igualmente, tendrán derecho a esta bonificación adicional los funcionarios municipales que se hayan acogido a la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.135.

Los funcionarios a que se refiere el inciso anterior, para acceder a la bonificación adicional de este artículo, presentarán sus solicitudes ante el alcalde de la municipalidad en la cual hubieren cesado en funciones, a partir del día 1 del mes siguiente a la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2010. Con todo, si dichos funcionarios no presentan las solicitudes para acceder a la bonificación dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian irrevocablemente a dicho beneficio. Respecto de estos funcionarios, la bonificación se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede.


Asimismo, podrán acceder a la bonificación a que se refiere este artículo, hasta por un total de 150 cupos, los funcionarios que, postulando al beneficio a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, no accedan a él por falta de cupos, habiendo igualmente cesado en funciones.

Para acceder a la bonificación los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán presentar su solicitud ante el alcalde de la municipalidad en la que hayan cesado en funciones, entre el 2 y el 31 de enero del año 2011, acreditando haber postulado en tiempo y forma al beneficio a que se refiere el artículo 1º de esta ley sin poder acceder a él por falta de cupos. Respecto de estos funcionarios, la bonificación se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede.


Efectuada la verificación de requisitos a que se refiere el inciso anterior, el municipio respectivo deberá, en un plazo no superior a cinco días hábiles, remitir la nómina a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, quien deberá determinar la disponibilidad de cupos en función del monto máximo consignado en el inciso séptimo del presente artículo.


Artículo 6°.- Tanto la bonificación a que se refiere el artículo 1° de la presente ley como la adicional contemplada en el artículo anterior serán incompatibles con toda indemnización que por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones pudiere corresponderle al funcionario, con la sola excepción del beneficio contemplado en la ley N° 20.305 y del desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio de la ley N° 18.883, respecto a quienes resulte actualmente aplicable.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El mayor gasto que represente la aplicación del artículo 1° de esta ley será de cargo municipal. En tanto la bonificación adicional contemplada en el artículo 5° de la presente ley será de cargo fiscal. Para efectos de concurrir a dicho financiamiento, el Fisco aportará a las municipalidades, durante el primer año de vigencia de esta ley, la suma de 17 mil millones de pesos. En el segundo año de vigencia dicho aporte ascenderá a la suma de 17 mil quinientos millones de pesos.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, mediante resolución, que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipio le corresponda en dicha distribución, considerando el costo real de las personas que se acojan a la bonificación adicional que establece el artículo 5° de la presente ley. Para estos efectos, los municipios deberán acreditar, mediante certificación de los respectivos secretarios municipales, el número total de funcionarios que se acojan a dicha bonificación y el costo del referido beneficio.

Las municipalidades sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud de este artículo al pago de la bonificación adicional a que se refiere el artículo 5° de la presente ley.


La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal.


Artículo segundo.- El plazo establecido en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.305 para impetrar el beneficio contemplado en dicha norma, excepcionalmente, para el personal que tenga derecho a acceder a las bonificaciones a que se refieren los artículos 1° y 5° de la presente ley, se computará desde la entrada en vigencia de esta última.


Artículo tercero.- Extiéndese, durante la vigencia del artículo 1° de esta ley y con el fin de pagar la bonificación que en él se establece, la facultad concedida por el artículo 8° de la ley N° 20.198 a los municipios para solicitar anticipos de la participación que corresponda a las municipalidades en el Fondo Común Municipal.

Sin perjuicio de lo que establezcan los convenios que se celebren en virtud de la facultad a que se refiere el inciso anterior, el número de cuotas mensuales en las que deberá ser devuelto el anticipo otorgado no podrá ser inferior a cuarenta y ocho. Con todo, las municipalidades podrán solicitar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo  que la devolución de tal anticipo, pueda efectuarse en un plazo menor al señalado.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que procede continuar con la discusión en general del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión, y que tiene el Boletín N° 6.454-07.



Resalta que, en la sesión del día de ayer, empezó la discusión de la idea de legislar, quedando inscritos para intervenir los Honorables Senadores señores Vásquez, Gazmuri y Ruiz-Esquide.



Debe tenerse presente que el artículo 3º ter, contenido en el número 1) del artículo 1º, y el artículo 2º del proyecto, revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación requieren del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.
- - -


Continuando con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Vásquez y Gazmuri.


En su intervención, el Honorable Senador señor Gazmuri, a nombre del Comité Partido Socialista, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta iniciativa.


Ofrecida la palabra en primera discusión, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Prokurica, Zaldívar y Chadwick.



Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de la iniciativa.

_______________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Tratado de Asistencia Judicial en materia penal entre la República de Chile y la Confederación Suiza, suscrito en Santiago, el 24 de noviembre de 2006, con 

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Asistencia Judicial en Materia Penal, entre la República de Chile y la Confederación Suiza, suscrito en Santiago, el 24 de noviembre de 2006, y que tiene el Boletín N° 5.796-10.



Añade que su objetivo principal es disponer la asistencia mutua, en materia penal, entre los órganos judiciales y las autoridades encargadas de la persecución en ese ámbito en Chile y Suiza.



Destaca que la Corte Suprema opinó favorablemente respecto del Tratado, en atención a que hace claridad en ciertos conceptos que deben manejar la autoridad encargada de la persecución penal pública y los tribunales competentes al cursar las solicitudes conforme a las disposiciones de los Códigos de Procedimiento Penal y Procesal Penal.


La Comisión aprobó la iniciativa, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Resalta que el proyecto de acuerdo requiere, para ser aprobado, del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -


Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gazmuri y Prokurica.



En su intervención, el Honorable Senador señor Prokurica, a nombre del Comité Partido Renovación Nacional, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de este proyecto de acuerdo.



Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de la iniciativa.

- - -



Posteriormente, anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear a la señora Subsecretaria de Marina, para pedir resolución acerca de solicitud que indica del Sindicato de trabajadores independientes, pescadores artesanales y fileteadores de Maitencillo.



Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A la señora Ministra de Agricultura, con el objeto de plantear la mantención de consultores y equipos en labores agropecuarias de Aysén, y para que se tenga en consideración el alto rechazo de proyectos productivos que señala.


2) Al señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile y, por su intermedio, a la Jefatura de la Región Policial de Aysén, a fin de pedir el refuerzo de las Direcciones de esa institución en la XI Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien requiere dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que informe acerca de la interpretación que cabe dar a la expresión “velocidad sugerida”, consignada en señalética de tránsito.



Luego, pide dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, a fin de que se determinen eventuales irregularidades en programas de capacitación en la III Región, aplicando las sanciones que procedan.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Núñez, quien pide oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Minería, con el objeto de que informe sobre las autorizaciones, concesiones administrativas o contratos especiales de operación que haya otorgado dicha Secretaría de Estado -o la Comisión Chilena de Energía Nuclear- para la exploración, explotación y beneficio del litio; las condiciones, características y vigencia de esos actos, y las solicitudes que existan para tales efectos.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio requerido por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -


A continuación, el señor Presidente saluda a un grupo de alumnas y alumnos del Colegio Alborada de Linares, que se encuentran en las tribunas.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, en primer término, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien aborda la compleja situación que afecta a numerosas familias radicadas en zonas de las comunas de Arica y Putre, en las que se ha detectado la presencia de elementos químicos contaminantes. Al efecto, requiere dirigir oficio, en su nombre, a los Ministros de Salud, de Vivienda y Urbanismo, y Presidenta de la CONAMA, a fin de que adopten diversas medidas para enfrentar el problema descrito.


Adhiere a los requerimientos, el Honorable Senador señor Orpis.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por la señora Senadora, con la adhesión señalada, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere al mismo tema tratado precedentemente, y pide oficiar, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, a fin de remitirle un proyecto que ha elaborado para establecer un plan maestro de intervención de las áreas afectadas.



Lo anterior, de manera de que la señora Jefa de Estado estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en dicho plan, atendido que comprende materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


Adhieren a este planteamiento, los Honorables Senadores señores Bianchi y Zaldívar.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, con las adhesiones consignadas, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido por la Democracia e Independientes y Partido Radical Social Demócrata.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY Nº 20.175, EN MATERIA DE REEMPLAZOS Y TRANSMISIÓN DE DERECHOS DE PESCADORES ARTESANALES QUE INDICA

(5699-03)

Honorable Senado:

En uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular observaciones al proyecto de ley que modifica las leyes Nº 20.174 y 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica.
ANTECEDENTES

El proyecto de ley que modifica las leyes Nº 20.174 y 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica, se inició por moción del h. Senador señor Jaime Orpis Bouchon. Fue ingresado al Honorable Senado el día 23 de enero de 2008.

Mediante Oficio Nº 825, de 8 de septiembre del año en curso, V.E comunicó a la Presidenta de la República, la aprobación del Congreso Nacional, al citado proyecto de ley.

El presente proyecto de ley tiene por objeto solucionar un problema que se suscitó con la creación de las nuevas regiones XIV de Los Ríos y XV de Arica y Parinacota, que tuvo lugar mediante la dictación de las leyes N° 20.174 y 20.175, respectivamente. Ambas leyes, en sus respectivos artículos 14, establecieron que respecto de las inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal correspondientes a las Regiones X de Los Lagos y I de Tarapacá que se encontraran vigentes a la fecha de publicación de esos cuerpos legales, se entendería que existía un área contigua respecto de la XIV Región de los Ríos y de la XV Región de Arica y Parinacota. De esta forma los pescadores artesanales con inscripciones vigentes en el Registro Pesquero Artesanal de la X Región de Los Lagos y en la I Región de Tarapacá, a la fecha de publicación de las Leyes N° 20.174 y 20.175, podrían realizar sus actividades extractivas también en la nueva región contigua que creaban dichas leyes, esto es, en la XIV Región de Los Ríos y en la XV Región de Arica y Parinacota, respectivamente.  

Por otra parte, las leyes N° 20.174 y N° 20.175, en sus respectivos artículos 14 inciso tercero, establecen que los reemplazos y transmisiones de los derechos por sucesión por causa de muerte de las inscripciones vigentes en las regiones de Los Lagos y de Tarapacá, habilitan a los nuevos titulares de las inscripciones para desarrollar la actividad pesquera en la Región en que hubiera sido requerido el reemplazo o la transmisión de derechos, de conformidad con los límites administrativos fijados en esta ley. Por tanto, en el evento que opere reemplazo o transmisión de derechos por sucesión por causa de muerte, no operará la zona contigua que establecen ambas leyes en sus respectivos artículos 14 inciso primero, limitándose únicamente a aquella región donde hubiere sido requerida la nueva inscripción.

El presente proyecto tiene por finalidad que aquellas inscripciones en el registro pesquero artesanal que la propia ley establece el efecto de la zona contigua respecto de las regiones XIV de Los Ríos y XV de Arica y Parinacota, mantengan dicha zona contigua en el evento que respecto de ellas opere la institución del reemplazo o la transmisión de derechos por causa de muerte.
Objetivo y contenido de las observaciones.

De conformidad con el artículo 9° inciso primero del Código Civil, la ley sólo puede disponer para el futuro, y no tendrá jamás efecto retroactivo. En consecuencia, en caso de promulgarse el proyecto tal como fue aprobado, se presentaría una asimetría entre la regulación de aquellos reemplazos y transmisiones que hubieren tenido lugar entre la publicación de las leyes N° 20.174 y 20.175 y la publicación del presente proyecto de ley, por una parte, y aquellos reemplazos y transmisiones que tengan lugar con posterioridad a la publicación del presente proyecto de ley, por otra. Dicha asimetría consistiría en que respecto del primer grupo de reemplazos y transmisiones no existiría la zona contigua, por no operar la ley con efecto retroactivo. Las presentes observaciones tienen por objeto que dichos reemplazos y transmisiones queden en la misma situación jurídica que el segundo grupo de reemplazos y transmisiones, evitando que éstos se reduzcan a los límites administrativos de la región en la cual se efectúa el requerimiento. De esta forma, se evita que coexistan dos regímenes distintos para reemplazos y transmisiones de derechos por causa de muerte de inscripciones del Registro Pesquero Artesanal de las Regiones X de Los Lagos y I de Tarapacá.

Con este objeto, las presentes observaciones proponen introducir dos artículos transitorios al proyecto de ley.
En consecuencia, vengo en formular las siguientes observaciones al proyecto de ley que modifica las leyes Nº 20.174 y 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica.

-
Para incorporar los dos siguientes artículos transitorios, nuevos:

“Artículo 1° Transitorio.- En el caso de los reemplazos y transmisiones por causa de muerte de inscripciones correspondientes al registro pesquero artesanal de la X Región de Los Lagos vigentes a la fecha de publicación de la ley N° 20.174, que se hubieren efectuado entre la fecha de entrada en vigencia de dicha ley y la fecha de publicación de la presente ley, se entenderá que existe área contigua respecto de la XIV Región de Los Ríos en los mismos términos establecidos en artículo 14 inciso primero de la ley N° 20.174.

Artículo 2° Transitorio.- En el caso de los reemplazos y transmisiones por causa de muerte de inscripciones correspondientes al registro pesquero artesanal de la I Región de Tarapacá vigentes a la fecha de publicación de la ley N° 20.175, que se hubieren efectuado entre la fecha de entrada en vigencia de dicha ley y la fecha de publicación de la presente ley, se entenderá que existe área contigua respecto de la XV Región de Arica y Parinacota en los mismos términos establecidos en el artículo 14 inciso primero de la ley N° 20.175.”
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- 
Hugo Lavados Montes, Ministro de Economía,Fomento y Reconstrucción.- Edmundo Pérez Yoma, Ministro del Interior Ministro de Economía,Fomento y Reconstrucción

2

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES GAZMURI Y NARANJO, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA DEROGAR EL 12 DE OCTUBRE, “DÍA DE LA RAZA”, COMO FERIADO NACIONAL, Y OTORGAR AL 24 DE JUNIO DICHA CALIDAD, COMO “DÍA DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS”

(S 1203-12)

Honorable Senado:

Considerando:
1.- Que el 12 de octubre se conmemora en todo el mundo hispano el "Día de la Raza", con el fin de celebrar el descubrimiento de América ocurrido en el año 1492.
2.- Que en Chile el día 12 de octubre tiene carácter de feriado nacional.
3.- Que si bien es cierto este descubrimiento implicó un hito fundamental en la historia de la humanidad, también tuvo graves consecuencias para las poblaciones autóctonas, ya que la colonización de América se hizo a sangre y fuego.
4.- Que en las últimas décadas, se ha avanzado progresivamente en el reconocimiento de los Derechos Humanos Específicos de los pueblos indígenas, como asimismo en el caso de nuestro continente, en la reconstrucción de la memoria histórica de lo que implicó realmente el descubrimiento de América para los pueblos autóctonos.
5.- Que los chilenos tenemos la obligación moral de realizar acciones concretas que reivindiquen el legado y la memoria histórica de nuestros pueblos originarios. Es a ellos a quienes debemos honrar, ya que fueron los que sufrieron directamente los efectos negativos del descubrimiento y de la posterior colonización de nuestro continente.
6.- Que si bien es cierto que el 24 de junio los pueblos indígenas celebran el Día de los Pueblos Originarios, éste pasa desapercibido para la inmensa mayoría de los chilenos.
7.- Que por tanto, más allá que el 12 de octubre continúe celebrándose el Día de la Raza, lo que se debe establecer es el Día Nacional de los Pueblos Originarios como feriado nacional, de tal forma que la sociedad chilena en su conjunto pueda recordar y reconocer el enorme legado de estos pueblos a la cultura y a la historia de nuestro país.
No se trata de que los chilenos dejemos de conmemorar el Día de la Raza, sino que éste deje de ser feriado nacional.
8.- Que teniendo en consideración que los chilenos actualmente nos preparamos para celebrar el Bicentenario de nuestra independencia, este es el mejor momento para realizar un gesto de reconocimiento y reparación hacia nuestros pueblos originarios.
9.- Por los motivos anteriormente expuestos, venimos en proponer a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de acuerdo:
"Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, que como parte de los actos de conmemoración del Bicentenario de nuestra independencia nacional, proceda a derogar el 12 de octubre, "Día de la Raza", como feriado nacional, y a establecer, el 24 de junio, "Día de los Pueblos Originarios" como feriado nacional"
(Fdo.): Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- 

3

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES GÓMEZ, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES BIANCHI, ESCALONA Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE LIMITA LA REELECCIÓN DE PARLAMENTARIOS

(6732-07)

Honorable Senado:

Articulo 1° Modificase el inciso segundo del artículo 51 de la Constitución Política de la República, que se reemplaza por el siguiente: "Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los senadores podrán ser reelegidos por una vez para el período siguiente. Los Diputados podrán ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. Para efectos de la reelección será indiferente si el Senador o Diputado se presenta como candidato por la misma o una distinta circunscripción o distrito, respectivamente, por la cual fue elegido originalmente.".
Artículo 2° Incorporase la siguiente disposición transitoria:
"Vigesimotercera.- Para los efectos de la aplicación de lo establecido en el inciso segundo del artículo 51, en la siguiente elección de diputados y senadores se aplicarán las siguientes reglas:
1° Aquellos Diputados que hayan sido reelegidos por más de dos períodos y los Senadores que hayan sido reelegidos más de una vez podrán presentarse como candidatos para ser reelegidos por una vez más.
2° Aquellos Diputados que han sido reelegidos por una vez, podrán ser reelegidos por una vez más.
3° Los Senadores que completen su primer período podrán ser reelegidos por una vez más.
(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senado.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.- 

4

INFORME DE COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL (3436-07)
I
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:

Mediante oficio Nº 8317, de 10 de septiembre en curso, la Honorable Cámara de Diputados comunicó al Senado que había prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por éste al proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional, con excepción de la incluida en el Nº 9, que se incorporaba al artículo único del proyecto, que había desechado, por lo que de conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política hubo de formarse una Comisión Mixta encargada de dirimir la divergencia surgida con ocasión de ese rechazo.

La Comisión Mixta quedó conformada, por el Senado, con los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag; y en representación de la Cámara de Diputados, por los Honorables Diputados señores Becker, Harboe, Ojeda, Schilling y Ward.

Integrada por los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Sabag, y los Honorables Diputados señores Becker, Duarte (en reemplazo del Honorable Diputado señor Ojeda) y Harboe, y citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 28 de septiembre de 2009 para elegir presidente, cargo que recayó en el Honorable Senador señor Ricardo Núñez, fijar el procedimiento y debatir el asunto en controversia.

A la sesión en que la Comisión Mixta se ocupó de este proyecto asistieron, además de sus integrantes, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Rodrigo Cabello y su asesor, señor Alvaro Villanueva; el Jefe de Estudios de dicha institución, señor Osvaldo Henríquez, y el Jefe de Gabinete de la Subsecretaría de esa repartición, señor Axel Callis

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Prevenimos que el Nº 9) del texto aprobado por el Senado, que introduce un inciso segundo nuevo al artículo 123 de la Constitución Política, de aprobarse, debe serlo con el voto favorable de las tres quintas partes de los senadores en ejercicio, pues se refiere a normas del Capítulo XIV de la Constitución Política, Gobierno y Administración Interior del Estado, que requieren de ese quórum para su aprobación o modificación.

 - - -

DESCRIPCIÓN Y DEBATE DE LA NORMA EN CONTROVERSIA
La norma en controversia, esto es, el numeral 9 del artículo único del proyecto de reforma, agrega un inciso segundo al artículo 123 de la Constitución Política, precepto que en su actual texto remite a la ley la fijación de las fórmulas para coordinar la administración de todos o algunos de los municipios con respecto a los problemas que les sean comunes.  

El numeral 9 propuesto por el Senado, cual se ha dicho, incorporó a este texto un nuevo inciso que encarga a la ley orgánica constitucional regular la administración de las áreas metropolitanas, que será ejercida por los gobiernos regionales. Agrega esta disposición que las atribuciones que a este efecto se otorguen a los gobiernos regionales prevalecerán respecto de las que se asignen a las municipalidades con competencia en el mismo territorio. 

Durante el debate que la divergencia generó en la Comisión Mixta, el Honorable Diputado señor Duarte señaló que la redacción de la norma aprobada por el Senado impone la obligación de introducir diversas modificaciones sobre textos normativos relativos a la administración de macro zonas; y que el texto despachado por el Senado contiene una propuesta que, a su juicio, atenta en contra de la autonomía municipal, principio reconocido por la Constitución, pues reconoce la preminencia de las atribuciones de los gobiernos regionales por sobre las de las municipalidades.

El Honorable Diputado señor Becker manifestó que la regulación de las áreas metropolitanas es una materia pendiente dentro de la organización político administrativa del país, pues diversos problemas de índole cotidiano requieren de soluciones comunes para todo un territorio. En seguida, coincidió con el Honorable Diputado señor Duarte, pues la autonomía municipal no debe ser superada por el gobierno regional, materia que debe quedar regulada en la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

El Honorable Diputado señor Harboe planteó que el debate acerca de la organización administrativa del país debe hacerse cargo no sólo de los problemas que hoy aquejan a la ciudadanía, sino, además, recoger las observaciones que surgen del crecimiento urbano y demográfico que ha experimentado el país durante los últimos años.

A su turno, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que el debate sobre las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, debe ser el escenario en el cual se genere un concepto de área metropolitana con las correspondientes competencias para su adecuada administración.

Finalmente, el Honorable Senador señor Núñez recordó que las áreas metropolitanas constituyen un asunto de la máxima importancia en materia de administración, ya que si bien están incorporadas en la Ley Orgánica sobre Gobierno y Administración Regional, sólo han sido consideradas para la elaboración de los Planes de Desarrollo Comunal. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que asuntos tales como el manejo de residuos domiciliarios, transporte y otras de carácter de común ocurrencia requieren de una regulación especial que reconozca una administración también especial.





En relación con el debate trascrito, el Ejecutivo propuso como forma y modo de dirimir la divergencia producida un nuevo texto para el inciso segundo del artículo 123 de la Constitución (en reemplazo del que había aprobado el Senado), que remite a la Ley Orgánica Constitucional la regulación de las áreas metropolitanas y el establecimiento de las condiciones y formalidades que permitan conferir dicha calidad a determinados territorios. 





De este modo, según se advirtió, la nueva proposición de reemplazo se hace cargo de la objeción formulada, pues en lugar de declarar la prevalencia de las atribuciones del gobierno regional sobre las de los municipios, el nuevo texto encarga a la ley fijar las condiciones y reglas para la administración de las áreas metropolitanas, entre las cuales habrán de incluirse cautelas para delimitar las competencias de estos gobiernos y las de las municipalidades.

- - -

La proposición transcrita contó con el asentimiento unánime de los miembros de la Comisión Mixta, la que se la prestó con dos enmiendas formales de redacción. Finalmente, y aunque no fue materia de controversia, esta misma unanimidad acordó dejar constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de esta reforma, que las expresiones “por sufragio universal en votación directa” que emplea el nuevo inciso segundo del artículo 113 de la Constitución para referirse a la elección de los consejeros regionales, deben ser entendidas en el sentido de que la elegibilidad de estos consejeros no se hará por delegación como ocurre actualmente, sino por sufragio directo, independientemente del sistema electoral que se adopte.

- - -

En consecuencia, como forma y modo de resolver la divergencia producida entre ambas Corporaciones esta Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Sabag y Honorables Diputados señores Becker, Duarte y Harboe, tiene a honra someter a la Honorable Cámara de Diputados y al Honorable Senado la siguiente proposición para el Nº 9 del artículo único de este proyecto de reforma constitucional:

Nº 9

Consignarlo como sigue:

“9. Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 123:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas y establecerá las condiciones y formalidades que permitan conferir dicha calidad a determinados territorios.”.”.

- - -

Con el mérito de la relación precedente, el texto del proyecto de reforma constitucional queda como sigue:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política:


1. Modifícase el artículo 49 en los siguientes términos:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la palabra “país”, sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,), lo siguiente: “cada una de las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción.”.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.”.




2. Reemplázase la letra e) del numeral 2) del artículo 52 por la siguiente:





“e) De los intendentes, gobernadores y de la autoridad que ejerza el Gobierno en los territorios especiales a que se refiere el artículo 126 bis, por infracción de la Constitución y por los delitos de traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión.”.





3. Sustitúyese, en el número 2) del artículo 57, la frase “los miembros de los consejos regionales” por “los consejeros regionales”.





4. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 112, la frase “El intendente presidirá el consejo regional y” por “Al intendente”.”


5. Reemplázase el artículo 113 por el siguiente:


“Artículo 113. El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.

El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.


Cesará en su cargo el consejero regional que durante su ejercicio perdiere alguno de los requisitos de elegibilidad o incurriere en alguna de las inhabilidades, incompatibilidades, incapacidades u otras causales de cesación que la ley orgánica constitucional establezca.


Lo señalado en los incisos precedentes respecto del consejo regional y de los consejeros regionales será aplicable, en lo que corresponda, a los territorios especiales a que se refiere el artículo 126 bis.


El consejo regional, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, elegirá un presidente de entre sus miembros. El presidente del consejo durará cuatro años en su cargo y cesará en él en caso de incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero, por remoción acordada por los dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio o por renuncia aprobada por la mayoría de éstos.


La ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones del presidente del consejo regional.


Corresponderá al consejo regional aprobar el proyecto de presupuestos de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos de la Nación, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación.


Los Senadores y Diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimen conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional y tomar parte en sus debates, sin derecho a voto.”.

6.- Reemplázase el artículo 114, por el siguiente:


"Artículo 114.- La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultura.”.

7. Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 115, por el siguiente: 


“A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios o entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio. La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios.”.


8. Derógase el inciso tercero del artículo 116.


9. Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 123:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas, y establecerá las condiciones y formalidades que permitan conferir dicha calidad a determinados territorios.”.




10. Reemplázase el artículo 124 por el siguiente:





“Artículo 124. Para ser designado intendente o gobernador y para ser elegido consejero regional, alcalde o concejal, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección.





Los cargos de intendente, gobernador, consejero regional, alcalde y concejal serán incompatibles entre sí.





Ningún intendente, gobernador o presidente del consejo regional, desde el día de su designación o elección, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a la formación de causa. De esta resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.





En caso de ser arrestado algún intendente, gobernador o presidente de consejo regional por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.



Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el intendente, gobernador o presidente del consejo regional imputado suspendido de su cargo y sujeto al juez competente.”.

11. Sustitúyense en el artículo 125 las expresiones: “alcaldes, de miembro del consejo regional y de concejal”, por las siguientes: “alcalde, consejero regional y concejal”.
- - -

Acordado en sesión de día 28 de septiembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez (Presidente), Orpis y Sabag, y Honorables Diputados señores Becker, Duarte y Harboe.


Sala de la Comisión, a 29 de septiembre de 2009.




(FDO.)             Mario Tapia Guerrero




Secretario de la Comisión Mixta
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NFORME DE COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONALE EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA 

(4716-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “suma”.


La Honorable Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 1 de julio del año en curso, designó como integrantes de esta Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora Laura Soto González y señores Jorge Burgos Varela, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda y Cristián Monckeberg Bruner.

El Senado, por su parte, en sesión de fecha 7 de julio recién pasado, nombró para este efecto a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 29 de julio de 2009, eligiendo por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Alberto Espina Otero. Hecho lo anterior, se abocó al cumplimiento de su cometido.


En algunas de las sesiones celebradas por la Comisión Mixta el Honorable Diputado señor Monckeberg fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Cardemil.


Concurrieron, especialmente invitados, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, el Subsecretario de esa Cartera de Estado, señor Edgardo Riveros, y los abogados de la misma, señora Verónica García de Cortázar y Marco Opazo.


Participaron, también, el Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza y la Controlara Regional de Valparaíso, señora Dorothy Pérez.


A una de las sesiones, asistieron el ex Senador y ex Vice-Presidente de Chile Transparente, señor Edgardo Böeninger y el Director Ejecutivo y el abogado de esa entidad, señores Cristóbal Tello y Marcelo Cerna, respectivamente.


Además, se escuchó la opinión del profesor de Derecho Constitucional, señor Patricio Zapata acerca de los alcances de algunas proposiciones planteadas durante el debate habido en la Comisión Mixta.


Concurrieron, asimismo, los asesores de la Fundación Jaime Guzmán, señora Carolina Infante; del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sebastián Soto, y del Honorable Diputado señor Edmundo Eluchans, la abogada señora Carolina Steidle.


Cabe hacer presente que los números 1 y 2 del artículo único del proyecto en estudio deben ser aprobados por las dos terceras partes de los señores Senadores y Diputados en ejercicio, y los números 3, 4 y 5 deben serlo por las tres quintas partes de los referidos señores Parlamentarios, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.
- - - -

Consideraciones preliminares

Antes de abordar las discrepancias sometidas a su consideración, la Comisión Mixta acordó escuchar al señor Edgardo Böeninger, quien expuso en representación del Capítulo Chileno de la organización Transparencia Internacional, formulando diversas observaciones y propuestas sobre las materias a que se refieren dichas divergencias.


El señor Böeninger recordó que, con fecha 16 de junio de 2009, el Senado, actuando como Cámara Revisora, aprobó esta iniciativa con modificaciones, las que, en su mayoría, fueron rechazadas por la Cámara de Diputados con fecha 1 de julio recién pasado, dándose lugar a la formación de esta Comisión Mixta.

Manifestó que las normas ya aprobadas por el Congreso sin duda favorecerán la probidad y contribuirán a incrementar los niveles de transparencia del Estado en su conjunto. Resaltó como un especial aporte el hacer extensivo a todas las autoridades y funcionarios públicos la obligación de presentar declaración de intereses y patrimonio en forma pública y permitir al legislador regular la delegación en terceros de la administración de aquellos bienes y obligaciones de la autoridad que suponen un conflicto de interés con su función, así como obligar a su enajenación en casos calificados.

Señaló que existen materias contenidas en el proyecto aprobado por el Senado que, en opinión de Chile Transparente y sin perjuicio de su posible perfeccionamiento, deberían ser consideradas para su aprobación por la Comisión Mixta, particularmente aquellas que se refieren a la prohibición de los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los funcionarios municipales, de participar en actividades de proselitismo político partidista y promocionar  candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, así como utilizar su autoridad y recursos públicos para fines de carácter político, y el perfeccionamiento del régimen de incompatibilidades de los Ministros de Estado, contenido en el nuevo artículo 37 bis.

Aseveró que, si bien estas reformas apuntan en la dirección correcta, existen disposiciones que, habiendo sido discutidas durante el primer trámite constitucional, no fueron recogidas en el texto aprobado por el Senado y que, a su juicio, requieren ser tratadas en la discusión de la Comisión Mixta para su posterior incorporación en la Constitución. Estas materias están principalmente asociadas al régimen de prevención de los conflictos de intereses en el ejercicio de la función parlamentaria.

En cuanto al grado de dedicación que exigiría la función parlamentaria, indicó que la consagración o no de su carácter exclusivo ha sido constantemente abordada durante la discusión de esta reforma constitucional. Durante el primer trámite en la Cámara de Diputados, recordó, esta materia fue incorporada por una indicación sustitutiva del Ejecutivo y abordada su discusión en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, siendo rechazada por votación dividida; posteriormente, durante su discusión en particular, mediante indicación parlamentaria, se repuso la cuestión, rechazándose como consecuencia de no haberse quebrado el empate registrado en la Comisión tras votaciones sucesivas (5 votos a favor y 5 en contra); por último, su discusión fue abordada en la Sala de la Cámara de Diputados, la que, finalmente, rechazó la respectiva indicación.

Justificó la consagración del carácter exclusivo del ejercicio de la función parlamentaria en que él constituiría un mecanismo de prevención de conflictos de intereses, particularmente de aquellos de tipo "potencial" y "aparente", y en que fortalecería la calidad de las políticas públicas, a partir de la garantía de que el estudio, discusión y reflexión en las labores legislativas no se distraigan por el ejercicio de tareas ajenas al quehacer parlamentario.

Explicó que la Organización de Cooperación Económica y Desarrollo ha definido tres tipos de conflicto de intereses: el conflicto de interés real, ante el cual estamos presente cuando un agente público posee un determinado interés privado que puede influir en sus decisiones públicas por encontrarse dentro del ámbito sus competencias; el conflicto de interés potencial, que supone la existencia de un interés privado que en el fututo puede constituir un conflicto de intereses real por ingresar en el ámbito de decisiones del agente público; y el conflicto de interés aparente, que cubre aquellas hipótesis en que existe un interés personal que no necesariamente influirá en el ámbito de decisiones del agente público pero que podría dar lugar a que terceros consideren que puede hacerlo.

Resaltó que, aunque la Constitución establece en mayor medida normas sobre conflictos de intereses entre el Estado y la función parlamentaria, no debía olvidarse la relevancia de la actividad privada en la vida económica nacional y su directa relación con el ejercicio de las funciones públicas, lo que obliga a perfeccionar el régimen de prevención de conflictos de intereses atendiendo a los tipos potencial y aparente, siendo la dedicación exclusiva una medida necesaria para su perfeccionamiento.

Aseguró que la función preventiva que cumple la dedicación exclusiva respecto de los conflictos de interés potencial, deriva de que ella impide la realización de un cúmulo de actividades que suponen intereses privados que en el futuro pueden formar parte del ámbito de decisiones del agente público, generando un conflicto de interés real. En relación al conflicto de tipo aparente, señaló que la exclusividad asegura frente a terceros, prima facie, la inexistencia de estos conflictos, fortaleciendo la buena opinión de la ciudadanía sobre el ejercicio de la función parlamentaria, asegurando su absoluto compromiso con el bien público.

Por otra parte, afirmó que el correcto ejercicio de las funciones públicas, de hecho, exige de la mayor dedicación de quienes la ejercen. Así ha sido recogido en la normativa asociada al desempeño de los más altos cargos de la función ejecutiva como de la función judicial y constitucional, cuyos titulares no pueden ejercer otras actividades, salvo labores de docencia y sólo por un determinado número de horas. Sostuvo que, atendiendo a la importancia de la función y a que la labor parlamentaria demanda la misma dedicación que los Ministros de Estado es que las dietas parlamentarias son asimiladas a las de éstos. Por tanto, existiendo igual razón en términos laborales y remuneracionales, resulta exigible, concluyó, la misma dedicación exclusiva.

Adicionalmente a las razones expuestas, expresó que resultaba necesario consagrar constitucionalmente la dedicación exclusiva de la función parlamentaria, en atención a que el Tribunal Constitucional ha encomendado a la regulación constitucional el Estatuto Parlamentario.

Asimismo, sugirió incorporar a la discusión del proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional (Boletín N° 3962-07), el resto de las materias asociadas a la dedicación exclusiva como, por ejemplo, permitir el ejercicio de determinadas horas de docencia y percibir las utilidades propias de la participación en negocios que no suponen un conflicto de intereses con la labor parlamentaria.

Seguidamente, se refirió al régimen de prevención de los conflictos de intereses parlamentarios. Sobre esta materia, expresó que, al igual que la Cámara de Diputados, el Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó la supresión de la frase "contra el Fisco", en el inciso segundo del artículo 60 de la Constitución, ampliando la causal de cesación en el cargo a aquellos parlamentarios que actúen como abogados o mandatarios no sólo en juicios contra el Fisco sino que en cualquier clase de litigios. Esta medida, subrayó, supone un importante paso en la prevención de los conflictos de intereses parlamentarios y judiciales, perfeccionando el régimen de probidad parlamentaria.

Advirtió que, sin embargo, producto de la modificación anterior, en ambas Cámaras se aprobó la supresión del inciso tercero del artículo 60, norma que extiende las inhabilidades parlamentarias consagradas en su inciso segundo -y la sanción de cesación en el cargo que lleva aparejada- a aquellos casos en que el "diputado o senador actúe por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte". Sostuvo que la aprobación de esta supresión constituye un significativo retroceso en la prevención de los conflictos de intereses y, por tanto, una disminución de las exigencias normativas de probidad parlamentaria, supresión que debiese ser enmendada por la Comisión Mixta.

Hizo presente que, según consta en los registros de la discusión legislativa, la eliminación del inciso tercero se ha sostenido en que, por una parte, la supresión de la frase "contra el Fisco" del inciso segundo tornaría innecesario el inciso tercero del artículo 60 y, por otro lado, en que la no eliminación de este precepto impediría a los parlamentarios que poseen el título profesional de abogados participar en estudios jurídicos.

Respecto del primero de estos argumentos, precisó que, al ser el inciso tercero una norma cuyo sentido es dependiente del contenido del inciso segundo, no parece claro que la sola modificación de una de las hipótesis de inhabilidad que contempla el inciso segundo (actuar como mandatario o abogado en cualquier clase de juicio) sirva de argumento suficiente para eliminar, respecto de las demás hipótesis contempladas en el mismo inciso segundo, la prohibición de que los parlamentarios actúen por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte. Estas otras hipótesis, como se sabe, consisten en celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como procurador o agente de gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza. Aseguró que, por el contrario, el objetivo del inciso tercero sigue siendo necesario y de suma relevancia respecto de estas demás hipótesis de conflicto de intereses establecidas en el inciso segundo.

Afirmó que un ejemplo de las inconsistencias en el régimen de prevención de los conflictos de intereses parlamentarios que supondría esta eliminación del inciso tercero, es que la Constitución dejaría de considerar como causal de cesación del cargo la circunstancia de que un diputado que es miembro de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, sea socio de una sociedad de transportes de microbuses cuyas vías de operación han sido licitadas por la Administración del Estado.

Respecto del argumento según el cual la no supresión del inciso tercero impediría a los parlamentarios que poseen el título profesional de abogado participar en estudios jurídicos, aclaró que es ese, precisamente, el objetivo de la reforma constitucional en estudio. Recordó que así lo establecía el Mensaje de S.E. la Presidenta de la República al señalar que "…con esta norma (la supresión de la frase "contra el Fisco", manteniendo el inciso tercero), por ejemplo, un diputado o senador no podrá ser socio de un estudio jurídico que litiga ante los tribunales superiores, toda vez que a la Cámara y al Senado les corresponde resolver las acusaciones constitucionales que se interpongan contra dichos magistrados. Asimismo, el Senado resuelve los nombramientos de los Ministros de la Corte Suprema".

Expresó que el fundamento de esta reforma es la prevención de dos conflictos de interés: el primero, de tipo real, afecta a los parlamentarios; y el segundo, de tipo potencial, puede afectar a otros agentes públicos en su relación con el Congreso Nacional.

Explicó que, respecto del primero caso, el inciso tercero busca prevenir que un agente público (parlamentario) poseedor de un interés privado (la participación en un estudio de abogados que litiga ante los tribunales superiores de justicia) que se encuentra vinculado con su ámbito de decisiones (resolver las acusaciones constitucionales y los nombramientos de Ministros de la Corte Suprema, Consejo para la Transparencia y Tribunal Constitucional), adopte resoluciones privilegiando su interés personal por sobre el interés público.


Sobre el particular, aseguró que es indiferente si la participación del parlamentario en la sociedad supone una participación activa u otra de carácter pasivo; el hecho es que los intereses del agente público se confunden con los de la sociedad, pudiendo sus decisiones públicas verse influidas por su interés societario. A título de ejemplo, mencionó la influencia que representa la mayor afinidad con jueces que el parlamentario ha conocido previamente a partir de las causas tramitadas por su estudio o el rechazo de jueces cuyas decisiones les afectaron negativamente en un litigio.

Destacó que la herramienta por excelencia para prevenir estos conflictos de intereses es la inhabilitación del parlamentario al momento de presentarse dicha decisión, no pudiendo los diputados y senadores que pertenecen a estudios de abogados que litigan ante los órganos que se encuentran dentro de su ámbito de competencias promover o votar dichas materias, como se indica en el artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

No obstante lo anterior, sostuvo que esta medida es inoperante porque la interpretación restrictiva que se ha dado a la regla del artículo 5° B y la amplitud de las excepciones que ella contempla no permite considerar estos casos como aquellos en que concurre un conflicto de intereses y, además, porque la inhabilidad parlamentaria no previene un segundo conflicto de interés: aquel que puede afectar a otros agentes públicos en su relación con el Congreso, especialmente, a los jueces.

Luego abundó sobre el segundo caso de conflicto de interés que el inciso tercero pretende prevenir, que es aquel que puede afectar a otros agentes públicos en su relación con el Congreso, especialmente, a los jueces. Al respecto, explicó que la eventual influencia del interés del juez en ascender en la escala judicial mediante de alguna de las decisiones del proceso, favoreciendo los intereses de la parte representada por un estudio de abogados del cual el parlamentario es socio, afecta no sólo el deber de imparcialidad de la función judicial sino que, en algunos casos, podría verse afectada la igualdad de las partes y sus representantes en el proceso. Asimismo, puntualizó que estos principios también pueden verse afectados cuando el agente público sujeto a la vigilancia del Congreso, sea por temor, mera aprensión, prevención o cualquier otra causa, al momento de tomar una decisión que puede afectar a una parte representada por el estudio del parlamentario, influya en su decisión el interés de evitar que se inicie una acusación o investigación en su contra.

Connotó que la necesidad de restablecer el inciso tercero es aún más importante dado que durante el primer trámite constitucional no se alcanzó consenso para agregar un nuevo inciso final al artículo 58, según lo proponía el Mensaje, que establecía que "los diputados o senadores no podrán tener participación, directa o por interpósita persona, natural o jurídica, en sociedades que se vinculen o relacionen con órganos que puedan ser objeto del ejercicio de atribuciones exclusivas de la Cámara o del Senado.".

Opinó que la reincorporación de esta norma al proyecto de reforma por parte de la Comisión Mixta precisaría los casos en que existen conflictos de interés y los mecanismos para su prevención.

En suma, estimó necesario enmendar la supresión del inciso tercero del artículo 60 y reincorporar al contenido del proyecto el inciso final del artículo 58 que fuera propuesto por el Ejecutivo, con lo cual, a su juicio, se perfeccionaría el régimen normativo de prevención de los conflictos de intereses y se fortalecería la probidad parlamentaria.

Concluyó sus apreciaciones sobre esta materia afirmando que, en concordancia con la aprobada reforma del artículo 8° que permite al legislador regular la delegación en terceros de la administración de aquellos bienes y obligaciones de la autoridad que suponen un conflicto de interés con su función, así como su enajenación en casos calificados, el rechazo de la propuesta de supresión del inciso tercero del artículo 60 y la aprobación de la adición del citado nuevo inciso final del artículo 58, precisarán los casos en que el constituyente considera que existe un conflicto entre los intereses particulares y la función parlamentaria, haciendo aplicable, según corresponda, la figura del Mandato Especial de Administración Ciega de Patrimonio (fideicomiso ciego) y la enajenación forzosa de bienes, sancionando con la cesación en el cargo a aquellos parlamentarios que, no obstante la existencia de estas herramientas, mantienen un conflicto de intereses latente, cuestión perfectamente aplicable al caso de parlamentarios con participación en estudios jurídicos.

A continuación, se refirió a la sanción por la promoción o votación de asuntos que suponen un conflicto de interés. Dijo que la necesidad de establecer una sanción en contra de los parlamentarios que promuevan o voten asuntos que interesen directa o personalmente a ellos o a sus parientes más cercanos, según defina la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, era otro aspecto del proyecto que, en opinión de Chile Transparente, es necesario regular.

Al respecto, recordó el "Informe sobre medidas para favorecer la probidad y eficiencia de la gestión pública", encargado por S.E. la Presidenta de la República el año 2006, en el que se señaló que resultaba conveniente "reforzar las normas que impiden a los parlamentarios desarrollar actividades privadas simultáneas que puedan suponer conflictos de interés"; especialmente, "especificar ejemplarmente y establecer sanciones a la infracción de la norma que prohíbe votar o promover asuntos en los que un parlamentario tenga interés, actualmente contenida en el artículo 5° B, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional".


Añadió que, en el mismo sentido, es necesario eliminar las actuales excepciones del inciso segundo del artículo 5° B, pues por la amplitud que contienen, hacen ilusoria la prohibición. Esta cuestión, precisó, debiese ser abordada en la discusión del proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


El establecimiento de una sanción por esta conducta, agregó, cobra especial relevancia si se considera que la actual regulación de los conflictos de interés de parlamentarios, consagrada en el referido precepto, no contempla sanción alguna.

Resaltó que el Mensaje proponía incorporar un nuevo inciso séptimo al artículo 60 de la Constitución, para establecer que "cesará también en su cargo el diputado o senador que promueva o vote asuntos que interesen directa o personalmente a ellos o a sus parientes más cercanos, según defina la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellos, o las personas mencionadas, tengan en el asunto.".

Sobre esta proposición, indicó que, no obstante su correcta orientación, la sanción de cesación en el cargo respecto de autoridades que han sido electas democráticamente parece desproporcionada a los bienes jurídicos que pretende proteger, existiendo sanciones alternativas que pueden conciliar de mejor manera el principio democrático y el principio de responsabilidad. Por ejemplo, dijo, sancionar al diputado o senador que promueva o vote asuntos que interesen directa o personalmente a ellos o a sus parientes más cercanos, con la suspensión de participar en las votaciones de la respectiva Cámara durante un determinado período de tiempo.


Concluyendo su intervención, precisó esta última proposición señalando que la sanción no operaría automáticamente sino que debería ser formulada como una acusación ante el Tribunal Constitucional. De esta forma, puso de relieve, se garantiza, por una parte, que haya un órgano independiente que deba resolver si existió o no la infracción que se imputa y, por la otra, el parlamentario tendrá derecho a defenderse, en un justo y racional procedimiento. Además, acotó, éste sólo lo podría iniciar el Presidente de la República o un grupo de parlamentarios.

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, se consignan las disposiciones que originaron las mencionadas discrepancias, siguiendo la numeración del artículo único del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en primer trámite constitucional. Se indica, en su caso, la numeración correspondiente al texto del artículo único aprobado por el Senado. Se deja constancia del debate que estas divergencias produjeron en el seno de esta Comisión Mixta y de los acuerdos adoptados a su respecto.


Se formula, finalmente, la proposición mediante la cual esta Comisión estima que pueden solucionarse las discrepancias en estudio.

Número 1 de la Cámara de Diputados


En primer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados aprobó un número 1, del siguiente tenor:

“1. Agrégase en el artículo 8°, el siguiente inciso tercero: 


"El Presidente de la República y demás autoridades que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, y encomendar la administración de sus bienes y obligaciones a terceros, cuando aquella ley así lo exija, en las condiciones y plazos que señale.".


En relación a esta disposición, el Senado, en segundo trámite constitucional, acordó sustituirlo por el siguiente:


“1. Agréganse, en el artículo 8°, como incisos tercero a sexto, nuevos, los siguientes: 


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.


La infracción a lo establecido en el inciso anterior constituye una vulneración grave al principio de probidad.


El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.


Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, sólo aprobó los nuevos incisos quinto y sexto acordados por el Senado.


Para precisar los alcances de las normas concernidas en esta discrepancia, la Comisión Mixta acordó invitar al Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza.

Esta Alta Autoridad de Control estimó pertinente referirse fundamentalmente a dos disposiciones que, a su juicio, constituyen el núcleo de la iniciativa, desde el punto de vista de la regulación del principio de probidad.


La primera de ellas es la que se incorporó al proyecto por acuerdo del Senado, durante el segundo trámite constitucional y que consiste en agregar al artículo 8° de la Constitución Política el siguiente inciso tercero, nuevo: “En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.”.


Recordó que esta redacción fue rechazada por la Cámara de Diputados durante el tercer trámite constitucional.


Este precepto, dijo, resume en el texto constitucional una serie de disposiciones contenidas en el artículo 19 de la ley N° 18.575, sobre apoliticidad de la Administración del Estado; en el artículo 78, letra a), de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo de los Empleados Públicos; en el artículo 82, letra h), de la ley sobre Estatuto de los Funcionarios Municipales; en el artículo 27 de la ley N° 19.884; y otras.


Por lo tanto, resaltó, la nueva norma que se propone no es ajena al ordenamiento jurídico nacional, sino que, simplemente, eleva a rango constitucional, con todo lo que ello implica, un aspecto esencial del principio de probidad, como es la prohibición de usar bienes públicos y la prescindencia de los funcionarios en la actividad política contingente.


Puso de relieve la dificultad que puede plantear este texto, en relación con otras normas del ordenamiento jurídico, especialmente en su vinculación con otro precepto que ha dado lugar a diversos cuestionamientos e interpretaciones, que es el artículo 3° de la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias.


Este artículo dispone que esas entidades no podrán perseguir fines de lucro y deberán respetar la libertad religiosa y política de sus integrantes, quedando prohibida toda acción proselitista de dichas organizaciones en tales materias.


Connotó que de este último texto -sobre todo si se lo compara con el precepto que la iniciativa en análisis propone agregar a la Carta Fundamental- puede afirmarse que el uso de la expresión “actividades proselitistas” y “proselitismo” genera algún grado de confusión e, incluso, cierta desconfianza.


Al revisar la jurisprudencia de la Contraloría General de la República, explicó, se puede observar que en la interpretación de todas las normas más arriba mencionadas se ha usado una expresión que consideró más precisa para el efecto de reflejar lo que persigue la enmienda constitucional en debate.


Manifestó que un criterio persistente en el tiempo, que se ha usado reiteradamente desde 1998, indica que los funcionarios públicos están impedidos de realizar actividades políticas de carácter contingente y, en tal virtud, no pueden hacer proselitismo o propaganda política, apoyar candidaturas políticas, promover o intervenir en campañas, participar en reuniones o proclamaciones para tales fines, ejercer coacción sobre los empleados con el mismo objeto y, en general, valerse de la autoridad o cargo para favorecer o perjudicar por cualquier medio tendencias o partidos políticos. Con todo, tratándose de actividades desarrolladas al margen del desempeño de sus cargos, el empleado público, en su calidad de ciudadano, se encuentra plenamente habilitado para ejercer los derechos políticos consagrados en el artículo 13 de la Carta Fundamental, pudiendo emitir libremente sus opiniones, realizar actividades de esta naturaleza, sin perjuicio de la existencia de prohibiciones especiales en atención a sus cargos.


Así pues, resumió, con las salvedades indicadas, los funcionarios públicos se encuentran habilitados para emitir libremente sus opiniones políticas, realizar actividades de esta índole, afiliarse a partidos, integrar juntas inscriptoras electorales, desempeñarse como vocales de mesas receptoras de sufragios y optar a cargos de elección popular, salvo las excepciones previstas por el ordenamiento jurídico.


Reiteró, entonces, que la proposición rechazada por la Cámara de Diputados no representa una novedad en nuestro sistema sino que cumple la función de elevar el estándar del principio de probidad al nivel constitucional.


Para este efecto, planteó que el aporte que se podía extraer de la jurisprudencia administrativa es el uso de las voces “contingente”, “actividad política contingente” y “proselitismo político contingente”. Es esto, subrayó, lo que se quiere evitar en el ámbito de la función pública pues incide en el uso de bienes y en el manejo de las personas durante la actividad, lo que producirá un agravio al principio de probidad.


En seguida, se refirió al artículo 37 bis aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados con el objeto de hacer aplicable a los Ministros de Estado las incompatibilidades establecidas en el artículo 58 de la Constitución Política.


Al respecto, recordó que, posteriormente, el Senado, en segundo trámite constitucional, precisó la norma restringiendo su referencia a las incompatibilidades establecidas solamente en el inciso primero del referido artículo 58. Hizo presente que esta restricción estuvo motivada en el propósito de no dañar las actividades y la composición de los gobiernos corporativos del sector público, lo que estimó conveniente.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que de lo expuesto por el señor Contralor entendía que, a juicio de éste, era mejor usar la expresión “contingencia política” en lugar de “proselitismo político”.


En esta línea, indicó que el sentido de la voz “proselitismo” refiere a la búsqueda y captación de prosélitos. Si esa fuera la interpretación correcta, agregó, sería suficiente el uso de esta expresión para alcanzar el objetivo que se busca.


Sin embargo, advirtió, el tema es más complejo porque, en general, las normas sobre probidad tienden a interpretarse con un criterio más amplio. Por ejemplo, relató, recientemente diversos Ministros de Estado concurrieron, durante la jornada de trabajo, a un acto de celebración el aniversario de su partido, el Demócrata Cristiano, es decir, un acto claramente de carácter político.


Manifestó que si bien, en principio, no divisa razón para que -por el carácter del cargo de Secretario de Estado- la participación de ellos en el referido acto sea objeto de reproche, la amplitud de la norma que se propone incorporar a la Constitución podría dar lugar a cuestionamientos.


El Honorable Senador señor Espina recordó que, en su texto original el precepto en análisis se refería, en general, a las “actividades políticas”. Hizo notar que el Honorable Senador señor Núñez, interviniendo en la Sala del Senado, representó la inconveniencia de esta última expresión precisamente por su extensión. En ese contexto, indicó a vía de ejemplo, el encuentro de un Ministro de Estado con una Bancada Parlamentaria en horario de trabajo podría estimarse una infracción a la norma, lo que no parece aceptable.


Continuó reseñando que, por lo anterior, se pidió la opinión de la Contraloría General de la República, la que propuso utilizar la expresión “proselitismo político”. Al efecto, se tuvo en consideración la definición que de este concepto da el diccionario de la Real Academia Española: “partidario que se gana para una facción, parcialidad o doctrina”.


Agregó que la Comisión acordó añadir la expresión “partidista” con el objeto de excluir de la prohibición las actividades de adhesión al Gobierno de que forma parte que puede realizar, por ejemplo, un Ministro de Estado o el propio Presidente de la República, lo que consideró legítimo y, por tanto, no debe ser objeto de sanción por difundir su propia obra.


Lo que debe prohibirse, hizo el contrapunto, es que, en horario de trabajo, un funcionario público o municipal intente, mediante su acción, obtener adhesiones para una persona, una facción o un partido político determinado.


Finalmente, opinó que las palabras “contingencia” y “contingente” son más amplias que “partidista”.


El Ministro señor Viera-Gallo señaló que cualquier fórmula que se utilice en esta situación puede resultar equívoca. Retomando el ejemplo de la figura del Secretario de Estado, puso de relieve que ese cargo es esencialmente político, por lo cual prohibir a su titular realizar actividades de este tipo atenta contra la naturaleza de su función.


Sostuvo que, en su opinión, lo que más interesa en este punto es que los funcionarios no participen en actividades electorales, por lo que propuso profundizar este aspecto prohibiendo la participación de los empleados públicos, bajo ninguna forma, en la promoción de candidaturas.


Destacó que, como se ha explicado, ya existen diversas disposiciones legales dedicadas a regular esta materia y ellas resuelven adecuadamente los conflictos que surgen de la realización de actividades políticas por los funcionarios públicos.


El Honorable Senador señor Gómez coincidió con los planteamientos anteriores y resaltó que una norma como la que se discute generará múltiples dificultades a quienes ejercen cargos políticos, pues verían coartadas sus garantías constitucionales, como sus libertades de opinión y de conciencia.


Concordó, sin embargo, en la importancia de prohibir y sancionar el mal uso de recursos públicos y las actuaciones políticas indebidas de los funcionarios públicos.


La Honorable Senadora señora Alvear preguntó al señor Contralor si las normas legales vigentes son suficientes para que ese Alto Órgano de Control conozca y sanciones los excesos que se adviertan en materia de participación de funcionarios públicos en actividades políticas.


Precisó que le preocupaba la forma en que esta prohibición quede expresada en la Constitución Política, particularmente en cuanto a que una cierta redacción pudiera generar situaciones de incertidumbre a partir de interpretaciones diversas. Por ello, dijo, el texto que se apruebe no debe generar ambigüedades.


El Honorable Diputado señor Eluchans explicó que los señores Diputados que concurrieron a rechazar la norma propuesta por el Senado lo hicieron porque consideraron que las expresiones contenidas en el inciso tercero eran excesivamente amplias. Ahora bien, agregó, el término “contingencia política” que se propone agregar es más amplio aún que “proselitismo político”. Sin embargo, como estimó muy importante contemplar alguna norma en esta materia, llamó a hacer el máximo esfuerzo por concordar una redacción.


En este último sentido, aunque él apoya el texto aprobado por el Senado y, por tanto, preferiría mantenerlo en sus mismos términos, como observó que no cuenta con el apoyo suficiente, sugirió explorar una redacción en la línea de lo propuesto por el Ministro señor Viera-Gallo, esto es, que consagre básicamente la no intervención electoral.


Luego, el señor Contralor General de la República se hizo cargo de las consultas que le fueron formuladas y los comentarios a su intervención inicial. Contestando a la pregunta que le dirigiera la Honorable Senadora señora Alvear, afirmó que, en efecto, con la redacción ya aprobada por el Senado, la Contraloría debería formular un juicio de reproche frente a la participación del Presidente de la República o de un Ministro de Estado en el acto de aniversario de un partido político.


En casos como el de este ejemplo, visualizó severas dificultades para hacer cumplir efectivamente la norma, es decir, añadió, se trataría de un precepto con vocación de ser incumplida.


Agregó que a la Contraloría General sí le serviría que la Constitución Política consagrara un reproche a la intervención electoral; para ella sería un aporte que se tipificaran conductas concretas en las cuales subsumir las diversas normas legales referidas a esta materia.


El Honorable Senador señor Chadwick coincidió con el Contralor General de la República en cuanto a que es nefasto aprobar normas que se dicten para no ser cumplidas.


Manifestó que la realidad social y política muchas veces van más allá de lo que el legislador y el constituyente pretenden regular. En consideración a ello, sugirió que el objetivo de la norma se precise para asegurar que se pueda cumplir efectivamente. Por el contrario, si es muy amplia, no sería efectiva, además de que nadie estaría dispuesto a aplicarla. En definitiva, la norma caería en desprestigio. 


Opinó que el texto debería centrarse en el cumplimiento de la jornada de trabajo y en la prohibición de promover candidaturas y de usar recursos públicos con fines electorales.


A raíz de la anterior intervención, la Honorable Senadora señora Alvear hizo referencia a la profusa publicidad que se observa actualmente en calles y demás bienes públicos con proclamas de diversos alcaldes que favorecen a ciertos candidatos a parlamentarios y al continuo uso que esos candidatos hacen de los locales municipales. Estas circunstancias, dijo, parecen inevitables y conducirían, en efecto, al desprestigio de la norma.


El Honorable Senador señor Espina concordó con la anterior opinión.


A continuación, el Honorable Diputado señor Cardemil, con el propósito de contribuir a elaborar un texto que pueda ser aprobado por amplia mayoría, propuso el siguiente:


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.”.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Burgos observó que los funcionarios de exclusiva confianza forman parte del universo de los funcionarios públicos. Por ello, acotó, debería rectificarse la redacción del Senado, a lo menos en este punto.


El señor Ministro señor Viera-Gallo afirmó que, a su criterio, la expresión “funcionarios municipales” no incluye a los alcaldes y, por tanto, ellos quedarían excluidos de las restricciones que se discute incorporar a la Carta Fundamental. En general, agregó, quedarían al margen de las nuevas limitaciones propuestas todos los elegidos por sufragio popular.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Gómez expresaron su desacuerdo con lo manifestado por el señor Ministro. Expresaron que los alcaldes, precisamente, son quienes cuentan con más autoridad y, por tanto, con más herramientas para intervenir en las campañas electorales. Consideraron inaceptable que se los excluya del cumplimiento de las normas elementales sobre probidad.


En atención a las opiniones expresadas durante el debate habido hasta este momento, la Comisión Mixta encomendó al Honorable Senador señor Chadwick y al Honorable Diputado señor Burgos proponer una redacción que, recogiendo lo discutido, facilite alcanzar un acuerdo.


En cumplimiento del referido encargo, los mencionados señores Parlamentarios presentaron a la consideración de la Comisión Mixta el siguiente texto para reemplazar el número 1 del artículo único del proyecto:


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su cargo, bienes o recursos públicos para fines de proselitismo político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.

La infracción a lo establecido en el inciso anterior constituye una vulneración grave al principio de probidad.


El Ministro señor Viera-Gallo manifestó su acuerdo con esta proposición. Sin embargo, pidió dejar constancia de su opinión en el sentido de que él entiende que este texto excluye a los alcaldes. Aún más, según esta nueva redacción, a su juicio, debe entenderse que los cargos de elección popular, es decir, parlamentarios, alcaldes y concejales no se incluyen en ninguna de las categorías mencionadas en él. Expresó que formulaba esta precisión especialmente porque presumía que, si era aprobada, esta norma caería en desuso prontamente.


El Honorable Senador señor Espina recordó que la sugerencia de incluir a los funcionarios municipales la formuló el Honorable Senador señor Gómez, en el entendido que esa expresión incluye a los alcaldes.


Esta forma de entender la denominación a este conjunto de funcionarios se fundaba en la intervención que realizara el señor Contralor General de la República durante el estudio que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado efectuara para el despacho de su nuevo segundo informe sobre esta iniciativa. En esa oportunidad, respondiendo a una consulta de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Gómez, la mencionada autoridad explicó que no obstante que los alcaldes y concejales acceden a esos cargos por sufragio popular, están sujetos a normas de responsabilidad propias de los funcionarios municipales y, por tanto, la Comisión acordó entender que ellos estaban incluidos en la referida expresión.


El Honorable Diputado señor Burgos planteó que, a su juicio, la redacción que ha propuesto excluye a las más altas autoridades municipales de la primera parte de la norma, es decir, que los alcaldes podrían participar en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo. Sin embargo, agregó, bajo ninguna circunstancia los alcaldes ni concejales podrían usar bienes o recursos públicos para fines de proselitismo político partidista o de índole electoral.


El Ministro señor Viera-Gallo coincidió con esta última interpretación.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick señaló que no le parecía admisible una interpretación según la cual una parte de una norma se dirige a un universo determinado de obligados por ella y otra parte de ese mismo precepto obligaría a un conjunto de personas distinto. Si el criterio que se adopte en definitiva, dijo, fuera diferenciar entre sujetos obligados distintos, el criterio diferenciador debe contemplarse explícitamente en la propia norma.


El Honorable Senador señor Gómez reiteró en que no le parece razonable imponer estas obligaciones de prescindencia política a todo funcionario y, en cambio, liberar de ellas a los alcaldes, que son quienes tienen más autoridad y mayor capacidad para disponer de bienes públicos.


Por otra parte, el Honorable Senador señor Espina y el Honorable Diputado señor Cardemil resaltaron la circunstancia de hecho que consiste en que a los alcaldes, en sus comunas, por la naturaleza de sus funciones, les es inevitable atender o recibir a candidatos a cargos de elección popular, pronunciarse por sus preferencias electorales e intervenir en actos de campañas electorales.

El Honorable Diputado señor Eluchans señaló que la nueva redacción propuesta resuelve adecuadamente el problema, según la explicación dada por el Honorable Diputado señor Burgos. En todo caso, manifestó dudas acerca de la conveniencia de regular en la propia Constitución cuestiones de tanto detalle. En su opinión, ello no es adecuado.


El Ministro señor Viera-Gallo puso de relieve que, más allá del buen criterio con que deben entenderse y aplicarse, las normas son objetivas. En consecuencia, siendo el de alcalde un cargo político, de elección popular, como son los cargos parlamentarios -los que se excluyen en esta redacción-, el alcalde también debería entenderse excluido.


El Honorable Senador señor Gómez previno que, en una acepción amplia, también los parlamentarios son considerados “funcionarios públicos”, por lo que podrían verse obligados a respetar las restricciones propuestas por la redacción en análisis. Además, añadió, como perciben recursos públicos, podría estimarse que no pueden utilizarlos para fines político-electorales, aunque se trate de sus ingresos personales y se pretenda destinarlos a sus propias campañas.


En relación con esta última afirmación, el Honorable Diputado señor Burgos precisó que, conforme a lo dispuesto en el artículo 260 del Código Penal, los parlamentarios podían ser considerados funcionarios públicos solamente para los efectos de las normas contenidas en dicho Código.


El Honorable Senador señor Gómez replicó que aunque la norma del artículo 260 se limite al ámbito del Código Penal, la consagración de una norma constitucional, superior y más amplia, da sustento a la tesis que él ha planteado y, por tanto, podría entenderse válidamente que su aplicación debe ir más allá de los límites del campo penal.


Para aclarar las dudas planteadas, la Comisión Mixta acordó invitar al profesor de Derecho Constitucional señor Patricio Zapata a fin de oír su opinión acerca de los efectos de la redacción en debate. Asimismo, se resolvió solicitar a la Contraloría General de la República que precise si la expresión “funcionarios municipales” incluye o no a los alcaldes.


En relación con la redacción propuesta por el Honorable Senador señor Chadwick y el Honorable Diputado señor Burgos, el profesor señor Zapata expresó, en primer lugar, que quien plantea incorporar una nueva norma al texto constitucional debe justificar razonablemente esa pretensión. Destacó que, prima facie, aparecen diversas materias útiles o convenientes de ser reguladas en la Constitución, pero que por diversas razones políticas e institucionales se excluyen de ella. Por esto, reiteró, el deber de demostrar la necesidad de la nueva norma constitucional recae sobre quien la plantea.


Lo anterior, explicó, resulta especialmente relevante en el momento actual, en que la doctrina, el Tribunal Constitucional, la Contraloría General de la República y los jueces ponderan altamente la fuerza normativa, el carácter vinculante de las disposiciones constitucionales. De manera que, acotó, cualquier precepto que se agregue a la Carta Fundamental, tanto en su parte dogmática como en la orgánica, será un elemento jurídico que estará a disposición de los jueces, contralores y demás intérpretes, de tal forma que siempre ese añadido traerá consecuencias para la comunidad.


Puso de relieve que actualmente el Capítulo I del Código Político ya no se ve como un conjunto de normas declarativas, sino que los operadores jurídicos le atribuyen fuerza normativa y, por tanto, las utilizan para adoptar decisiones.


En síntesis, aseveró que la eventual razonabilidad o justificación de la nueva proposición no es, por sí misma, suficiente para consagrarla como norma constitucional.


En segundo lugar, connotó que todo sistema jurídico normativo contiene básicamente tres tipos de preceptos. Unos son los que recogen valores, como, en nuestro caso, los del Capítulo I, referidos a la libertad, la igualdad, los derechos de las personas, etc.


Los valores, continuó exponiendo, son ideas acerca de cómo debe ser bien vivida la vida; son necesariamente generales y abstractos, pues se refieren a un concepto, por ejemplo, el de libertad, lo que permite, precisamente, que personas con distintas concepciones respecto de ese concepto puedan sentirse comprometidas con ese valor. En consecuencia, hay una inevitable ambigüedad en la consagración de los valores.


Además, existen los principios. Estos, explicó, son medios al servicio de los valores; ideas jurídico-políticas sobre cómo dar eficacia a un valor. A modo de ejemplo, citó los principios de juridicidad, de supremacía constitucional, de subsidiariedad, de responsabilidad y de control. Estos, agregó, no son fines en sí mismos, sino que están subordinados a los valores. Son más concretos que los valores, dijo, y han sido fruto de un trabajo extenso de la doctrina y la jurisprudencia. Así hay algunos muy antiguos, como el de la buena fe, y otros más recientes, como el de la transparencia.


Los principios, dijo, juegan un rol clave en el sistema jurídico. No es necesario que la Constitución los consagre detalladamente, como ocurre en Chile con el principio de la subsidiariedad, que no es mencionado en forma explícita en la Carta Fundamental, no obstante que opera efectivamente.


En tercer lugar, existes reglas. Lo característico de éstas es que indican algo específico, ordenan lo que ha de hacerse necesariamente. A diferencia de las reglas, los principios ordenan lo que es posible jurídica y fácticamente; por esto, los principios admiten cierta flexibilidad. Ocurre que muchas veces un principio colisiona con otro, como ocurre con el principio de la transparencia, que debe conjugarse con el de respeto a la vida privada y el de eficiencia de la función pública. No se trata de que no se cumplan, precisó; lo que ocurre es que su forma de cumplimiento debe ser flexible.


Como ejemplos de reglas que se contienen en nuestro ordenamiento, citó la que fija en 120 el número de miembros de la Cámara de Diputados y la edad mínima para ser parlamentario. En ambos casos, explicó, se trata de cifras precisas.


Las reglas, agregó, pueden ser primarias, como las del Código Penal, o secundarias, que son las que cumplen una función de articulación del sistema jurídico.


Las reglas secundarias, a su vez, pueden ser de tres tipos: las denominadas reglas de reconocimiento, esto es, las que definen cuáles son las normas que integran el sistema jurídico, como el inciso segundo del artículo 5° de la Carta Fundamental. También hay reglas de cambio, es decir, las que establecen el procedimiento de elaboración de la ley. Finalmente, existen reglas de adjudicación, que son las que fijan la manera en que una persona obtiene que un tribunal conozca y resuelva una pretensión determinada.


Siguiendo a los autores que han desarrollado estas clasificaciones normativas, señaló que una Constitución Política debería contener solamente reglas secundarias y no entrar en el campo de las reglas primarias. Los tipos penales o las formas contractuales, subrayó, son materias propias de las normas con jerarquía de ley y, en consecuencia, sería anómalo contenerlos en la Carta Política.


Aclaró que, no obstante lo expresado, su propósito en esta oportunidad no es analizar la labor política con categorías propias del mundo académico; que no intenta aplicar a la actividad constituyente criterios doctrinarios, pues éstos son solamente orientaciones para regular el tráfico jurídico y cumplen simplemente una función de facilitación del trabajo de los intérpretes y de los propios legisladores.


Teniendo presente lo expuesto, indicó que, en relación con la cuestión que interesa a la Comisión Mixta, pareciera suficiente el precepto del inciso segundo del artículo 8° constitucional, que impone, a todos quienes desempeñan labores públicas, el deber de respetar el principio de probidad.


Puso de relieve que, en la práctica, la legislación ha venido recogiendo el principio de probidad desde hace bastante tiempo. De hecho, resaltó, tal principio fue consagrado primeramente en la ley, citando, al efecto, la de Bases Generales de la Administración del Estado y la que contiene el Estatuto Administrativo. Es decir, concluyó, la Constitución recogió una realidad preexistente.


En síntesis, y por las razones señaladas, opinó que las redacciones propuestas deben ser observadas con cautela porque no parece ser estrictamente necesario para el funcionamiento del sistema jurídico que la Carta Fundamental desarrolle el principio de probidad.


Observó que no sería fácil de explicar el eventual desarrollo de este principio en comparación con otros tan o más importantes que se consagran en el mismo Capítulo I de la Constitución Política.


Si bien admitió que actualmente el Código Político contiene normas que, en principio, parecen superfluas, como la que declara que en Chile no hay esclavos o la que establece la igualdad entre el hombre y la mujer, destacó que ellas existen por razones históricas muy concretas y relevantes. De la misma forma, añadió, si se estimara que la intervención política de los funcionarios públicos constituye un mal extendido y permanente que impide el desarrollo de nuestra democracia, podría sostenerse aquello como una justificación política para que nuestra Carta Fundamental regule de manera detallada esta materia, dándole la entidad que en su momento tuvieron la esclavitud o la discriminación contra la mujer. Pero ello, concluyó, corresponde a un ámbito de decisión política.


En una sesión posterior, en representación del Contralor General de la República, hizo uso de la palabra la Contralora Regional de Valparaíso, señora Dorothy Pérez.

Como se ha señalado, esta intervención fue solicitada por la Comisión Mixta con ocasión del análisis de la proposición del Honorable Senador señor Chadwick y del Honorable Diputado señor Burgos, que incorpora dos incisos nuevos al artículo 8° de la Constitución Política, toda vez que, a raíz de ello, se estimó conveniente precisar, si a juicio de la Contraloría General de la República la expresión "funcionarios municipales" incluye a los alcaldes y a los concejales.

Sobre esta materia, la señora Pérez indicó que resulta pertinente tener presente diversas normas. En primer lugar, citó el artículo 40 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, que dispone que el Estatuto Administrativo de los Funcionarlos Municipales regulará la carrera funcionaria de ellos.

El inciso segundo de este precepto establece que, para estos efectos, se entenderá que son funcionarios municipales el alcalde, las demás personas que integren la planta de personal de las municipalidades y los personales a contrata que se consideren en la dotación de las mismas, fijadas anualmente en el presupuesto municipal.

Su inciso tercero preceptúa que, no obstante, al alcalde sólo le serán aplicables las normas relativas a los deberes y derechos y la responsabilidad administrativa. Asimismo, a él y a los concejales les serán aplicables las normas sobre probidad administrativa establecidas en la Ley N° 18.575.

Mencionó, también el artículo 89 de esa ley, que, en lo que interesa a esta discusión, precisa que a los concejales no les serán aplicables las normas que rigen a los funcionarios municipales, salvo en materia de responsabilidad civil y penal.

En seguida, se refirió a la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. En el artículo 1° de este cuerpo legal se aclara que dicho estatuto se aplicará al personal nombrado en un cargo de las plantas de las municipalidades, pero que a los alcaldes sólo les serán exigibles las normas relativas a los deberes y derechos y la responsabilidad administrativa.

Hizo presente, asimismo, lo resuelto por el Tribunal Constitucional en su fallo pronunciado al resolver el requerimiento de inaplicabilidad presentado por el Alcalde de la Municipalidad de Sierra Gorda respecto del artículo 11 del Decreto Ley N° 799, de 1974, en la causa caratulada "Carlos López Vega", Rol N° 2237-2007, seguida ante la Corte Suprema.

De este fallo destacó sus considerando vigésimo y vigésimo primero, que son del siguiente tenor:


“Vigésimo. (...) en el edil se presenta una doble calidad jurídica. En efecto, si bien el alcalde es un representante de la ciudadanía al emanar su investidura del sufragio popular, goza a su vez del carácter de funcionario público, atributo que le reconoce el artículo 40 de la Ley 18.695, cuando expresamente lo incluye en la categoría de funcionario municipal;

Vigésimoprimero. Que de la dualidad cualitativa expuesta en el considerando anterior se deriva que el alcalde sea al mismo tiempo sujeto pasivo de responsabilidad política y administrativa y, por consiguiente, se encuentre sometido a dos órdenes normativos diversos que regulan tales formas de responsabilidad, a saber, la Ley 18.695 -en relación a las causales de cesación en el cargo y al Tribunal Electoral Regional como magistratura competente en primera instancia para su conocimiento- y la preceptiva que incide y permite hacer efectiva su responsabilidad administrativa. Con todo, ambas especies de responsabilidad encuentran su fundamento constitucional en lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 7° de nuestra Carta Fundamental;

En cuanto a la jurisprudencia administrativa, estimó oportuno citar el dictamen N°  31.351, de 2007. Éste alude al artículo 40 de la referida Ley de Municipalidades, el cual, como se ha explicado, refiriéndose al régimen jurídico del personal municipal, dispone que se entenderá como funcionarios municipales, entre otros, el alcalde, al cual sin embargo, sólo le serán aplicables las normas relativas a los deberes y derechos y la responsabilidad administrativa.

Hizo presente, además, que los dictámenes números 41.220, de 2006; 36.608, de 2008 y 34.314, de 2009, resuelven que, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 40 y 89 de la ley N° 18.695, los concejales no revisten el carácter de funcionarios municipales, y, por tanto, no se les aplican las normas que rigen a éstos, salvo en materia de responsabilidad civil y penal.

En el mismo sentido, el dictamen número 1.919, de 2002, señala que los concejales no invisten la calidad de funcionarios municipales, sin perjuicio de su obligación de acatar el ordenamiento jurídico en todas sus actuaciones.

Finalmente, aludió al dictamen número 20.063, de 2004. En este documento, que atañe a la responsabilidad de los concejales, se hace presente que tales autoridades comunales no están afectas a responsabilidad administrativa y, en consecuencia, la Contraloría General carece a su respecto de potestades sancionadoras, así como tampoco tiene competencia para fiscalizar sus actuaciones, tal como lo ha manifestado esa Entidad de Control a través de sus dictámenes números. 28.001, de 1995 y 29.501, de 2003, entre otros; lo cual no obsta la posibilidad de que cualquier otro miembro de ese cuerpo colegiado solicite su remoción, de conformidad con lo prescrito en el artículo 77 de la Ley N° 18.695.

Sobre la base de estos antecedentes, puntualizó que los alcaldes son funcionarios municipales, siéndoles aplicables, sin embargo, sólo las normas estatutarias relativas a los deberes y derechos funcionarios y la responsabilidad administrativa.

Enseguida, expresó que, a partir de los mismos antecedentes, se infiere que los concejales no invisten la condición de funcionarios municipales, aun cuando de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 118, inciso primero de la Constitución Política y 2° de la ley N° 18.695, el concejo constituye un órgano de la municipalidad.

De este modo, aseveró, los concejales no son funcionarios municipales, sin perjuicio de lo cual, en el ejercicio de sus cargos, ejecutan una función pública y, en concordancia con el inciso tercero del artículo 40 de la ley N° 18.695, les resultan aplicables las normas sobre probidad administrativa establecidas en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Por ende, concluyó, la  expresión  "funcionarios municipales" sólo resulta comprensiva, en lo que interesa, de los alcaldes, excluyendo, por tanto, a los concejales.

En este contexto, la representante de la Contraloría General estimó del caso recordar que el artículo 52 de la ley N° 18.575, referente al principio de probidad administrativa, alude a las "autoridades" y "funcionarios públicos", como sujetos obligados.

De este modo, señaló, la  normativa orgánica constitucional, al referirse expresamente a las autoridades, lo hace en el entendido de que éstas no necesariamente serán funcionarios públicos o municipales, en sentido estricto, como ocurre precisamente con los concejales.

En este orden de ideas, anotó que, si bien, al concejo, en calidad de órgano colegiado integrante de la municipalidad, se le han conferido facultades normativas, resolutivas y fiscalizadoras, y no a los concejales individualmente considerados, ello no obsta a la calidad de "autoridad" de estos últimos, carácter que, por lo demás, les ha reconocido la jurisprudencia administrativa, desde antes de la entrada en vigor de la ley N° 19.653 -mediante el dictamen N° 29.058, de 1999-, que incorporó el actual Título III a la ley N° 18.575.

En efecto, recordó, en la historia fidedigna del establecimiento de la ley N° 19.653, se dejó expresa constancia de que los conceptos de "autoridades" y "funcionarios", son "comprensivos de las dos grandes posibilidades de prestación de servicios a la Administración del Estado".

Advirtió que la incorporación de la locución "autoridades" dentro de los obligados por el principio de probidad, tiene por objeto no dejar margen a la duda de que éste resulta vinculante para todos quienes, en el más amplio de los sentidos, desempeñan una función pública gestionando los intereses de la comunidad, lo cual, por lo demás, concuerda con los postulados de la Comisión Nacional de Ética Pública, cuyo trabajo dio origen a la dictación de la denominada "Ley de Probidad".

Por consiguiente, dijo, si se usare la expresión "autoridades y funcionarios municipales", ella implicaría que se incluiría tanto a alcaldes como a concejales.

Finalmente, estimó oportuno referirse a las atribuciones de la Contraloría General de la República respecto de las infracciones al principio de probidad administrativa en que incurran alcaldes y concejales.

Respecto de los alcaldes, explicó, la Contraloría General ha manifestado, entre otros, en los dictámenes números. 10.873 y 38.015, ambos de 1994; 12.282, de 2000 y 33.734, de 2006, que no resulta procedente establecer la responsabilidad administrativa de los mismos.

Además, manifestó que no existe ninguna autoridad a la que se haya otorgado potestad para aplicar a dichos servidores alguna de las medidas disciplinarias contempladas en el Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales.

De este modo, la única posibilidad de "sancionar" a estos servidores se ha visto reducida al mecanismo de la remoción ordenada por el Tribunal Electoral Regional, si el Concejo Municipal estima que ciertos hechos pueden configurar contravención grave a las normas sobre probidad administrativa o notable abandono de sus deberes y pone los antecedentes en conocimiento de dicha magistratura, conforme a lo previsto en los artículos 60, letra c) y 65, inciso segundo de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Enseguida, en lo que respecta a los concejales, reiteró que ellos no revisten el carácter de funcionarios públicos y que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 89 de la misma ley, no les son aplicables las normas que rigen a los funcionarios municipales, salvo en materia de responsabilidad civil y penal.

Como puede apreciarse, agregó, los concejales no se encuentran regidos por el sistema disciplinario de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, y, por ende, no están afectos a responsabilidad administrativa, procediendo únicamente perseguir las eventuales responsabilidades civiles y penales que pudieran afectarles, en sede jurisdiccional, o bien, en caso de que hubieran incurrido en una contravención grave al principio de la probidad administrativa, requerirse por cualquier concejal la declaración de su cesación en el cargo ante el Tribunal Electoral Regional respectivo, de acuerdo con los artículos 76, letra f), y 77 de la citada ley N° 18.695, motivo por el cual estimó improcedente pronunciarse sobre el particular.

En mérito de lo anterior, concluyó que la expresión "funcionarios municipales" comprende a los alcaldes de los respectivos municipios, aun cuando no incluye a los concejales de los mismos. Ello, por cuanto, conforme a la normativa reseñada, los concejales si bien ejercen una función pública no son funcionarios municipales.

En este contexto, sugirió emplear en el proyecto en análisis la expresión "autoridades y funcionarios municipales", la que incluye tanto a alcaldes como concejales, en armonía con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y lo manifestado por la jurisprudencia administrativa.

Concluido el extenso análisis efectuado en relación a esta discrepancia, que se ha reseñado precedentemente, se puso en votación la proposición elaborada por el Honorable Senador señor Chadwick y el Honorable Diputado señor Burgos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, y los Honorables Diputados señora Soto y señor Eluchans. A favor votó el Honorable Diputado señor Burgos.


La mayoría fundó su voto señalando que el principio de probidad ya se encuentra consagrado en la Constitución Política y desarrollado en la legislación vigente.


Agregó que, como ha quedado demostrado en el debate habido, los distintos esfuerzos de redactar una norma complementaria a la actualmente vigente no cubre las diversas hipótesis que la justificarían y, adicionalmente, despiertan dudas que no ha sido posible despejar razonablemente.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Burgos sostuvo que, a su juicio, resulta indispensable efectuar precisiones a la norma constitucional vigente que consagra el principio de probidad. Si bien admitió las dificultades para concordar redacciones satisfactorias, opinó que se justifica realizar un esfuerzo complementario para vigorizar este principio en el texto de la Constitución Política.


A continuación, la Comisión Mixta tuvo en cuenta que los incisos quinto y sexto propuestos por el Senado en el segundo trámite constitucional también fueron aprobados por la Cámara de Diputados, por lo que acordó proponerlos como nuevo número 1. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, y los Honorables Diputados señora Soto y señores Burgos y Eluchans.
Número 2 de la Cámara de Diputados


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, acordó agregar en el inciso primero del artículo 18 una oración que disponía establecer un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.


El Senado, en segundo trámite constitucional, suprimió este numeral.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, desechó tal supresión.


La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, confirmó la supresión aprobada por el Senado. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans.


Este acuerdo se adoptó en atención a que una disposición del mismo tenor ya fue agregada al texto de la Constitución Política. Ello ocurrió al dictarse la ley N° 20.337, de reforma constitucional sobre sufragio voluntario e inscripción electoral automática.

Número 3 de la Cámara de Diputados

(Número 2 del Senado)




En primer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados resolvió introducir las siguientes dos modificaciones al inciso quinto del número 15° del artículo 19:





 a) Sustituir las expresiones "la nómina de sus militantes se registrará en el servicio electoral del Estado, el que guardará reserva de la misma, la cual será accesible a los militantes del respectivo partido", por las siguientes: "la nómina de sus militantes deberá ser pública y se registrará en el servicio electoral del Estado", y





b) Intercalar entre las palabras "Una ley orgánica constitucional" y "regulará las demás materias" lo siguiente: “establecerá un sistema voluntario de elecciones primarias para la nominación de los candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para los partidos políticos. La misma ley orgánica".


En segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó el referido número 3 por el siguiente: 




“2. Reemplázase la segunda oración del inciso quinto del número 15° del artículo 19, por las siguientes: “Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca la ley. Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos al respectivo cargo. La misma ley regulará las demás materias que les conciernan y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.”.

En tercer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados desechó esta sustitución.

En relación con el tema de la publicidad de las nóminas de militantes de partidos políticos, el Honorable Senador señor Espina reiteró los argumentos expuestos durante el debate habido en segundo trámite referidos al riesgo de que esta información, en caso de ser pública, sea mal utilizada y pueda dar lugar a discriminaciones indeseadas, por ejemplo, en el ámbito laboral.


En consideración a lo anterior, puso en votación el criterio de dar el carácter de públicas a las nóminas de militantes de partidos políticos.


La Comisión Mixta rechazó este criterio por seis votos en contra y dos votos a favor. En contra votaron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto y el Honorable Diputado señor Eluchans. A favor lo hicieron los Honorables Diputados señores Burgos y Cardemil.


Luego, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina, propuso considerar el texto aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional.

Respecto de el, la Honorable Diputada señora Soto señaló que convendría explicitar que quienes sean derrotados en una elección primaria sólo quedarán impedidos de presentarse como candidatos a la elección general asociada a esa primaria. En consecuencia, en futuras elecciones generales podrán inscribir sus candidaturas sin restricciones por esta causa.


Posteriormente, el Ministro señor Viera-Gallo connotó la conveniencia de precisar que todas las materias relativas a estas elecciones primarias deben ser reguladas por una ley orgánica constitucional, por lo cual sugirió, para ese efecto, dos enmiendas de redacción al texto aprobado por el Senado.


Explicó que las normas sobre organización y funcionamiento de los partidos políticos están contenidas en una ley distinta de la que regulará la realización de elecciones primarias. Hizo presente que para destacar dicha diferencia era necesario enmendar la segunda oración que aparece en el texto aprobado por el Senado, pues se establece que “La misma ley regulará las demás materias”, cuando en realidad se trata de una ley distinta, como es la de partidos políticos.


El Honorable Senador señor Chadwick acogiendo este planteamiento propuso sustituir la expresión “la misma ley regulará” por “Una  ley orgánica constitucional regulará” con el fin de precisar, como lo ha solicitado el señor Ministro, que consagre una diferencia entre la ley orgánica constitucional de partidos políticos y la ley, también orgánica constitucional, que regulará un sistema de elecciones primarias.  


Puesta en votación la redacción aprobada para este número por el Senado, la Comisión Mixta la aprobó, incorporando las enmiendas referidas, con los votos de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans.

Número 4 de la Cámara de Diputados

(Número 3 del Senado)

En primer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados intercaló el siguiente artículo 37 bis, nuevo: 


"Artículo 37 bis. A los Ministros de Estado les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro de Estado cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.

Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros de Estado estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.".

El Senado intercaló, en el inciso primero del artículo 37 bis propuesto, a continuación de la frase “establecidas en el”, la expresión “inciso primero del”.


La Honorable Cámara de Diputados rechazó tal modificación en tercer trámite constitucional.


La Comisión Mixta acordó, por cuatro votos a favor y tres en contra, acoger la proposición del Senado en este punto e introducir enmiendas formales menores en su texto. Apoyaron esta decisión los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez. En contra, estuvieron los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina, solicitó dejar constancia de que su voto lo fundaba en las razones expuestas por el señor Contralor General de la República ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, con ocasión del estudio que esta realizara sobre la iniciativa en análisis.


Cabe recordar que, con ocasión de la elaboración del nuevo informe complementario del segundo informe de la mencionada Comisión, en que se trató este aspecto, el señor Contralor General de la República manifestó que la modificación tiene por objeto hacer aplicables a los Ministros de Estado las incompatibilidades parlamentarias del artículo 58, esto es, las relacionadas con el desempeño de empleos o comisiones retribuidas con fondos del Fisco, estatales, y de empresas del Estado en que el Fisco tenga aporte de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza, y con las funciones de directores o consejeros en las entidades y empresas estatales a que se refiere la norma. Destacó, además, que el inciso segundo se refiere a las causales de cesación en el cargo contempladas para los parlamentarios por el inciso segundo del artículo 60.





Hizo presente que diversas leyes permiten a los Ministros de Estado integrar directorios de empresas públicas. Para tal efecto, el artículo 1º de la ley Nº 19.863 estableció una incompatibilidad de remuneraciones y, al mismo tiempo, creó una Asignación de Director Superior, con porcentajes diferenciados, para el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y determinados Jefes de Servicio. Posteriormente, mediante la ley Nº 19.882, se agregó a los Gobernadores, al Director del Servicio Nacional de la Mujer y al Director del Instituto Nacional de Deportes; la ley Nº 19.917 incorporó al Presidente del Consejo Nacional de Cultura y de las Artes, y la ley Nº 20.173 incluyó al Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.





Sin embargo, agregó, el inciso cuarto del citado artículo 1º establece una incompatibilidad de dicha asignación con la percepción de cualquier emolumento, pago o beneficio de origen privado o público, distinto de los que contemplan los respectivos regímenes de remuneraciones.





Precisó que el inciso quinto del mismo precepto consagra diversas excepciones a dicha incompatibilidad, entre las que se encuentra la integración de directorios o consejos de empresas, o entidades del Estado, con la salvedad de que dichas autoridades y los demás funcionarios no podrán integrar más de un directorio o consejo de empresas o entidades del Estado, con derecho a percibir dieta o remuneración.





Hizo notar que de la historia fidedigna del establecimiento del artículo 1º de la esta ley, aparece que en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, “luego de debatirse el fundamento de la designación de personas idóneas en los directorios de las empresas y los procedimientos vigentes para su nombramiento, se sugirió establecer que las dietas no pudieran superar un determinado nivel, sin hacer diferencia si se trata de ministros, subsecretarios y demás funcionarios” (Sesión Nº 42, de 14 de enero de 2003).





Atendido lo anterior, el Ejecutivo, recogiendo los planteamientos efectuados en la Comisión, formuló, entre otras, una indicación para sustituir el inciso final del artículo 1º del Mensaje, que seguía al inciso donde se establecían las excepciones a la mencionada incompatibilidad, por los siguientes: “Las autoridades a que se refiere este artículo y los demás funcionarios públicos, no podrán integrar más de un directorio o consejo de empresas o entidades del Estado, con derecho a percibir dieta o remuneración.





Con todo, la dieta o remuneración que les corresponda en su calidad de directores o consejeros, no podrá exceder mensualmente del equivalente en pesos de veinticuatro unidades tributarias mensuales”.





Continuó narrando que el referido texto, aprobado por la Comisión de Hacienda y en definitiva por la Cámara de Diputados, pasó al Senado en segundo trámite constitucional, cuya Comisión de Hacienda resolvió, sin que manifestara una intención de alterar el sentido de la disposición en cuestión, refundir en un inciso el precepto que establecía las excepciones a la incompatibilidad de remuneraciones y la norma introducida por la citada indicación del Ejecutivo acerca de la imposibilidad de integrar más de un directorio con derecho a percibir dieta o remuneración, resultando el inciso quinto del artículo 1º de la ley Nº 19.863 aprobado en definitiva y en actual vigor.





Señaló que, de esta forma, se desprende que la intención del legislador al establecer un límite en la percepción de dietas por la integración de directorios de empresas, se refiere tanto a las autoridades de gobierno mencionadas en los incisos primero y segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.863 como a los demás funcionarios públicos, en condiciones de igualdad entre ellos.





No obstante, no prohibió la participación de los Ministros de Estado en los directorios de diversas empresas públicas, sino que sólo estableció una incompatibilidad de remuneraciones.

Número 5 de la Cámara de Diputados

Número 4 del Senado


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, acordó suprimir en el inciso segundo del artículo 60 de la Constitución Política, la expresión “contra el Fisco” y el inciso tercero de esa misma disposición.

El Senado, en segundo trámite constitucional,  acogió estas enmiendas, signándolas con el número 4.

La Honorable Cámara de Diputados rechazó el referido cambio de numeración propuesto por el Senado.


Recogiendo algunos de los planteamientos expuestos por el ex Senador señor Böeninger, consignados en un acápite anterior, la Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Diputado señor Burgos sometieron a la consideración de la Comisión Mixta algunas proposiciones de enmienda al artículo 60 de la Carta Fundamental.


Por una parte, sugirieron agregar a este precepto un nuevo inciso primero, del siguiente tenor:


“Artículo 60. La función parlamentaria se ejercerá en régimen de dedicación exclusiva, y es incompatible con el desempeño de actividades privadas, sin perjuicio de las actividades docentes que pueda desarrollar el parlamentario.”.


En segundo lugar, plantearon reponer el inciso tercero vigente, pero que las Cámaras -en el trámite legislativo de esta iniciativa- han acordado suprimir.


Por último, propusieron agregarle un nuevo inciso séptimo, del siguiente tenor:


“Se suspenderá la participación en las votaciones de la respectiva Cámara, por el término de seis meses, del diputado o senador que promueva o vote asuntos que interesen directa o personalmente a ellos o a sus parientes más cercanos, según defina la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellos o las personas mencionadas tengan en el asunto.”.


El Honorable Senador señor Espina se refirió a la procedencia de considerar en trámite de Comisión Mixta proposiciones relativas a cuestiones que no fueron discutidas expresamente en las fases legislativas anteriores.


Explicó que hacía presente este tema a raíz del planteamiento de la Honorable Senadora señora Alvear y del Honorable Diputado señor Burgos para incorporar una nueva norma sobre dedicación exclusiva a la función parlamentaria, según se ha indicado precedentemente. 


En relación con este planteamiento, destacó que, al concluir el segundo trámite constitucional se produjo coincidencia entre ambas Cámaras en cuanto a las enmiendas que ellas pretendían introducir al referido artículo 60, salvo el cambio de número con el que se las identifica, como consecuencia de la supresión que el Senado acordó de un número anterior. Pero en lo sustancial, reiteró, hubo coincidencia entre ambas Ramas del Congreso.


En consecuencia, agregó, no existe discrepancia de fondo entre ellas respecto de este precepto. Por lo anterior, estimó que este punto no forma parte del cometido de esta Comisión, razón por la cual sometió a votación la admisibilidad de esta primera proposición.


Votaron favorablemente la admisibilidad de esta proposición el Honorable Senador señor Chadwick y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans  En contra de la admisibilidad votaron los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto.


Habiendo sido, en consecuencia, declarada admisible, la referida proposición fue puesta en votación y, finalmente, rechazada por dos votos a favor y seis votos en contra. Votaron favorablemente la Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Diputado señor Burgos. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto y los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans.


En seguida, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina declaró inadmisible la proposición de reponer el inciso tercero del artículo 60 de la Carta Fundamental.


Fundó su decisión en la circunstancia de que esta propuesta fue desechada en primer y en segundo trámites constitucionales. En consecuencia, añadió, tampoco sobre esta materia existe discrepancia entre las Cámaras.


Finalmente, la proposición de los mismos señores Parlamentarios para agregar un nuevo inciso séptimo  al artículo 60 de la Constitución Política, precedentemente transcrito, fue retirada por su autores, toda vez que era consecuencia de la anterior. Por ello, dijeron, esta propuesta, por sí sola, carecería de sentido.

La Comisión Mixta aprobó la enmienda de numeración propuesta por el Senado para identificar las modificaciones acordadas en relación al artículo 60. En consecuencia, el texto de este nuevo número 4 es el aprobado por la Cámara de Diputados. Este acuerdo se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez y Honorables Diputados señores Burgos, Díaz  y Eluchans.
Número 6 de la Cámara de Diputados





La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, resolvió agregar, en el número 6 del artículo único del proyecto que aprobara, el siguiente inciso tercero en el artículo 74 de la Constitución Política:





"Sin embargo, el Presidente de la República, de acuerdo a lo establecido en dicha ley orgánica constitucional, no podrá hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto durante los treinta días anteriores a una elección presidencial, a menos que la funde en exigencias provenientes de los intereses generales o de la seguridad nacional."

El Senado, en segundo trámite constitucional, desechó esta enmienda.

En tercer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados, a su vez, rechazó la propuesta del Senado.

Por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, la Comisión Mixta confirmó el rechazo del Senado a la referida enmienda al artículo 74 de la Constitución.
Número 7 de la Cámara de Diputados





La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, acordó, mediante este número, intercalar, en el artículo 127 de la Carta Fundamental, el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:





"No podrán presentarse ni tramitarse proyectos de reformas constitucionales dentro de los noventa días anteriores a una elección presidencial. Esta prohibición se extenderá por el período que medie entre la primera y segunda votación, en el caso de existir esta última, de conformidad al inciso segundo del artículo 26.".


El Senado, en segundo trámite constitucional, desechó esta enmienda.

En tercer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados, a su vez, rechazó la propuesta del Senado.




Al iniciarse el debate sobre esta discrepancia, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina planteó que sobre esta materia diversos señores Diputados le han planteado la importancia de aprobar una norma como la que concordó la Cámara de Diputados. Señaló que se han elaborado propuestas para establecer que en los noventas días anteriores a una elección presidencial sólo podrán tramitarse proyectos de reforma constitucional referidos a los Capítulos IV y V y las disposiciones de carácter transitorio. Esta prohibición, agregó, debiera extenderse al período que medie entre la primera y la segunda votación de una elección presidencial.





El Honorable Senador señor Gómez expresó que una proposición como la aprobada por la Cámara de Diputados y como la que sugiriera el señor Presidente de esta Comisión Mixta restringe las facultades del Presidente de la República para presentar proyectos de reforma constitucional. Agregó que no le parecía conveniente establecer esta limitación.





La Honorable Senadora señora Alvear añadió que las mayorías que se requieren para aprobar una reforma constitucional son una garantía de que ellas deben fundarse en un amplio acuerdo político en el Congreso Nacional, razón por la que no divisa motivo para limitar la posibilidad de que los parlamentarios y el Gobierno puedan presentar proyectos de reforma constitucional.





El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina planteó que, en algunos casos, las reformas constitucionales que se presentan en  períodos previos a una elección sólo persiguen crear un hecho político ante la opinión pública. Un candidato presidencial, enfatizó, podría presentar una reforma con un fin puramente electoral, sabiendo que ella no se va a aprobar.





El Ministro Secretario General de la Presidencia,  señor Viera-Gallo expresó que ese argumento era válido para el caso que el Presidente de la República pudiera presentarse a la reelección, como ocurre en otros países de América Latina. Si el Presidente no se puede reelegir, establecer esta limitación significa sobre valorar el impacto que una discusión parlamentaria tiene en la opinión pública. Afirmó que no veía posible que un proyecto de reforma constitucional presentado por un parlamentario o por el Presidente de la Republica pudiere alterar el resultado de una elección.





El Honorable Senador señor Chadwick explicó que estas limitaciones producen pocos efectos y pueden ser vulneradas mediante la presentación de proyectos de ley que se refieran o digan relación con las materias respecto de las cuales se busca restringir la presentación de proyectos de reforma constitucional.





Por último, el Honorable Diputado señor Eluchans explicó que diversos señores diputados han insistido en la importancia de aprobar esta limitación, cuyo origen se encuentra en ideas elaboradas por el Instituto Libertad y Desarrollo. Explicó que, sin embargo, ella no lo satisfacía, por lo que no se opondría a la supresión propuesta por el Senado.


Finalmente, la Comisión Mixta aprobó el criterio del Senado de desechar la modificación propuesta al artículo 127 de la Carta Fundamental. Esta decisión la adoptó por seis votos a favor y una abstención. A favor votaron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Gómez, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.

- - - - -
PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA





Como forma y modo de resolver las controversias surgidas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional en análisis, vuestra Comisión Mixta os propone aprobar la siguiente proposición:

Artículo único





Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:






“Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:”. (Unanimidad. 8 x 0).
Número 1

(de la Cámara de Diputados y del Senado)





Sustituirlo por el siguiente:





“1. Agréganse, en el artículo 8°, como incisos tercero y cuarto, nuevos, los siguientes: 





“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.





Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.”. (Unanimidad. 8 x 0).
Número 2 de la Cámara de Diputados





Suprimirlo. (Unanimidad. 8 x 0).
Número 3 de la Cámara de Diputados

Número 2 del Senado





Sustituirlo por el siguiente:





“2. Reemplázase la segunda oración del párrafo quinto del número 15° del artículo 19, por las siguientes: 




“Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca dicha ley. Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos, en esa elección, al respectivo cargo. Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.”. (Unanimidad. 7 x 0).
Número 4 de la Cámara de Diputados

Número 3 del Senado




Contemplarlo como número 3, con el siguiente texto:





“3. Intercálase el siguiente artículo 37 bis:





"Artículo 37 bis. A los Ministros les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.





Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.".”. (Mayoría de votos. 4 x 3).
Número 5 de la Cámara de Diputados

Número 4 del Senado





Consultar como número 4 el siguiente texto:





“4. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:





a) Suprímense en el inciso segundo las expresiones “contra el Fisco”.





b) Elimínese el inciso tercero.”. (Unanimidad. 7 x 0).

Número 6 de la Cámara de Diputados





Suprimirlo. (Unanimidad. 7 x 0).

Número 7 de la Cámara de Diputados





Suprimirlo. (Mayoría de votos. 6 x 1 abstención).





En caso de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL





"Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:





1. Agréganse, en el artículo 8°, como incisos tercero y cuarto, nuevos, los siguientes: 





“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.





Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.




2. Reemplázase la segunda oración del párrafo quinto del número 15° del artículo 19, por las siguientes: 





“Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca dicha ley. Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos, en esa elección, al respectivo cargo. Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.





3. Intercálase el siguiente artículo 37 bis:





"Artículo 37 bis. A los Ministros les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.





Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.".




4. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:





a) Suprímense en el inciso segundo las expresiones “contra el Fisco”.





b) Suprímese el inciso tercero.





5. Agrégase la siguiente disposición transitoria:





“VIGÉSIMOQUINTA.- La modificación introducida en el inciso segundo del artículo 60, entrará en vigencia transcurridos ciento ochenta días a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.".".

- - - - - - -





Acordado en sesiones celebradas los días 29 de julio, 4, 11, y 18 de agosto y 1 y 15 de septiembre, todos de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto y de los Honorables Diputados señora Laura Soto González y señores Jorge Burgos, Cristián Monckeberg Bruner (Alberto Cardemil Herrera), Marcelo Díaz Díaz y Edmundo Eluchans Urenda.





Sala de la Comisión Mixta, a 25 de septiembre de 2009.

(FDO).  RODRIGO PINEDA GARFIAS
Secretario de la Comisión
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